
 

JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO DE 
ORALIDAD DEL CIRCUITO  

DE BOGOTÁ D.C. 

Bogotá D.C. dieciocho (18) de mayo de dos mil veintitrés (2023). 

 

Expediente: 2019-00511 

Demandante: Gloria Nancy Sandoval Espinosa 

Demandada: Nación – Fiscalía General 

------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------ 

 

Analiza el Despacho, el proceso de la referencia y al respecto 

observa: 

 

Mediante memorial del 23 de marzo del 2023, la apoderada de la 

Nación – Fiscalía General, interpuso recurso de apelación contra la sentencia del 

17 de marzo de 2023 (documento 33 del expediente digital). 

 

Teniendo en cuenta que el recurso fue presentado y sustentado 

oportunamente, el mismo se concederá en el efecto suspensivo, de conformidad 

con lo establecido en el artículo 243 del Código de Procedimiento Administrativo y 

de lo Contencioso Administrativo. 

 

En mérito de lo expuesto se, 

 
RESUELVE 

 
PRIMERO: Conceder en el efecto suspensivo el recurso de 

apelación, interpuesto por la parte demandada contra la sentencia 17 de marzo de 

2023. 

 

SEGUNDO: Por secretaría remítase el expediente al H. Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca para su correspondiente reparto entre los 

Magistrados que integran el Tribunal Administrativo de Cundinamarca Sección 

Segunda. 

 

Notifíquese y Cúmplase 

 

GIOVANNI HUMBERTO LEGRO MACHADO 

Juez 
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JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO 
CIRCUITO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 
No. 017 

Por anotación en ESTADO notifico a las partes l 
providencia anterior, hoy-19/05/2023 a las 8:00 a.m. 
 

 
_____________ 
Secretaria 



 

JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL 
CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C. 

Bogotá D.C., dieciocho (18) de mayo de dos mil veintitrés (2023). 

 

Expediente: 2022-00119.  

DEMANDANTE: Daniel Alexander Ospitia Carrillo 

Demandado: Ap Fiduprevisora s.a. -Defensa jurídica del 

Extinto Departamento Administrativo de 

Seguridad Das y su Fondo Rotatorio y 

Administrativo Representado por la Fiduciaria 

la Previsora s.a. y la Unidad Administrativa 

Especial de Gestión Pensional y Parafiscales 

de la Protección Social – UGPP. 

********************************************************************************************** 

 

Visto el informe secretarial que antecede y dando cumplimiento a lo 

dispuesto en el artículo 38 de la Ley 2080 de 2021 que modificó el parágrafo 2º del 

artículo 175 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, este Despacho observa. 

 

1.- Que, a través de auto del 27 de octubre de 2022, se admitió la demanda 

del señor Daniel Alexander Ospitia Carrillo contra la Ap Fiduprevisora s.a. -Defensa 

jurídica del Extinto Departamento Administrativo de Seguridad Das y su Fondo Rotatorio 

y Administrativo Representado por la Fiduciaria la Previsora s.a. 

 

2.- Que, la apoderada judicial de la Fiduciaria la Previsora S.A. –Como 

vocera del PAP Fiduprevisora S.A. Defensa Jurídica Extinto Departamento 

Administrativo de Seguridad –DAS- y su Fondo Rotatorio, allego contestaciones de la 

demanda en término (documentos 17 del expediente digital), y en la que presentaron 

las excepciones previas de “No comprender la demanda a todos los litisconsortes 

necesarios de la siguiente manera y falta de legitimación en la causa por pasiva 

de la fiduciaria la previsora s.a. – como vocera del pap fiduprevisora s.a., defensa 

jurídica extinto departamento administrativo de seguridad – das – y su fondo 

rotatorio” 

  

 

3.- El día 26 de abril de 2023, la Secretaría del Despacho procedió a fijar las 

excepciones presentadas por la entidad demandada, como se observa en el documento 

20 del expediente digital. 

 

4.- EXCEPCIONES PREVIAS. 



 

La apoderada de la Fiduciaria la Previsora S.A. –Como vocera del PAP 

Fiduprevisora S.A. Defensa Jurídica Extinto Departamento Administrativo de Seguridad 

–DAS- y su Fondo Rotatorio, sustentó la excepción de “No comprender la demanda 

a todos los litisconsortes necesarios” de la siguiente manera  

 

“(…) 

 

El litisconsorcio necesario tiene su fundamento en la naturaleza de 

la relación sustancial objeto del litigio, definida expresamente por 

la ley o determinada mediante la interpretación de los hechos y 

derechos materia del proceso. En el primer evento basta estarse a 

lo dispuesto por la ley, pero cuando se trata de establecerlo con 

fundamento en la relación objeto del litigio, se impone un análisis 

cuidadoso para establecer la naturaleza del asunto y la 

imposibilidad de proferir un pronunciamiento de fondo, sin la 

comparecencia de un número plural de sujetos. 

 

Se deduce de todo lo anterior que el litisconsorcio necesario tiene su  

fundamento en la naturaleza de la relación sustancial objeto del 

litigio, definida expresamente por la ley o determinada mediante la 

interpretación de los hechos y derechos materia del proceso. En el 

primer evento basta estarse a lo dispuesto por la ley, pero cuando 

se trata de establecerlo con fundamento en la relación objeto del 

litigio, se impone un análisis cuidadoso para establecer la 

naturaleza del asunto y la imposibilidad de proferir un 

pronunciamiento de fondo, sin la comparecencia de un número 

plural de sujetos. 

 

En este caso, tal y como se indicó en precedencia, el asunto aún 

cuando no es indicado de manera expresa por el actor tiene fines 

pensionales, pues lo solicitado por el actor tiene como fin último la 

reliquidación de una pensión de vejez, luego entonces debe ser el 

fondo de pensiones vinculado al presente proceso, quien en últimas 

es quien tiene la información pertinente y puededeterminar si en 

realidad los aportes a pensión de realzaron o no en debida forma 

erán suprimidos de forma recíproca entre las entidades públicas, 

del orden Nacional que Dependan del Presupuesto General de la 

Nación, la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y 

Contribuciones Parafiscales de la Protección Social-UGPP y la 

Administradora Colombiana de Pensiones -COLPENSIONES. Para los 

efectos de este parágrafo, las entidades previstas en el inciso 

anterior, efectuaran los respectivos reconocimientos contables y las 

correspondientes anotaciones en sus estados financieros" 

 

“(…) 

 

Así las cosas, Este Despacho procede a pronunciarse sobre la 

excepción propuesta que se enuncia, observando que en el artículo 100, numeral 9 del 

C.G.P., se establece como una de las excepciones previas que se pueden proponer, la 

de “No comprender la demanda a todos los litisconsortes necesarios y teniendo en 

cuenta que el restablecimiento del derecho solicitado por la demandante es el 

reconocimiento y pago de la sanción moratoria establecida en la ley 50 de 1990 y las 

resultas del proceso son de su interés directo, y entre las pretensiones de la demanda 

se solicitó 

 

“(…) 

Primero. Declárese la nulidad del oficio radicado nro. 

20220990374931 del 14 de febrero de 2022, radicado pqrs 

Fiduprevisora 20221010322152 del 04 de febrero de 2022, suscrito 

por ÉRIKA SÁNCHEZ MONROY, Coordinadora Unidad de Gestión PAP 

Fiduprevisora S.A. Defensa Jurídica extinto DAS y su Fondo  



Rotatorio, recibido en el correo electrónico del suscrito actor a 

través de la  

cuenta digital servicioalcliente@fiduprevisora.gov.co el 23 de 

febrero de 2022 a las 10:01 A.M. 

 

Segundo. Como consecuencia de la declaración de nulidad del 

anterior acto administrativo y a título de restablecimiento del 

derecho, condénese a PAP Fiduprevisora S.A. Defensa Jurídica 

Extinto DAS y su Fondo Rotatorio que realice el pago a la Unidad 

Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones 

Parafiscales de la Protección Social UGPP o a la Administradora 

Colombiana de Pensiones Colpensiones como administradora del 

Régimen Solidario de Prima Media con Prestación Definida según 

sea el caso, de los aportes que debía realizar el empleador al 

Sistema General de Seguridad Social en Pensiones de que trata el 

parágrafo 4º del artículo 2º de la Ley 860 de 2003 sobre la prima 

especial de riesgo correspondientes al suscrito accionante, 

asumiendo además el valor que en su momento le correspondía al 

demandante como trabajador, en atención a las disposiciones del 

inciso 2º del artículo 22 de la Ley 100 de 1993, dentro de los 

siguientes extremos temporales: 01 de enero de 2004 y 11 de julio 

de 2014, conforme al respectivo cálculo actuarial que realizará la 

entidad pensional respectiva. 

 

Tercero. Para el cumplimiento de la sentencia se ordenará dar 

aplicación a los artículos 187, 192 y 195 de la Ley 1437 de 2011. 

 

Cuarto. Sean pagadas las costas y agencias en derecho que 

resultaren del proceso 

(…)” 

 
El litisconsorcio necesario es una figura procesal que tiene como 

propósito vincular a un proceso o litigio un número plural de personas como parte 

pasiva o activa conectados por una única "relación jurídico sustancial", a fin de 

proferirse una decisión uniforme e igual para todos quienes integren la relación 

jurídico-procesal, por tanto, se hace indispensable e imprescindible y por ende 

obligatoria su comparecencia. En ese sentido, la Sección Tercera del Consejo de 

Estado ha precisado al respecto lo siguiente: 

 

“(…) 

"El litisconsorcio necesario se presenta cuando la cuestión 

litigiosa tiene por objeto una relación jurídica material, única 

e indivisible, que debe resolverse de manera uniforme para 

todos los sujetos que integran la parte correspondiente 

(artículo 61 del C. G. del P.), lo cual impone que el proceso no 

pueda adelantarse sin la presencia de dicho litisconsorte, pues 

su vinculación resulta imprescindible y obligatoria”
1

  

(…) 

 

Por su parte, la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de 

Justicia ha precisado la conceptualización y los alcances del litisconsorcio 

necesario, así: 

 

“(…) 

La naturaleza de la relación jurídica sustancial que se debate 

en un proceso o Incluso una disposición legal, pueden 

imponer, en ciertos casos, la necesidad de integrar el 

contradictorio con todas las personas vinculadas a ella, pues 

no es posible escindirla «en tantas relaciones aisladas como 

sujetos activos o pasivos individualmente considerados 

existan» , porque la decisión que debe adoptarse 

                                                           
1 Sección Tercera. Subsección “A”. Sentencia del 21 de noviembre de 2016. Radicado: 25000- 23-36-000-2014-00303-01 (55441). Consejero Ponente: Carlos Alberto Zambrano 

Barrrera 



necesariamente los comprende y obliga a todos ellos. Sin la 

presencia en el juicio de los sujetos vinculados a esa relación, 

entonces, no resulta procedente efectuar un pronunciamiento 

sobre el mérito de la cuestión litigiosa, dado que ésta debe 

dirimirse de manera uniforme para esos litisconsortes. De 

acuerdo con la doctrina jurisprudencial de la Corte, se trata 

de un «supuesto de legitimación forzosamente conjunta 

respecto de los titulares de la relación jurídica controvertida 

en el juicio» que surge cuando el vínculo o nexo de derecho 

sustancial sobre el cual debe recaer la resolución 

jurisdiccional está integrado «por una pluralidad de sujetos, 

bien sean activos o pasivos» que «se presenta como una sola, 

única e indivisible frente al conjunto de tales sujetos. En tal 

hipótesis, por consiguiente, un pronunciamiento del juez con 

alcances referidos a la totalidad de la relación no puede 

proceder con la Intervención única de alguno o algunos de los 

ligados por aquélla, si no necesariamente con la de todos» 

(G.J. TCXXXIV, p. 170 y CLXXX, p. 381) 
2

 

 

En efecto, la Ley 1564 de 2012 desarrolla el trámite que se 

debe surtir para la conformación del Litisconsorcio necesario; la regla 

general es que la demanda se formule por todas las partes y se dirija contra 

todas las partes, sin embargo, cuando esto no sucede, el juez de oficio 

ordenará el traslado y notificación del auto admisorio a quienes integren el 

contradictorio. 

 

En caso de no conformarse en debida forma el 

contradictorio en la fase de admisión de la demanda, el juez de oficio o a 

petición de parte citará las personas que deban comparecer, siempre y 

cuando no se haya dictado sentencia en primera instancia. 

 

Vale resaltar, que el anterior procedimiento aplica cuando 

se proponga como una solicitud de parte o en cumplimiento del deber legal 

del juez, contenido en el numeral 5º del artículo 42 del Código General del 

Proceso, de conformar o integrar el litisconsorcio necesario. Aunado a lo 

anterior, esta figura procesal también puede ser formulada como excepción 

previa tal como lo dispone el numeral 9 del artículo 100 ibídem: "No 

comprender la demanda a todos los litisconsortes necesarios", tal como 

sucede en el caso de marras. 

 

Resulta importante resaltar en este punto, que el 

litisconsorte necesario no es precisamente un tercero interviniente, sino que 

se ubica en la categoría de parte dentro del litigio que se suscite, en la 

medida en que ingresan ocupando la posición de demandantes o 

demandados o en ambas dependiendo el caso, con los mismos derechos y 

deberes de los demás sujetos procesales. 

 

Así las cosas, para resolver la excepción previa propuesta, 

corresponde al juzgado establecer si resulta procedente la vinculación de la la 

Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Parafiscales de la Protección 

                                                           
2 Auto del 22 de julio de 2014. Rad. 11001-02-03-000-2012-02952-00. M.P. Dr. Ariel Salazar Ramírez. 



Social – UGPP, como litisconsorte necesario por pasiva, en los casos en los que 

como en el presente se solicita el reconocimiento y pago de los aportes al Sistema 

General de Seguridad Social en Pensiones. 

 

Conforme a lo anterior, considera el Despacho que se hace 

necesaria la vinculación a la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y 

Parafiscales de la Protección Social – UGPP 

 

Por lo anterior, se admite la solicitud de vinculación de integración 

del litis consorcio necesario solicitado por la apoderada de la Fiduciaria la Previsora 

S.A. –Como vocera del PAP Fiduprevisora S.A. Defensa Jurídica Extinto 

Departamento Administrativo de Seguridad –DAS- y su Fondo Rotatorio, se deberá 

notificar de la admisión de la demanda al litis consorte anexando los anexos de la 

demanda y providencias proferidas hasta etapa procesal. 

 

4.1 falta de legitimación en la causa por pasiva de la fiduciaria 

la previsora s.a. – como vocera del pap fiduprevisora s.a., defensa jurídica 

extinto departamento administrativo de seguridad – das – y su fondo rotatorio 

 

 

La apodera sustenta la excepción de la siguiente manera  

 

“(…) 

En el presente asunto es importante tener en cuenta que aún cuando 

el demandante no está indicando de manera expresa que el fin de 

la solicitud elevada tiene fines pensionales es evidente que su 

objetivo es la reliquidación de su pensión de vejez incluyendo 

factores que en su criterio no fueron tenidos en cuenta. 

 

Es claro que el reconocimiento o no de cualquier tipo de derecho 

pensional, no está en cabeza de mis representadas, pues esta 

facultad ha sido asignada a los fondos de pensiones, en este caso, 

la Unidad de Gestión Pensional y Parafiscal -UGPP-, siendo en 

consecuencia esta Entidad la que ostenta la legitimidad en la causa 

por pasiva. 

 

El reconocimiento de algún tipo de responsabilidad en la omisión de 

los pagos que se endilgan al empleador del aquí demandante, que 

si el fondo de pensiones al momento de realizar el estudio de 

cualquier tipo de pensión, encuentra que el solicitante tiene derecho 

a acceder a la misma, debe proceder a su reconocimiento, aún si 

encuentra que el empleador no realizó los aportes de manera 

correcta, o incurrió en mora, pues para ello está dotado de las 

facultades legales pertinentes para proceder al recobro de los 

mismos. 

 

Que aun cuando en efecto, el empleador está obligado a realizar los 

aportes necesarios para financiar el sistema general en pensiones, 

quien en primera instancia está obligado a asumir la carga 

prestacional que genere el reconocimiento pensional es el fondo o 

entidad de previsión, quien procederá a ejecutar todas las 

actividades de recobro de los conceptos sobre los cuales el 

empleador no hizo las correspondientes cotizaciones. 

“(…) 

 



Referente a la excepción de falta de legitimación por pasiva falta de 

legitimación en la causa por pasiva, el despacho procede a resolverla de la siguiente 

manera: 

Con respecto a la legitimación en la causa por pasiva en providencia 

del 26 de abril de 2018, LA SUBSECCION “A”, DE LA SECCIÓN SEGUNDA DEL H. 

CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. 

Consejero ponente: William Hernández Gómez. Radicación número: 68-001-23-33-

000-2015-00739-01 (0743-2016),3 considero refiriéndose a la legitimación de por 

pasiva del FOMAG:  

 

“Así pues, el Despacho rectifica la posición asumida mediante 

providencia de 11 de diciembre de 2017,
4

 y reitera la interpretación 

pacífica de la Sección Segunda del Consejo de Estado
5

, consistente 

en que, en los procesos judiciales de nulidad y restablecimiento del 

derecho promovidos ante esta jurisdicción contra el Fondo de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, en los que se discuta el 

reconocimiento de prestaciones sociales, no es procedente la 

vinculación de las entidades territoriales.  

Esto, ya que las consecuencias económicas que se deriven de los 

actos administrativos proferidos en virtud de la desconcentración 

administrativa dada en la secretaría de educación territoriales de 

los entes certificados radican única y exclusivamente en la Nación –

Ministerio de Educación Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio” 

 

Observa este Despacho, que la parte actora demandó el oficio con 

numero de radicado 20220990374931 del 14 de febrero de 2022, radicado pqrs 

Fiduprevisora 20221010322152 del 04 de febrero de 2022, suscrito por ÉRIKA 

SÁNCHEZ MONROY, Coordinadora Unidad de Gestión PAP Fiduprevisora S.A. 

Defensa Jurídica extinto DAS y su Fondo Rotatorio, se informa que no es posible 

acceder a las solicitudes realizadas en el derecho de petición. 

 

De esta manera las consecuencias económicas que se deriven de 

los actos administrativos proferidos en virtud de la desconcentración administrativa 

dada de los entes certificados radican única y exclusivamente en la Patrimonio 

Autónomo P.A.P. Fiduprevisora S.A. Defensa Jurídica del Extinto Departamento 

Administrativo de Seguridad DAS y su Fondo Rotario Administrado y aun cuando la 

Fiduciaria es la encargada de administrar los recursos de dichos fondos. 

 

En el entendido de que la legitimación en la causa por el lado 

pasivo, es la identidad del demandado con quien tiene el deber correlativo de 

                                                           
3 Actor: LUZ NIDIA OLARTE MATEUS. Demandado: FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. AUTORIDADES 

NACIONALES. 
4 Dentro del proceso con radicación 66-001-23-33-000-2014-00114-01, número interno: 2587-2015 
5 En las sentencias del Consejo de Estado – Sala de lo Contencioso Administrativo (i) de la Subsección “A”: Consejero ponente Dr.  LUIS 
RAFAEL VERGARA QUINTERO del 2 de julio de 2015, Expediente: 25000-23-25-000-2012-00262-01(0836-13) Actor: Abel Rodríguez 
Céspedes, Demandado: Ministerio de Educación Nacional, Fondo Nacional De Prestaciones Sociales del Magisterio. Consejero ponente Dr. 
WILLIAM HERNÁNDEZ GÓMEZ del 12 de julio de 2017 Expediente: 08001-23-33-000-2012-00400-01(1874-14) Actor: Víctor Manuel Solano 
Ospina Demandado: Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y Distrito Especial, Industrial 
y Portuario de Barranquilla. (ii) de la Subsección “B” con ponencia del Dr. GERARDO ARENAS MONSALVE del 5 de diciembre de 2013 
Expediente: 25000-23-25-000-2009-00467-01(2769-12) Actor: Hugo Guerrero Cáceres, Demandado: Ministerio de Educación Nacional. Otra 
del mismo Ponente del 10 de julio de 2014, Expediente: 05001233100020050421801 (2713-2013) Actor: Gustavo de Jesús García Rua.  
Adicionalmente y más recientes, dos con ponencia de la Dra. SANDRA LISSET IBARRA VÉLEZ,  del 8 de septiembre de 2016  Expediente: 
15001-23-33-000-2013-00082-01(1530-14) Actor: Julio Bonilla Briceño Demandado: Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio y del 15 de noviembre de 2017. Expediente: 41001-23-33-000-2015-00686-01(4155-16) Actor: Adriana 
Murcia Villaneda, Demandado: Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio - Municipio 

de Neiva - Departamento del Huila.   



satisfacer el derecho y la figura del litisconsorcio necesario se da cuando hay 

relaciones jurídicas sobre las cuales no es posible pronunciarse por partes, 

fraccionándolas o calificándolas solo respecto de algunos de sus sujetos, porque, 

indispensablemente, la decisión comprende y obliga a todos, es evidente que quien 

tiene a cargo las prestaciones sociales del Patrimonio Autónomo P.A.P. 

Fiduprevisora S.A. Defensa Jurídica del Extinto Departamento Administrativo de 

Seguridad DAS es el Fiduprevisora S.A 

 

Del mismo modo, es claro que la parte actora solicita como 

pretensión la declaratoria nulidad de acto administrativo proferido por la entidad 

vinculada, en razón a lo anterior, se declarará no probada la excepción previa de 

“falta de legitimación en la causa por pasiva” presentada por la a apoderada judicial 

de la Fiduciaria la Previsora S.A. –Como vocera del PAP Fiduprevisora S.A. Defensa 

Jurídica Extinto Departamento Administrativo de Seguridad –DAS y se continuará 

con el trámite procesal correspondiente. 

 

Téngase en cuenta, que en el acto administrativo cuya nulidad se 

depreca vincula directamente a la Fiduciaria la Previsora S.A., quien actúa como 

administradora de los recursos del Patrimonio Autónomo P.A.P. Fiduprevisora S.A. 

Defensa Jurídica del Extinto Departamento Administrativo de Seguridad DAS, por 

ello se declara no probada la excepción de falta de legitimación en la causa por 

pasiva de las dos entidades. 

 

Por tanto, la exceptiva no está llamada a prosperar 

 

En consecuencia, se dispondrá lo siguiente:  

 

PRIMERO: Vincular al proceso a la Unidad Administrativa Especial 

de Gestión Pensional y Parafiscales de la Protección Social – UGPP 

 

SEGUNDO: Conforme a los previsto en el numeral 8 del artículo 

35 de la Ley 2080 de 2021, que adicionó el artículo 162 de la Ley 1437 de 2011, 

la parte demandante deberá acreditar el debido acatamiento de esta disposición. 

 

TERCERO: Una vez se dé cumplimiento del numeral anterior por 

parte el doctor Daniel Alexander Ospitia Carrillo, por Secretaría del Despacho, 

notifíquese personalmente de esta providencia, demanda y anexos, de conformidad 

con los dispuesto en el artículo 172 del Código de Procedimiento Administrativo y 

de lo Contencioso Administrativo, a Unidad Administrativa Especial de Gestión 

Pensional y Parafiscales de la Protección Social – UGPP, a los correos electrónicos 

institucionales. 

 



CUARTO: La parte demandada deberá aportar con la contestación de la 

demanda todas las pruebas que tenga en su poder, el expediente y los antecedentes 

administrativos del acto demandado, así mismo deberá allegar constancia del traslado de las 

excepciones a la parte demandante, conforme a lo dispuesto en la Ley 2080 de 2021 que 

reformó la Ley 1437 de 2011. 

 

QUINTO: Declarar no probada la excepción previa de falta de legitimación 

en la causa por pasiva, para asumir por la entidad demandada, por las razones expuestas. 

 

SEXTO: Se reconoce personería adjetiva a la abogada Sandra Viviana 

Méndez Quevedo como apoderada sustituta de la Fiduciaria la Previsora S.A. –Como vocera 

del PAP Fiduprevisora S.A. Defensa Jurídica Extinto Departamento Administrativo de 

Seguridad –DAS en los términos y para los fines conferidos del poder otorgado por el Doctor 

Erika Sánchez Monroy en calidad apoderado general de conformidad con la Escritura Pública 

No. 5400 del 30 de marzo de 2016 de la Notaría 29 del Círculo de Bogotá, en representación 

del Patrimonio a Autónomo Público PAP Fiduprevisora s.a. Defensa Jurídica del extinto 

departamento administrativo Das y su fondo rotatorio ( documento 17 página 16 del 

expediente digital) 

 

SÉPTIMO: Se les solicita a las partes que los memoriales se radiquen a 

través del correo electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, canal habilitado para 

la recepción de correspondencia de los Juzgados Administrativos de Bogotá, indicándose el 

Despacho Judicial al que se dirige, número del expediente y las partes que conforman el 

mismo. 

 
 

Cumplido lo anterior, regrese al Despacho para proveer. 

 

Notifíquese y Cúmplase 

 

GIOVANNI HUMBERTO LEGRO MACHADO 

Juez 

 

ITB 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO 
CIRCUITO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 
No. 017 

Por anotación en ESTADO notifico a las partes l 
providencia anterior, hoy-19/05/2023 a las 8:00 a.m. 
 

 
_____________ 
Secretaria 



 

JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO DE 
ORALIDAD DEL  

CIRCUITO DE BOGOTÁ 

 

Bogotá, D.C., dieciocho (18) de mayo de dos mil veintitrés (2023) 

 

Expediente: 2022-00145 

 

 

De Oficio por el Despacho procede a corregir el auto de fecha 11 de 

mayo de 2023, respecto a la hora de audiencia inicial programada para el martes 

24 de mayo de 2023 a las 09:00 am. 

 

Siendo, correcto programar audiencia inicial para el 24 de mayo de 

2023 a las 10:30 am. 

 

 

Cúmplase 

 

GIOVANNI HUMBERTO LEGRO MACHADO  

Juez 

 

 

ITB 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO DE 
ORALIDAD DEL CIRCUITO  

DE BOGOTÁ D.C. 

Bogotá D.C. dieciocho (18) de mayo de dos mil veintitrés (2023). 

 

Expediente: 2022-00222 

Demandante: Martha Paulina Ramírez Morato 

Demandada: Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio – 

Fomag, Fiduciaria la Previsora S.A, y Bogotá Distrito 

Capital – Secretaría de Educación de Bogotá 

------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------ 
 

Analiza el Despacho, el proceso de la referencia y al respecto observa: 

 

Mediante memorial del 21 de marzo del 2023, la apoderada de la señora 

Martha Cecilia Diaz Mora interpuso recurso de apelación contra la sentencia del 14 de 

marzo de 2023 (documento 42 del expediente digital). 

 

Teniendo en cuenta que el recurso fue presentado y sustentado 

oportunamente, el mismo se concederá en el efecto suspensivo, de conformidad con lo 

establecido en el artículo 243 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo. 

 

En mérito de lo expuesto se, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: Conceder en el efecto suspensivo el recurso de apelación, 

interpuesto por la parte demandante contra la sentencia 14 de marzo de 2023. 

 

SEGUNDO: Por secretaría remítase el expediente al H. Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca para su correspondiente reparto entre los Magistrados 

que integran el Tribunal Administrativo de Cundinamarca Sección Segunda. 

 

 

Notifíquese y Cúmplase 

 

GIOVANNI HUMBERTO LEGRO MACHADO 

Juez 

 



 

 

 

ITB 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO 
CIRCUITO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 
No. 017 

Por anotación en ESTADO notifico a las partes l 
providencia anterior, hoy-19/05/2023 a las 8:00 a.m. 
 

 
_____________ 
Secretaria 



 

JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO DE 
ORALIDAD DEL CIRCUITO  

DE BOGOTÁ D.C. 

Bogotá D.C. dieciocho (18) de mayo de dos mil veintitrés (2023). 

 

Expediente: 2022-00225 

Demandante: Luis Guillermo Núñez Arias 

Demandada: Nación- Ministerio de Defensa-Policía Nacional y  

Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional -

CASUR. 

------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------ 

 

Analiza el Despacho, el proceso de la referencia y al respecto observa: 

 

Mediante memorial del 21 de abril del 2023, el apoderado del señor Luis 

Guillermo Núñez Arias interpuso recurso de apelación contra la sentencia del 12 de abril 

de 2023 (documento 35 del expediente digital). 

 

Teniendo en cuenta que el recurso fue presentado y sustentado 

oportunamente, el mismo se concederá en el efecto suspensivo, de conformidad con lo 

establecido en el artículo 243 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo. 

 

En mérito de lo expuesto se, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: Conceder en el efecto suspensivo el recurso de apelación, 

interpuesto por la parte demandante contra la sentencia 12 de abril de 2023. 

 

SEGUNDO: Por secretaría remítase el expediente al H. Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca para su correspondiente reparto entre los Magistrados 

que integran el Tribunal Administrativo de Cundinamarca Sección Segunda. 

 

Notifíquese y Cúmplase 

 

GIOVANNI HUMBERTO LEGRO MACHADO 

Juez 



 

 

ITB 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO 
CIRCUITO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 
No. 017 

Por anotación en ESTADO notifico a las partes l 
providencia anterior, hoy-19/05/2023 a las 8:00 a.m. 
 

 
_____________ 
Secretaria 



 

JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO DE 
ORALIDAD DEL CIRCUITO  

DE BOGOTÁ D.C. 

Bogotá D.C. dieciocho (18) de mayo de dos mil veintitrés (2023). 

 

Expediente: 2022-00234 

Demandante: Ady Marcela Vaca Torres 

Demandada: Nación – Ministerio de Educación Nacional – 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio – Fomag , Fiduciaria la Previsora S.A, 

y Bogotá Distrito Capital – Secretaría de 

Educación de Bogotá 

------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------ 

 

Analiza el Despacho, el proceso de la referencia y al respecto 

observa: 

 

Mediante memorial del 28 de marzo del 2023, la apoderada de la 

señora Ady Marcela Vaca Torres interpuso recurso de apelación contra la sentencia 

del 17 de marzo de 2023 (documento 34 del expediente digital). 

 

Teniendo en cuenta que el recurso fue presentado y sustentado 

oportunamente, el mismo se concederá en el efecto suspensivo, de conformidad 

con lo establecido en el artículo 243 del Código de Procedimiento Administrativo y 

de lo Contencioso Administrativo. 

 

En mérito de lo expuesto se, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: Conceder en el efecto suspensivo el recurso de 

apelación, interpuesto por la parte demandante contra la sentencia 17 de marzo de 

2023. 

 

SEGUNDO: Por secretaría remítase el expediente al H. Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca para su correspondiente reparto entre los 

Magistrados que integran el Tribunal Administrativo de Cundinamarca Sección 

Segunda. 

 



TERCERO: Se reconoce personería adjetiva al abogado Andres 

David Muñoz Cruz, como apoderado sustituto de secretaría de educación del 

distrito, en los términos y para los fines conferidos del poder otorgado Pedro Antonio 

Chaustre hernandez en su calidad de representante legal de la sociedad chaustre 

abogados s.a.s, conforme a poder otorgado por Julián Fabrizzio Huérfano Ardila en 

mi calidad de jefe de la oficina asesora jurídica de la secretaría de educación del 

distrito, según resolución de nombramiento no. 2719 del 30 de agosto de 2022, acta 

de posesión no. 934 del 01 de septiembre de 2022, y conforme al decreto no. 089 

de 24 de marzo de 2021 (documento 48 del expediente digital 

 

Notifíquese y Cúmplase 

 

GIOVANNI HUMBERTO LEGRO MACHADO 

Juez 

 

ITB 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO 
CIRCUITO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 
No. 017 

Por anotación en ESTADO notifico a las partes l 
providencia anterior, hoy-19/05/2023 a las 8:00 a.m. 
 

 
_____________ 
Secretaria 



 

JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO DE 
ORALIDAD DEL CIRCUITO  

DE BOGOTÁ D.C. 

Bogotá D.C. dieciocho (18) de mayo de dos mil veintitrés (2023). 

 

Expediente: 2022-00235 

Demandante: Martha Cecilia Diaz Mora 

Demandada: Nación – Ministerio de Educación Nacional – 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio – Fomag, Fiduciaria la Previsora S.A, y 

Bogotá Distrito Capital – Secretaría de Educación 

de Bogotá 

------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------ 

 

Analiza el Despacho, el proceso de la referencia y al respecto 

observa: 

 

Mediante memorial del 28 de marzo del 2023, la apoderada de la 

señora Martha Cecilia Diaz Mora interpuso recurso de apelación contra la sentencia 

del 17 de marzo de 2023 (documento 42 del expediente digital). 

 

Teniendo en cuenta que el recurso fue presentado y sustentado 

oportunamente, el mismo se concederá en el efecto suspensivo, de conformidad 

con lo establecido en el artículo 243 del Código de Procedimiento Administrativo y 

de lo Contencioso Administrativo. 

 

En mérito de lo expuesto se, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: Conceder en el efecto suspensivo el recurso de 

apelación, interpuesto por la parte demandante contra la sentencia 17 de marzo de 

2023. 

 

SEGUNDO: Por secretaría remítase el expediente al H. Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca para su correspondiente reparto entre los 

Magistrados que integran el Tribunal Administrativo de Cundinamarca Sección 

Segunda. 

 



TERCERO: Se reconoce personería adjetiva al abogado Pedro 

Antonio Chaustre hernandez, como apoderado sustituto de secretaría de educación 

del distrito, conforme a poder otorgado por Julián Fabrizzio Huérfano Ardila en mi 

calidad de jefe de la oficina asesora jurídica de la secretaría de educación del 

distrito, según resolución de nombramiento no. 2719 del 30 de agosto de 2022, acta 

de posesión no. 934 del 01 de septiembre de 2022, y conforme al decreto no. 089 

de 24 de marzo de 2021 (documento 48 del expediente digital 

 

Notifíquese y Cúmplase 

 

GIOVANNI HUMBERTO LEGRO MACHADO 

Juez 

 

ITB 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO 
CIRCUITO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 
No. 017 

Por anotación en ESTADO notifico a las partes l 
providencia anterior, hoy-19/05/2023 a las 8:00 a.m. 
 

 
_____________ 
Secretaria 



 

JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO DE 
ORALIDAD DEL CIRCUITO  

DE BOGOTÁ D.C.  

Bogotá D.C., dieciocho (18) de mayo de dos mil veintitrés (2023). 

 

Expediente: 

 

2022-00242 

Demandante: Julie Katherine Torres Castro 

Demandada: Subred Integrada de Servicios de Salud 

Norte E.S.E. 

-------------------------------------------------------------------------------------------------------------- 

 

Córrase traslado a las partes, por el término de tres (3) días de las 

respuestas allegadas electrónicamente por la apoderada de la Subred Integrada de 

Servicios de Salud Norte E.S.E. el 31 marzo, 10 de abril y 20 de abril de 2023 

visibles en documento 22 al 50 del expediente digital. 

 

Finalmente, se requiere a las partes que los memoriales se 

radiquen a través del correo electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, 

canal habilitado para la recepción de correspondencia de los Juzgados 

Administrativos de Bogotá, indicándose el Despacho Judicial al que se dirige, 

número del expediente y las partes que conforman el mismo. 

 

Notifíquese y Cúmplase 

 

GIOVANNI HUMBERTO LEGRO MACHADO 

Juez 

 

ITB 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO 
CIRCUITO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 
No. 017 

Por anotación en ESTADO notifico a las partes l 
providencia anterior, hoy-19/05/2023 a las 8:00 a.m. 
 

 
_____________ 
Secretaria 

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co


 

JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO DE 
ORALIDAD DEL CIRCUITO  

DE BOGOTÁ D.C. 

Bogotá D.C., dieciocho (18) de mayo de dos mil veintitrés (2023) 

 

Expediente: 2022-00252.  

Demandante: Octavio Álvarez Leguizamón 

Demandado: Nación – Ministerio de Educación Nacional – 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio – FOMAG , Fiduciaria la Previsora 

S.A y Bogotá Distrito Capital – Secretaría de 

Educación de Bogotá. 

------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------ 

 

Visto el informe secretarial que antecede y dando cumplimiento a lo 

dispuesto en el artículo 38 de la Ley 2080 de 2021 que modificó el parágrafo 2º del 

artículo 175 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, este Despacho observa. 

 

1.- Tener por contestada la demanda por parte de la Nación Ministerio 

Educación Nacional, toda vez que fueron presentadas dentro del término de 

conformidad con el artículo 199 del C.P.A.C.A. (documento 08 del expediente digital). 

 

2.- Así mismo, tener por contestada la demanda por parte de la 

Secretaría Distrital de Educación, toda vez que fueron presentadas dentro del término 

de conformidad con el artículo 199 del C.P.A.C.A. (documento 18 a 19 del expediente 

digital). 

 

3.- Igualmente, tener por contestada la demanda por parte de la 

Fiduprevisora S.A, toda vez que fueron presentadas dentro del término de conformidad 

con el artículo 199 del C.P.A.C.A. (documento 29 del expediente digital). 

 

4.- Que mediante auto del 02 de febrero de 2023 se ordeno vincular a 

la Fiduprevisora S.A como litis consorte necesario.   

 

5.- Que, la Secretaría del Despacho procedió a fijar las excepciones 

presentadas por el Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio – Fomag - Fiduciaria – Fiduprevisora S.A. y 

Secretaría Distrital de Educación, (documento 23 y 49 del expediente digital). 

 



6.- La apoderada de la demandante contestó las excepciones 

presentadas por las entidades demandadas. 

 

5.- EXCEPCIONES PREVIAS. 

 

El abogado de la Nación- Ministerio de Educación Nacional, 

propuso las excepciones de “ineptitud de la demanda por falta de requisitos formales y 

falta de legitimación en la causa por pasiva” (documento 08 página 34 a 35 del 

expediente digital). 

 

Así mismo, la abogada de la Secretaria de Educación Distrital, 

propuso las excepciones de “No comprender la demanda a todos los litisconsortes 

necesario y Falta de legitimación en la causa por pasiva (documento 19 del expediente 

digital) 

 

Igualmente, la abogada de la Fiduprevisora S.A, propuso las 

excepciones de inepta demanda, falta de legitimación en la causa por pasiva y falta de 

legitimación en la causa por pasiva de la entidad que represento, para asumir pagos 

de cesantías e interés de cesantías cuando las mismas son reportadas por la entidad 

territorial extemporánea  

 

5.1  ineptitud sustancial de la demanda  

 

El apoderado de Ministerio de Educación Nacional – Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales de Magisterio no se demostró dentro del plenario 

la existencia del acto administrativo ficto o presunto demandado en el presente 

proceso, si se tiene en cuenta que por voluntad expresa del artículo 83 de la Ley 1437 

de 2011 (CPACA), el silencio administrativo se configura cuando “Transcurridos tres 

(3) meses contados a partir de la presentación de una petición sin que se haya 

notificado decisión que la resuelva, se entenderá que es negativa”. 

 

Se advierte que el acto ficto demandado es inexistente, toda vez, que 

dicho fenómeno procedimental se configura al tenor de lo dispuesto en el artículo 40 

del C.C.A., cuando transcurridos tres meses luego de elevada una solicitud en interés 

particular, la Administración no ha notificado decisión alguna al respecto. Por 

consiguiente, se configura una ineptitud sustancial de la demanda.” (negrillas fuera 

del texto original). 

 

Que, En el presente asunto, se configuran entonces todos los 

elementos para predicar que nos vemos frente a la ineptitud sustancial de la demanda. 

No obstante, advierte este ministerio que, en caso de que el juez(a) 

 

Es necesario que la entidad territorial certifique el trámite impartido 

frente a la petición incoada por la parte demandante. 



 

5.2 falta de legitimación en la causa por pasiva. 

 

El apoderado de Ministerio de Educación Nacional – Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales de Magisterio, manifiesta que la entidad 

territorial que tiene la obligación de realizar la actividad operativa de liquidación de las 

cesantías no de consignación, esta actividad operativa debe examinarse a la luz de las 

normas sobre la administración del personal docente que inicia desde la Ley 29 de 

1989 que realiza la desconcentración administrativa territorial, entregando a las 

entidades territoriales las funciones de administración del personal docente. 

 

Indica que, las entidades territoriales tienen la obligación operativa de 

liquidar las cesantías se encuentra el art. 57 de la Ley 1955 de 2019 que indica: “Las 

cesantías definitivas y parciales de los docentes de que trata la Ley 91 de 1989 serán 

reconocidas y liquidadas por la Secretaría de Educación de la entidad territorial y 

pagadas por el Fondo Nacional de Prestaciones. 

 

Resalta que, la calidad de empleador no se comparte de ninguna 

forma con el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio – FOMAG, que 

como se citó en párrafos precedentes es una cuenta especial de la Nación, con 

independencia patrimonial, contable y estadística, sin personería jurídica, cuyos 

recursos son manejados por una entidad fiduciaria, y está a cargo del pago de las 

prestaciones sociales de los docentes oficiales. 

 

5.4 No comprender la demanda a todos los litisconsortes 

necesarios 

 

Es oportuno mencionar, que esta excepción previa se resolvió 

mediante auto del 02 de febrero de 2023, mediante la cual se resolvió vincular al 

proceso a la Fiduciaria –Fiduprevisora S.A. 

5.5 Falta de legitimación en la causa por pasiva 

 

La apoderada de la secretaría de educación indica que no es no 

cuenta con legitimación en la causa material ya que no ostenta relación alguna con los 

hechos que dieron origen al proceso o, que de conformidad con la ley sustancial, no 

está llamado a responder por los derechos en controversia, lo cual trae como 

consecuencia que las pretensiones formuladas están llamadas a fracasar pues el 

demandado no se encuentra en la posibilidad de reparar los perjuicios ocasionados al 

demandante  

 

Manifiesta que la legitimación en la causa material por pasiva implica 

que la entidad que es demandada, es la que está llamada a responder y restablecer el 

derecho del demandante ante una eventual sentencia condenatoria al encontrarse 



probada la participación real en el hecho o el vínculo jurídico sustancial con los 

intereses que se encuentran en disputa.. 

 

Argumenta que, la demandante pretende la declaratoria de nulidad del 

acto ficto que negó la solicitud de reconocimiento de la sanción moratoria por la 

consignación oportuna de las cesantías establecidas en la Ley 50 de 1990, artículo 99. 

Sin embargo, la Secretaría de Educación del Distrito carece de legitimación en la causa 

material por pasiva frente a estas pretensiones en la medida que, de conformidad con 

la ley sustancial, esta entidad no guarda vínculo alguno con los hechos y derechos en 

controversia 

 

La Secretaría de Educación de Bogotá D.C., no cuenta con 

legitimación en la causa por pasiva para actuar dentro del presente asunto, teniendo 

en cuenta que, quien debe reconocer y pagar las prestaciones sociales del magisterio 

es la Nación – Ministerio de Educación Nacional – FOMAG. 

 

5.6 Inepta Demanda 

 

La apoderada de la Fiduciaria –Fiduprevisora S.A. indica a 

pretensiones elevadas en el escrito de demanda se configura la indebida acumulación 

de presentaciones, en razón a que se pretende en la sanción moratoria conforme a la 

Ley 50 de 1990, régimen aplicable a las sociedades administradoras de fondos de 

cesantías, calidad que no ostenta el FOMAG al tratarse de un patrimonio autónomo 

cuya finalidad es el pago de las prestaciones sociales de los docentes y su vez el pago 

de la sanción moratoria contemplada en la Ley 244 de 1995 cuya pretensión va 

encaminada al reconocimiento y pago de la sanción moratoria por el pago tardío de las 

cesantías parciales o definitivas, tal y como se evidencia en su literalidad en el 

fragmento que se pasa a relacionar. 

 

Que, lo pretendido por el extremo actor no proviene de la misma 

causa, ni versa sobre el mismo objeto, ni mucho menos existe relación o dependencia 

entre sí, pues claro que la Sanción moratoria establecida en la Ley 50 del 1990 es 

diferente a la establecida en la Ley 244 de 1995. 

 

Que se observa que en la demanda no se explicó el objeto de violación 

en la forma indicada en el numeral 4 del artículo 162 de la Ley 1437 y mucho menos 

se invocó causal alguna para sustentar la supuesta nulidad en los términos del artículo 

137 ejusdem, ausencia que no solo se constituye como un defecto de forma, sino que 

desconoce el principio de lealtad procesal. 

 

5.7 Falta de legitimación en la causa por pasiva. 

 

Se indica por pare de la apoderada que la entidad territorial que tiene 

la obligación de realizar la actividad operativa de liquidación de las cesantías no de 



consignación, esta actividad operativa debe examinarse a la luz de las normas sobre 

la administración del personal docente que inicia desde la Ley 29 de 1989 que realiza 

la desconcentración administrativa territorial 

 

Las entidades territoriales la obligación operativa de liquidar las 

cesantías se encuentra el art. 57 de la Ley 1955 de 2019 que indica: “Las cesantías 

definitivas y parciales de los docentes de que trata la Ley 91 de 1989 serán reconocidas 

y liquidadas por la Secretaría de Educación de la entidad territorial y pagadas por el 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. (…)” Cabe destacar que la 

calidad de empleador no se comparte de ninguna forma con el Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio – FOMAG, menos así por parte de Fiduprevisora 

S.A, 

 

5.8 Falta de legitimación en la causa por pasiva de la entidad que 

represento, para asumir pagos de cesantías e interés de cesantías cuando las 

mismas son reportadas por la entidad territorial extemporal. 

 

La fecha de recibo de reportes de cesantías para todas las Secretarías 

de Educación a nivel nacional, es hasta el 05 DE FEBRERO DE 2021. Esta fecha es 

improrrogable y, por tanto, el no reporte oportuno de la información a esta entidad, 

conllevará la no inclusión en nómina de los docentes, siendo el Ente Territorial el 

responsable de las contingencias que se deriven en el pago de los intereses y por la 

mora en el pago de las prestaciones a favor de los docentes. 

 

La Fiduciaria como vocera y administradora de los recursos del Fondo 

Nacional de Presta-ciones sociales del magisterio -FOMAG, programa los pagos de 

intereses a las cesantías con base en los reportes de cesantías allegados por la 

Secretaría de Educación, que en calidad de nominadora liquida las Cesantías y notifica 

al Educador 

 

Que se comete un yerro al determinar que es a FIDUPREVISORA S.A 

así como LA NACION – MEN - FOMAG, exclusivamente del pago de las prestaciones 

sociales del personal docente; ya que, como se reitera, y en atención al Acuerdo No. 

39 de 1998, la legitimada para asumir eventuales pago de prestaciones sociales es el 

respectivo ENTE TERRITORIAL cuando el reporte de la liquidación del valor de las 

cesantías se realiza después de 05 de febrero de cada anualidad 

 

6.- Consideraciones del despacho 

 

Referente a la excepción de Ineptitud sustancial de la demanda por no 

cumplir con los requisitos formales se tiene que, en múltiple providencia judiciales de 

los Juzgados Administrativo, Tribunal y del H. Consejo de Estado, se ha hecho alusión 

a la figura de la “ineptitud sustantiva o sustancial de la demanda” como una excepción 



y/o causal de rechazo de demanda, incluso de fallos inhibitorios, lo cual constituye 

actualmente una imprecisión que debe ser superada. 

 

De lo anterior se advierte, que la denominación “ineptitud sustancial o 

sustantiva” ha tomado diferentes formas, sin embargo, técnicamente ha de señalarse 

que en la actualidad sólo es viable declarar próspera la que denomina la ley como 

“inepta demanda por falta de cualquiera de los requisitos formales o la indebida 

acumulación de pretensiones”, en las cuales encuadran parte de los supuestos en que 

se basaba la denominada “ineptitud sustancial o sustantiva”.  

 

En reciente pronunciamiento del H. Consejo de Estado, en providencia 

en sede de tutela del 15 de enero de 2018 dentro del proceso 2017-03032 (AC) 

proferida por la Subsección “A” – Sección Segunda del H. Consejo de Estado – 

Magistrado Ponente: Gabriel Valbuena Hernández, manifestó:  

 

“(…) 

En efecto, el ordenamiento jurídico colombiano consagra de manera 

expresa la excepción previa denominada “ineptitud de la demanda”, 

encaminada fundamentalmente a que se adecúe la misma a los 

requisitos de forma que permitan su análisis en sede judicial, so 

pena de la terminación anticipada del proceso. Esta se configura 

por dos razones:  

 

a) Por falta de requisitos formales. En este caso prospera la excepción 

cuando no se reúne los requisitos relacionados con el contenido y 

anexos de la demanda regulados en los artículos 162, 163, 166 y 

167 del C.P.A.C.A., en cuanto indican qué debe contener el texto de 

la misma, cómo se individualizan las pretensiones y los anexos que 

se deben allegar con ella (salvo los previstos en los ordinales 3. Y 4. 

del artículo 166 ibídem, que tiene una excepción propia prevista en 

el ordinal 6. del artículo 100 del C.G.P. 

 

Pese a ello, hay que advertir que estos requisitos pueden ser 

subsanados al momento de la reforma (Art. 173 del C.P.A.C.A. en 

concordancia con el ordinal 3. del artículo 101 del C.G.P. o dentro 

del término de traslado de la excepción respectiva, al tenor de lo 

previsto en el parágrafo segundo del artículo 175 del C.P.A.C.A. y 

101 ordinal1. del C.G.P.  

 

b) Por indebida acumulación de pretensiones. Esta modalidad surge 

por la inobservancia de los presupuestos normativos contenidos en 

los artículos 138 y 165 del Código de Procedimiento Administrativo 

y de lo Contencioso Administrativo.  

(…)”.   

 

En consecuencia, de conformidad con los parámetros normativos de 

la Ley 1564 de 2012 y el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, la excepción previa presenta denominada “ineptitud sustantiva de la 

demanda” se configura solamente por (i) la falta de requisitos formales de la demanda 

o (ii) la indebida acumulación de pretensiones, lo que en el caso en concreto no se 

logró probar.  

 

7.1 Falta de Legitimación en la Causa por Pasiva 

 

Con respecto a la legitimación en la causa por pasiva en providencia 

del 26 de abril de 2018, LA SUBSECCION “A”, DE LA SECCIÓN SEGUNDA DEL H. 



CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. 

Consejero ponente: William Hernández Gómez. Radicación número: 68-001-23-33-

000-2015-00739-01 (0743-2016),6 considero refiriéndose a la legitimación de por 

pasiva del FOMAG:  

 

“Así pues, el Despacho rectifica la posición asumida mediante 

providencia de 11 de diciembre de 2017,
7

 y reitera la interpretación 

pacífica de la Sección Segunda del Consejo de Estado
8

, consistente 

en que, en los procesos judiciales de nulidad y restablecimiento del 

derecho promovidos ante esta jurisdicción contra el Fondo de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, en los que se discuta el 

reconocimiento de prestaciones sociales, no es procedente la 

vinculación de las entidades territoriales.  

Esto, ya que las consecuencias económicas que se deriven de los 

actos administrativos proferidos en virtud de la desconcentración 

administrativa dada en la secretaría de educación territoriales de 

los entes certificados radican única y exclusivamente en la Nación –

Ministerio de Educación Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio” 

 

Ahora bien, en el escrito de la demanda, la parte actora solicitó en el 

acápite de pretensiones lo siguiente:  

 

“(…) 

1- Declarar la nulidad del acto administrativo ficto configurado el 

día 13 DE  DICIEMBRE DE 2021, frente a la petición presentada ante 

la Secretaria de  Educación de Bogotá, el día 13 DE SEPTIEMBRE DE 

2021 mediante la cual se  niega el reconocimiento y pago de la 

SANCIÓN POR MORA por la no consignación oportuna de las 

cesantías establecida en la Ley 50 de 1990, artículo 99, equivalente 

a un (1) día de su salario por cada día de retardo, contados desde 

el 15 de febrero de 2021 fecha en que debió efectuarse el pago de 

las cesantías del año 2020, en el respectivo Fondo Prestacional y 

hasta el momento en que se acredite el pago de los valores 

correspondientes en la cuenta individual del docente, así como 

también niegan el derecho a la INDEMNIZACIÓN, por el pago tardío 

de los intereses a las cesantías, que se encuentra establecida en el 

artículo 1 de la Ley 52 de 1975, la Ley  

50 de 1990 y el Decreto Nacional 1176 de 1991, indemnización que 

es equivalente al valor cancelado de los intereses causados durante 

el año 2020, los cuales fueron cancelados superado el término legal, 

esto es, después del 31 de enero de 2021 

 

2-. Declarar que mi representado (a) tiene derecho a que la NACIÓN- 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL - FOMAG y LA ALCALDIA DE 

BOGOTÁ -la Entidad Territorial Secretaria de Educación de Bogotá 

de manera solidaria, le reconozca y pague la SANCIÓN POR MORA 

establecida en la Ley 50 de 1990, artículo 99 y a la INDEMNIZACIÓN, 

por el pago tardío de los intereses a las  

cesantías, que se encuentra establecida en el artículo 1 de la Ley 52 

de 1975, la Ley 50 de 1990 y el Decreto Nacional 1176 de 1991 

(…)” 

 

                                                           
6 Actor: LUZ NIDIA OLARTE MATEUS. Demandado: FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. AUTORIDADES 

NACIONALES. 
7 Dentro del proceso con radicación 66-001-23-33-000-2014-00114-01, número interno: 2587-2015 
8 En las sentencias del Consejo de Estado – Sala de lo Contencioso Administrativo (i) de la Subsección “A”: Consejero ponente Dr.  LUIS 
RAFAEL VERGARA QUINTERO del 2 de julio de 2015, Expediente: 25000-23-25-000-2012-00262-01(0836-13) Actor: Abel Rodríguez 
Céspedes, Demandado: Ministerio de Educación Nacional, Fondo Nacional De Prestaciones Sociales del Magisterio. Consejero ponente Dr. 
WILLIAM HERNÁNDEZ GÓMEZ del 12 de julio de 2017 Expediente: 08001-23-33-000-2012-00400-01(1874-14) Actor: Víctor Manuel Solano 
Ospina Demandado: Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y Distrito Especial, Industrial 
y Portuario de Barranquilla. (ii) de la Subsección “B” con ponencia del Dr. GERARDO ARENAS MONSALVE del 5 de diciembre de 2013 
Expediente: 25000-23-25-000-2009-00467-01(2769-12) Actor: Hugo Guerrero Cáceres, Demandado: Ministerio de Educación Nacional. Otra 
del mismo Ponente del 10 de julio de 2014, Expediente: 05001233100020050421801 (2713-2013) Actor: Gustavo de Jesús García Rua.  
Adicionalmente y más recientes, dos con ponencia de la Dra. SANDRA LISSET IBARRA VÉLEZ,  del 8 de septiembre de 2016  Expediente: 
15001-23-33-000-2013-00082-01(1530-14) Actor: Julio Bonilla Briceño Demandado: Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio y del 15 de noviembre de 2017. Expediente: 41001-23-33-000-2015-00686-01(4155-16) Actor: Adriana 
Murcia Villaneda, Demandado: Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio - Municipio 

de Neiva - Departamento del Huila.   



Observa este Despacho, que la parte actora demandó el acto ficto 

configurado el día 13 de diciembre de 2021, al dar respuesta negativa de la petición 

radicada el 13 de septiembre del mismo año. 

 

De esta manera las consecuencias económicas que se deriven de los 

actos administrativos proferidos en virtud de la desconcentración administrativa dada 

en las secretarías de educación territoriales de los entes certificados radican única y 

exclusivamente en la Nación –Ministerio de Educación Nacional- Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, aun cuando la Fiduciaria es la encargada de 

administrar los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 

 

7.2 Falta de legitimación en la causa por pasiva para asumir 

pagos de cesantías e interés de cesantías cuando las mismas son reportadas 

por la entidad territorial extemporáneamente” 

 

La indemnización moratoria ha sido caracterizada por su naturaleza 

mixta, puesto que cumple simultáneamente una función sancionatoria y reparatoria 

como una medida tendiente a prevenir y reprimir la conducta del empleador que [de 

mala fe a la terminación del contrato de trabajo no paga al trabajador los salarios y 

prestaciones sociales que le corresponden con el ánimo de reparar de alguna manera 

el daño que tal comportamiento le ha podido ocasionar a sus derechos y compensar 

la pérdida del poder adquisitivo del dinero del trabajador en manos del empleador. 

Sobre la naturaleza jurídica de la indemnización moratoria vale la pena transcribir in 

extenso apartes de la Sentencia C-892 de 2009 

 

“(…) 

De otro lado, para lo que interesa a la solución del asunto de la 

referencia, debe tenerse en cuenta que la protección del pago oportuno 

de las acreencias laborales no solo se restringe al ámbito de la 

ejecución de la relación laboral, sino que también se extiende a los 

actos posteriores a su finalización.  Sobre el particular, el artículo 12-

2 del Convenio 95 de la OIT, mencionado en el precedente antes citado, 

establece la obligación de los Estados que en el evento en que “se 

termine el contrato de trabajo se deberá efectuar un ajuste final de 

todos los salarios debidos, de conformidad con la legislación nacional, 

un contrato colectivo o un laudo arbitral, o, en defecto de dicha 

legislación, contrato o laudo, dentro de un plazo razonable, habida 

cuenta de los términos del contrato.”  En ese sentido, finalizada la 

relación laboral, se entiende que el individuo queda en una situación 

de vulnerabilidad, derivada de la carencia de recursos económicos 

para garantizar su subsistencia futura. En tal sentido, el ordenamiento 

jurídico está llamado a ofrecer herramientas dirigidas a (i) lograr el 

pago pronto y efectivo de las acreencias; y (ii) desestimular que el 

empleador incurra en mora, para así evitar que el incumplimiento 

acarree la inminencia de un perjuicio irremediable contra el 

trabajador y su familia. 

(…)”
9

 

 

El artículo 65 del Código Sustantivo del Trabajo, sustituido por el 

artículo 29 de la Ley 789/02, esa sanción, equivalente al último salario diario por cada 

día de retardo, resulta aplicable cuando el empleador no paga al trabajador los 

                                                           
9 Sentencia C-892 de 2009 



salarios y prestaciones debidas, salvo en los casos de retención autorizados por la 

ley o convenidos por las partes.  Además, a manera de herramienta supletoria a la 

indemnización, la norma acusada igualmente dispone el reconocimiento de intereses 

moratorios respecto de salarios y prestaciones en dinero, en el caso que el trabajador 

no haya iniciado la reclamación judicial de sus acreencias dentro de los 24 meses 

siguientes a la fecha de terminación del contrato. 

 

En relación con la liquidación y el pago de cesantías parciales, la Ley 

50 estableció la posibilidad de financiar con estas los pagos por concepto de 

matrículas del trabajador, su cónyuge, compañera o compañero permanente y sus 

hijos, en entidades de educación superior reconocidas por el Estado 

 

El Consejo de Estado ha sentado un criterio solido respecto a la 

obligación por parte del FOMAG en el reconocimiento y pago de las prestaciones 

sociales y la incidencia que ello tiene sobre el deber de cancelar la sanción moratoria. 

En sus palabras señaló 

 
“(…) 

“Así pues, la Sala considera que en los procesos judiciales de nulidad y 

restablecimiento del derecho promovidos ante esta jurisdicción contra 

el Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, en los que se discuta 

el reconocimiento de prestaciones sociales, no es procedente la 

vinculación delas entidades territoriales; porque las consecuencias 

económicas que se deriven de los actos administrativos proferidos en 

virtud de la desconcentración administrativa dada en la secretarías de 

educación territoriales, radican únicamente en la Nación – Ministerio 

de Educación Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio
10

 

(…)” 

 
Los entes territoriales actúan como unos meros facilitadores para 

que los docentes nacionalizados tramiten el reconocimiento y pago de las cesantias, 

la cual está a cargo del Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, pues si bien, 

estos elaboran los proyectos de actos administrativos de reconocimiento de cesantías 

de los mencionados docentes y posteriormente con la aprobación de la Fiduciaria 

encargada de la administración de los recursos de FOMAG los suscriben, es en 

representación de dicho Fondo por mandato de la ley y en esa medida, no obligan al 

ente territorial, ni se comprometen sus recursos para el pago de tales prestaciones. 

 

En el entendido de que la legitimación en la causa por el lado pasivo, 

es la identidad del demandado con quien tiene el deber correlativo de satisfacer el 

derecho y la figura del litisconsorcio necesario se da cuando hay relaciones jurídicas 

sobre las cuales no es posible pronunciarse por partes, fraccionándolas o 

calificándolas solo respecto de algunos de sus sujetos, porque, indispensablemente, 

la decisión comprende y obliga a todos, es evidente que quien tiene a cargo las 

prestaciones sociales de los docentes nacionalizados es el Fondo de Prestaciones 

Sociales del Magisterio.  

 

                                                           
10 1 Consejo de Estado, Sección Segunda- Subsección B. Auto de 11 de abril de 2019. Consejero Ponente: César Palomino Cortés. 



Por tanto, las exceptivas no está llamada a prosperar 

 

Así las cosas, se declarará no probadas las exceptivas propuestas por 

la Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio – FOMAG  – Fiduciaria la Previsora S.A, Distrito Capital – 

Secretaría de Educación del Bogotá., máxime cuando lo que se pretende en la 

declaración y posterior nulidad de un presunto acto ficto 

 

Del mismo modo, es claro que la parte actora solicita como pretensión 

la declaratoria nulidad de acto administrativo proferido por las entidades vinculadas, en 

razón a lo anterior, se declarará no probada la excepción previa de “falta de legitimación 

en la causa por pasiva” presentada por la Alcaldía de Bogota – Secretaría de Educación 

y se continuará con el trámite procesal correspondiente. 

 

Téngase en cuenta, que en el acto administrativo cuya nulidad se 

depreca vincula directamente a la Fiduciaria la Previsora S.A., quien actúa como 

administradora de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, por ello se declara no probada la excepción de falta de legitimación en la 

causa por pasiva de las dos entidades. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Once Administrativo de Oralidad 

del Circuito Judicial de Bogotá D.C.,  

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO: Declarar no probada las excepciones previas de “ineptitud 

sustancial de la demanda, falta de legitimación en la causa por pasiva, con respecto del 

Ministerio de Educación Nacional –Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, por las razones expuestas. 

 

SEGUNDO: Declarar no probada la excepción previa de “Falta de 

legitimación por pasiva y no comprender la demanda a todos los litisconsortes necesarios 

respecto de la Secretaría de Educación Distrital, por las razones expuestas. 

 

TERCERO: Declarar no probada la excepción previa de “ineptitud 

sustancial de la demanda, falta de legitimación en la causa por pasiva y Falta de 

legitimación en la causa por pasiva de las entidades que represento, para asumir pagos 

de cesantías e interés de cesantías cuando las mismas son reportadas por la entidad 

territorial extemporáneamente”, respecto a la Fiduciaria la Previsora S.A 

 

CUARTO: En cumplimiento a lo dispuesto al artículo 180 del Código 

de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, se dispone a fijar 

fecha para Audiencia Inicial de carácter virtual: el miércoles  31 de mayo de 2023 a 

las 10:30 a.m.  



 

CUARTO: Se reconoce personería adjetiva al abogado Jhon Fredy 

Ocampo Villa como apoderado de la Nación - Ministerio de Educación Nacional en los 

términos y para los fines conferidos del poder otorgado por el Doctor Luis Gustavo 

Fierro Maya a quién también se le reconoce personería especial para actuar, conforme 

al poder visible documento 16 del expediente Ddigital. 

 

QUINTO Se reconoce personería adjetiva a las abogadas EDID 

PAOLA ORDUZ TRUJILLO, ADRIANA PAOLA GÓMEZ PAYARES y LISETH VIVIANA 

GUERRA GONZALEZ como apoderada de la FIDUPREVISORA S.A en los términos y 

para los fines conferidos del poder otorgado por el Doctor RONAL ALEXIS PRADA 

MANCILLA en  su condición de Representante Legal para efectos judiciales y 

administrativos de FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A a quién también se le reconoce 

personería especial para actuar, conforme al poder visible documento 35 y 42 del 

expediente digital.  

 

SEXTO: Se reconoce personería adjetiva a la abogada VIVIANA 

CAROLINA RODRÍGUEZ PRIETO como apoderado sustituta de la ALCALDÍA DE 

BOGOTÁ – SECRETARÍA DE EDUCACIÓN en los términos y para los fines conferidos 

del poder otorgado por el Doctor JUAN CARLOS JIMÉNEZ TRIANA en calidad de 

Representante Legal de la Firma JIMÉNEZ YCALDERÓN ABOGADOS S.A.S., y/o 

JOSÉ GABRIEL CALDERÓN GARCÍA, y conforme a poder otorgado por JULIAN 

FABRIZZIO HUERFANO ARDILA en calidad de Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de 

la Secretaría de Educación del Distrito, según Resolución de Nombramiento No. 2719 

del 30 de agosto de 2022, Acta de Posesión No. 934 del 01 de septiembre de 2022, y 

conforme al Decreto No. 089 de 24 de marzo de 2021 (documento 20 del expediente 

digital) 

 

SÉPTIMO: Se admite la renuncia de poder presentado por la doctora 

VIVIANA CAROLINA RODRÍGUEZ PRIETO, de conformidad con el memorial visible a 

(documento 37 a 40 del expediente digital). 

 

OCTAVO: Se reconoce personería adjetiva al abogado GIOVANNY 

ALEXANDER SANABRIA VELAZQUEZ como apoderado sustituto de la  SECRETARÍA 

DE EDUCACIÓN DEL DISTRITO en los términos y para los fines conferidos del poder 

otorgado por el Doctor PEDRO ANTONIO CHAUSTRE HERNÁNDEZ en calidad de 

Representante Legal de la Firma Representante Legal de la SOCIEDAD CHAUSTRE 

ABOGADOS S.A.S y conforme a poder otorgado por JULIAN FABRIZZIO HUERFANO 

ARDILA en calidad de Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la Secretaría de 

Educación del Distrito, según Resolución de Nombramiento No. 2719 del 30 de agosto 

de 2022, Acta de Posesión No. 934 del 01 de septiembre de 2022, y conforme al 

Decreto No. 089 de 24 de marzo de 2021 (documento 35 páginas 1 a  13 del expediente 

digital) 

 



NOVENO:  Las excepciones de fondo se resolverán en sentencia.  

 

DECIMO: Se les solicita a las partes que los memoriales se radiquen 

a través del correo electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, canal 

habilitado para la recepción de correspondencia de los Juzgados Administrativos de 

Bogotá, indicándose el Despacho Judicial al que se dirige, número del expediente y las 

partes que conforman el mismo. 

 

Notifíquese y Cúmplase 

 

GIOVANNI HUMBERTO LEGRO MACHADO 

Juez 

 

ITB 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO 
CIRCUITO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 
No. 017 

Por anotación en ESTADO notifico a las partes l 
providencia anterior, hoy-19/05/2023 a las 8:00 a.m. 
 

 
_____________ 
Secretaria 



 

JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO DE 
ORALIDAD DEL CIRCUITO  

DE BOGOTÁ D.C. 

Bogotá D.C., dieciocho (18) de mayo de dos mil veintitrés (2023). 

 

Expediente: 2022-00255.  

Demandante: Ana Isabel Guzmán 

Demandado: Nación – Ministerio de Educación Nacional – 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio – Fomag, Fiduciaria la Previsora S.A 

y Bogotá Distrito Capital – Secretaría de 

Educación de Bogotá 

**************************************************************************************************** 

 

Analiza el Despacho, el proceso de la referencia y al respecto observa: 

 

Se evidencia que mediante acta de audiencia inicial se ordenó con 

carga al apoderado del Distrito Capital – Secretaría de Educación de Bogotá los 

documentos necesarios para el estudio r de fondo la excepción de prescripción extintiva 

presentada por el apoderado del FOMAG. 

 

Evidencia este operador judicial que la entidad demandada no 

allegado la documentaria requerida, por tal razón, se dispone a requerir por última vez 

al Distrito Capital – Secretaría de Educación de Bogotá para que el termino de diez (10) 

días contados a partir de la notificación del presente auto, allegue los siguientes 

documentos  

 

• Resolución No. 5177 del 25 de mayo de 2018 suscrita por la Directora de Talento 

Humano de la Distrito Capital – Secretaría de Educación de Bogotá 

• Constancia de notificación, comunicación o publicación de la Resolución No. 

5177 del 25 de mayo de 2018 

• Recurso de reposición presentado en contra de la Resolución No. 5177 del 25 

de mayo de 2018, con sello de radicación en la que se evidencia la fecha del 

mismo 

• Constancia de notificación, comunicación o publicación de la Resolución No. 

9406 del 30 de septiembre de 2019. 

 

En caso de no aportar lo solicitado, el director Distrito Capital – 

Secretaría de Educación de Bogotá será sancionado con 10 s.m.l.m.v., de 

conformidad al numeral 3º del artículo 44 del Código General del Proceso. 

 



Finalmente, se requiere a las partes que los memoriales se radiquen a 

través del correo electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, canal 

habilitado para la recepción de correspondencia de los Juzgados Administrativos de 

Bogotá, indicándose el Despacho Judicial al que se dirige, número del expediente y las 

partes que conforman el mismo. 

 

Notifíquese y Cúmplase 

 

GIOVANNI HUMBERTO LEGRO MACHADO 

Juez 

 

 

ITB 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO 
CIRCUITO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 
No. 017 

Por anotación en ESTADO notifico a las partes l 
providencia anterior, hoy-19/05/2023 a las 8:00 a.m. 
 

 
_____________ 
Secretaria 



 

JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO DE 
ORALIDAD DEL  

CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C. 

 

Bogotá, D.C. dieciocho (18) de mayo de dos mil veintitrés (2023). 

 

Expediente: 2022-00258 

Demandante: Eloísa Garzón Gallo 

Demandada: Nación – Ministerio de Educación Nacional – 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio – Fomag , Fiduciaria la Previsora 

S.A y Bogotá Distrito Capital – Secretaría de 

Educación de Bogotá 

**************************************************************************************************** 

 

Visto el informe secretarial que antecede, el Despacho observa que: 

 

El apoderado de la parte actora no sustentó el recurso de apelación 

interpuesto en audiencia Inicial llevada a cabo el 29 de marzo 2023, (documento 36 

expediente digital), declarar probadas las excepciones de inexistencia de la obligación y 

cobro de lo no debido, propuesta por la demandada, por las razones expuestas. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Once Administrativo de Oralidad 

del Circuito de Bogotá D.C., 

 

R E S U E L V E: 

 

 PRIMERO: Se declara desierto el recurso de apelación propuesto por 

el apoderado de la parte demandante contra la sentencia proferida por este 

Despacho el 29 de marzo de 2023, por no haberse sustentado en el término legal. 

 

SEGUNDO: Dese cumplimiento a la sentencia dictada en Audiencia 

Inicial llevada a cabo el 29 de marzo de 2023 

 

Notifíquese y Cúmplase 

 

GIOVANNI HUMBERTO LEGRO MACHADO 

Juez 



 

 

ITB 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO 
CIRCUITO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 
No. 017 

Por anotación en ESTADO notifico a las partes l 
providencia anterior, hoy-19/05/2023 a las 8:00 a.m. 
 

 
_____________ 
Secretaria 



 

JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO DE 
ORALIDAD DEL CIRCUITO  

DE BOGOTÁ D.C. 

 

Bogotá D.C., dieciocho (18) de mayo de dos mil veintitrés (2023). 

 

Expediente: 2022-00261.  

Demandante: Álvaro José Sanabria 

Demandado: Nación – Ministerio de Defensa Nacional – 

Ejército Nacional 

**************************************************************************************************** 

 

Analiza el Despacho, el proceso de la referencia y al respecto 

observa: 

 

Se evidencia que mediante acta de audiencia inicial se ordenó con 

carga a la apoderada de la entidad demandada, para que tramitara ante la Dirección 

de Prestaciones Sociales – Dirección de Personal del Ejército Nacional - y la Caja 

Promotora de Vivienda Militar y de Policía documentos necesarios para continuar 

con el tramite procesal. 

 

Evidencia este operador judicial que la entidad demandada no 

allegado la documentaria requerida, por tal razón, se dispone a requerir por última 

vez a la apoderada de la entidad demandada, para que tramitara ante la Dirección 

de Prestaciones Sociales – Dirección de Personal del Ejército Nacional - y la Caja 

Promotora de Vivienda Militar y de Policía, para que el termino de diez (10) días 

contados a partir de la notificación del presente auto, allegue los siguientes 

documentos 

  

• Certificación en la que se evidencien los pagos que se realizaron al 

señor ÁLVARO JOSÉ SANABRIA por concepto de intereses a las 

cesantías en su cuenta individual, en la que se señale monto y fecha 

desde el año 2003 al 2020. 

 

En caso de no aportar lo solicitado, So pena de imponer las 

sanciones de ley., de conformidad al numeral 3º del artículo 44 del Código 

General del Proceso. Equivalente a una multa de 10 s.m.l.m. 

 

Finalmente, se requiere a las partes que los memoriales se radiquen 

a través del correo electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, canal 



habilitado para la recepción de correspondencia de los Juzgados Administrativos de 

Bogotá, indicándose el Despacho Judicial al que se dirige, número del expediente y 

las partes que conforman el mismo. 

 

Notifíquese y Cúmplase 

 

GIOVANNI HUMBERTO LEGRO MACHADO 

Juez 

 

 

ITB 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO 
CIRCUITO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 
No. 017 

Por anotación en ESTADO notifico a las partes l 
providencia anterior, hoy-19/05/2023 a las 8:00 a.m. 
 

 
_____________ 
Secretaria 



 

JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO DE 
ORALIDAD DEL CIRCUITO  

DE BOGOTÁ D.C. 

Bogotá D.C. dieciocho (18) de mayo de dos mil veintitrés (2023). 

 

Expediente: 2022-00263 

Demandante: Zulma Liliana Montero Cárdenas 

Demandada: Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio – 

Fomag , Fiduciaria la Previsora S.A, Distrito Capital y 

Bogotá Secretaría de Educación de Bogotá 

-------------------------------------------------------------------------------------------------------------- 

 

Analiza el Despacho, el proceso de la referencia y al respecto observa: 

 

Mediante memorial del 19 de abril del 2023, la apoderada de la señora 

Zulma Liliana Montero Cárdenas interpuso recurso de apelación contra la sentencia del 29 

de marzo de 2023 (documento 37 del expediente digital). 

 

Teniendo en cuenta que el recurso fue presentado y sustentado 

oportunamente, el mismo se concederá en el efecto suspensivo, de conformidad con lo 

establecido en el artículo 243 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo. 

 

En mérito de lo expuesto se, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: Conceder en el efecto suspensivo el recurso de apelación, 

interpuesto por la parte demandante contra la sentencia 29 de marzo de 2023. 

 

SEGUNDO: Por secretaría remítase el expediente al H. Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca para su correspondiente reparto entre los Magistrados 

que integran el Tribunal Administrativo de Cundinamarca Sección Segunda. 

 

Notifíquese y Cúmplase 

 

GIOVANNI HUMBERTO LEGRO MACHADO 

Juez 

 



ITB 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO 
CIRCUITO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 
No. 017 

Por anotación en ESTADO notifico a las partes l 
providencia anterior, hoy-19/05/2023 a las 8:00 a.m. 
 

 
_____________ 
Secretaria 



 

JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO DE 
ORALIDAD DEL CIRCUITO  

DE BOGOTÁ D.C. 

Bogotá D.C. dieciocho (18) de mayo de dos mil veintitrés (2023). 

 

Expediente: 2022-00275 

Demandante: Rosa Jazmín Cuadros 

Demandada: Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio – 

Fomag , Fiduciaria la Previsora S.A, Distrito Capital y 

Bogotá Secretaría de Educación de Bogotá 

------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------ 

 

Analiza el Despacho, el proceso de la referencia y al respecto observa: 

 

Mediante memorial del 28 de marzo del 2023, la apoderada de la señora 

Rosa Jazmín Cuadros interpuso recurso de apelación contra la sentencia del 17 de marzo 

de 2023 (documento 33 del expediente digital). 

 

Teniendo en cuenta que el recurso fue presentado y sustentado 

oportunamente, el mismo se concederá en el efecto suspensivo, de conformidad con lo 

establecido en el artículo 243 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo. 

 

En mérito de lo expuesto se, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: Conceder en el efecto suspensivo el recurso de apelación, 

interpuesto por la parte demandante contra la sentencia 17 de marzo de 2023. 

 

SEGUNDO: Por secretaría remítase el expediente al H. Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca para su correspondiente reparto entre los Magistrados 

que integran el Tribunal Administrativo de Cundinamarca Sección Segunda. 

 

Notifíquese y Cúmplase 

 

GIOVANNI HUMBERTO LEGRO MACHADO 

Juez 

 



ITB 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO 
CIRCUITO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 
No. 017 

Por anotación en ESTADO notifico a las partes l 
providencia anterior, hoy-19/05/2023 a las 8:00 a.m. 
 

 
_____________ 
Secretaria 



 

JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO DE 
ORALIDAD DEL CIRCUITO  

DE BOGOTÁ D.C. 

Bogotá D.C. dieciocho (18) de mayo de dos mil veintitrés (2023). 

 

Expediente: 2022-00278 

Demandante: Pascal Noel Fernández de Crousaz 

Demandada: Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio – 

FOMAG, Fiduciaria la Previsora S.A, Distrito Capital y 

Bogotá Secretaría de Educación de Bogotá. 

------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------ 

 

Analiza el Despacho, el proceso de la referencia y al respecto observa: 

 

Mediante memorial del 28 de marzo del 2023, la apoderada del señor 

Pascal Noel Fernández de Crousaz, interpuso recurso de apelación contra la sentencia del 

17 de marzo de 2023 (documento 32 del expediente digital). 

 

Teniendo en cuenta que el recurso fue presentado y sustentado 

oportunamente, el mismo se concederá en el efecto suspensivo, de conformidad con lo 

establecido en el artículo 243 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo. 

 

En mérito de lo expuesto se, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: Conceder en el efecto suspensivo el recurso de apelación, 

interpuesto por la parte demandante contra la sentencia 17 de marzo de 2023. 

 

SEGUNDO: Por secretaría remítase el expediente al H. Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca para su correspondiente reparto entre los Magistrados 

que integran el Tribunal Administrativo de Cundinamarca Sección Segunda. 

 

Notifíquese y Cúmplase 

 

GIOVANNI HUMBERTO LEGRO MACHADO 

Juez 

 



 

 

ITB 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO 
CIRCUITO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 
No. 017 

Por anotación en ESTADO notifico a las partes l 
providencia anterior, hoy-19/05/2023 a las 8:00 a.m. 
 

 
_____________ 
Secretaria 



 

JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO DE 
ORALIDAD DEL CIRCUITO  

DE BOGOTÁ D.C. 

Bogotá D.C. dieciocho (18) de mayo de dos mil veintitrés (2023). 

 

Expediente: 2022-00279 

Demandante: Yamille Ramírez Jiménez 

Demandada: Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio – 

FOMAG , Fiduciaria la Previsora S.A, Distrito Capital y 

Bogotá Secretaría de Educación de Bogotá. 

------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------ 

 

Analiza el Despacho, el proceso de la referencia y al respecto observa: 

 

Mediante memorial del 28 de marzo del 2023, la apoderada de la señora, 

Yamille Ramírez Jiménez interpuso recurso de apelación contra la sentencia del 17 de 

marzo de 2023 (documento 32 del expediente digital). 

 

Teniendo en cuenta que el recurso fue presentado y sustentado 

oportunamente, el mismo se concederá en el efecto suspensivo, de conformidad con lo 

establecido en el artículo 243 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo. 

 

En mérito de lo expuesto se, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: Conceder en el efecto suspensivo el recurso de apelación, 

interpuesto por la parte demandante contra la sentencia 17 de marzo de 2023. 

 

SEGUNDO: Por secretaría remítase el expediente al H. Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca para su correspondiente reparto entre los Magistrados 

que integran el Tribunal Administrativo de Cundinamarca Sección Segunda. 

 

 

Notifíquese y Cúmplase 

 

GIOVANNI HUMBERTO LEGRO MACHADO 

Juez 



 

 

ITB 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO 
CIRCUITO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 
No. 017 

Por anotación en ESTADO notifico a las partes l 
providencia anterior, hoy-19/05/2023 a las 8:00 a.m. 
 

 
_____________ 
Secretaria 



 

JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO DE 
ORALIDAD DEL CIRCUITO  

DE BOGOTÁ D.C. 

Bogotá D.C. dieciocho (18) de mayo de dos mil veintitrés (2023). 

 

Expediente: 2022-00284 

Demandante: Francia Yaneth Prieto Gómez 

Demandada: Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio – 

FOMAG, Fiduciaria la Previsora S.A, Distrito Capital y 

Bogotá Secretaría de Educación de Bogotá. 

------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------ 

 

Analiza el Despacho, el proceso de la referencia y al respecto observa: 

 

Mediante memorial del 28 de marzo del 2023, la apoderada de la señora 

Francia Yaneth Prieto Gómez interpuso recurso de apelación contra la sentencia del 17 de 

marzo de 2023 (documento 32 del expediente digital). 

 

Teniendo en cuenta que el recurso fue presentado y sustentado 

oportunamente, el mismo se concederá en el efecto suspensivo, de conformidad con lo 

establecido en el artículo 243 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo. 

 

En mérito de lo expuesto se, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: Conceder en el efecto suspensivo el recurso de apelación, 

interpuesto por la parte demandante contra la sentencia 17 de marzo de 2023. 

 

SEGUNDO: Por secretaría remítase el expediente al H. Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca para su correspondiente reparto entre los Magistrados 

que integran el Tribunal Administrativo de Cundinamarca Sección Segunda. 

 

Notifíquese y Cúmplase 

 

GIOVANNI HUMBERTO LEGRO MACHADO 

Juez 

 



 

ITB 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO 
CIRCUITO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 
No. 017 

Por anotación en ESTADO notifico a las partes l 
providencia anterior, hoy-19/05/2023 a las 8:00 a.m. 
 

 
_____________ 
Secretaria 



 

JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO DE 
ORALIDAD DEL CIRCUITO  

DE BOGOTÁ D.C. 

Bogotá D.C., dieciocho (18) de mayo de dos mil veintitrés (2023) 

 

Expediente: 2022-00301.  

Demandante: María Esperanza Figueroa Guevara c 

Demandado: Nación – Ministerio de Educación Nacional – 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio – FOMAG, Fiduciaria la Previsora 

S.A, Distrito Capital y Bogotá Secretaría de 

Educación de Bogotá. 

------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------ 

 

Visto el informe secretarial que antecede y dando cumplimiento a lo 

dispuesto en el artículo 38 de la Ley 2080 de 2021 que modificó el parágrafo 2º del 

artículo 175 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, este Despacho observa. 

 

1.- Tener por contestada la demanda por parte de la Secretaría 

Distrital de Educación, toda vez que fueron presentadas dentro del término de 

conformidad con el artículo 199 del C.P.A.C.A. (documento 13 y 14 a del expediente 

digital)  

 

2.- Que, la Secretaría del Despacho procedió a fijar las excepciones 

presentadas por la.  Secretaría Distrital de Educación, (documento 23 del expediente 

digital). 

 

3.- La apoderada de la demandante no contestó las excepciones 

presentadas por las entidades demandadas. 

 

4.- EXCEPCIONES PREVIAS. 

 

La abogada de la Secretaria de Educación Distrital, propuso las 

excepciones de “Falta de legitimación en la causa por pasiva”(documento 15 del 

expediente digital) 

 

4.1 Falta de legitimación en la causa por pasiva. 

 

El apoderado de la secretaría de educación indica que no es no 

cuenta con legitimación en la causa material ya que no ostenta relación alguna con los 



hechos que dieron origen al proceso o, que, de conformidad con la ley sustancial, no 

está llamado a responder por los derechos en controversia, lo cual trae como 

consecuencia que las pretensiones formuladas están llamadas a fracasar pues el 

demandado no se encuentra en la posibilidad de reparar los perjuicios ocasionados al 

demandante  

 

Manifiesta que la legitimación en la causa material por pasiva implica 

que la entidad que es demandada, es la que está llamada a responder y restablecer el 

derecho del demandante ante una eventual sentencia condenatoria al encontrarse 

probada la participación real en el hecho o el vínculo jurídico sustancial con los 

intereses que se encuentran en disputa.. 

 

Argumenta que, la demandante pretende la declaratoria de nulidad del 

acto ficto que negó la solicitud de reconocimiento de la sanción moratoria por la 

consignación oportuna de las cesantías establecidas en la Ley 50 de 1990, artículo 99. 

Sin embargo, la Secretaría de Educación del Distrito carece de legitimación en la causa 

material por pasiva frente a estas pretensiones en la medida que, de conformidad con 

la ley sustancial, esta entidad no guarda vínculo alguno con los hechos y derechos en 

controversia 

 

La Secretaría de Educación de Bogotá D.C., no cuenta con 

legitimación en la causa por pasiva para actuar dentro del presente asunto, teniendo 

en cuenta que, quien debe reconocer y pagar las prestaciones sociales del magisterio 

es la Nación – Ministerio de Educación Nacional – FOMAG. 

 
5.- Consideraciones del despacho 

 
Referente a la excepción Falta de Legitimación en la Causa por Pasiva 

en providencia del 26 de abril de 2018, LA SUBSECCION “A”, DE LA SECCIÓN 

SEGUNDA DEL H. CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO 

ADMINISTRATIVO. Consejero ponente: William Hernández Gómez. Radicación 

número: 68-001-23-33-000-2015-00739-01 (0743-2016),11 considero refiriéndose a la 

legitimación de por pasiva del FOMAG:  

 

“Así pues, el Despacho rectifica la posición asumida mediante 

providencia de 11 de diciembre de 2017,
12

 y reitera la 

interpretación pacífica de la Sección Segunda del Consejo de 

Estado
13

, consistente en que, en los procesos judiciales de nulidad y 

restablecimiento del derecho promovidos ante esta jurisdicción 

                                                           
11 Actor: LUZ NIDIA OLARTE MATEUS. Demandado: FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. AUTORIDADES 

NACIONALES. 
12 Dentro del proceso con radicación 66-001-23-33-000-2014-00114-01, número interno: 2587-2015 
13 En las sentencias del Consejo de Estado – Sala de lo Contencioso Administrativo (i) de la Subsección “A”: Consejero ponente Dr.  LUIS 
RAFAEL VERGARA QUINTERO del 2 de julio de 2015, Expediente: 25000-23-25-000-2012-00262-01(0836-13) Actor: Abel Rodríguez 
Céspedes, Demandado: Ministerio de Educación Nacional, Fondo Nacional De Prestaciones Sociales del Magisterio. Consejero ponente Dr. 
WILLIAM HERNÁNDEZ GÓMEZ del 12 de julio de 2017 Expediente: 08001-23-33-000-2012-00400-01(1874-14) Actor: Víctor Manuel Solano 
Ospina Demandado: Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y Distrito Especial, Industrial 
y Portuario de Barranquilla. (ii) de la Subsección “B” con ponencia del Dr. GERARDO ARENAS MONSALVE del 5 de diciembre de 2013 
Expediente: 25000-23-25-000-2009-00467-01(2769-12) Actor: Hugo Guerrero Cáceres, Demandado: Ministerio de Educación Nacional. Otra 
del mismo Ponente del 10 de julio de 2014, Expediente: 05001233100020050421801 (2713-2013) Actor: Gustavo de Jesús García Rua.  
Adicionalmente y más recientes, dos con ponencia de la Dra. SANDRA LISSET IBARRA VÉLEZ,  del 8 de septiembre de 2016  Expediente: 
15001-23-33-000-2013-00082-01(1530-14) Actor: Julio Bonilla Briceño Demandado: Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio y del 15 de noviembre de 2017. Expediente: 41001-23-33-000-2015-00686-01(4155-16) Actor: Adriana 
Murcia Villaneda, Demandado: Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio - Municipio 

de Neiva - Departamento del Huila.   



contra el Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, en los que 

se discuta el reconocimiento de prestaciones sociales, no es 

procedente la vinculación de las entidades territoriales.  

Esto, ya que las consecuencias económicas que se deriven de los 

actos administrativos proferidos en virtud de la desconcentración 

administrativa dada en la secretaría de educación territoriales de 

los entes certificados radican única y exclusivamente en la Nación –

Ministerio de Educación Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio” 

 

Ahora bien, en el escrito de la demanda, la parte actora solicitó en el 

acápite de pretensiones lo siguiente:  

 

“(…) 

 

Declarar la nulidad del acto administrativo ficto configurado el día 

26 DE NOVIEMBRE DE 2021, frente a la petición presentada ante la 

Secretaria de Educación de Bogotá, el día 26 DE AGOSTO DE 2021, 

mediante la cual se niega el reconocimiento y pago de la SANCIÓN 

POR MORA por la no consignación oportuna de las cesantías 

establecida en la Ley 50 de 1990, artículo 99, equivalente a un (1) 

día de su salario por cada día de retardo, contados desde el 15 de 

febrero de2021 fecha en que debió efectuarse el pago de las 

cesantías del año 2020, en el respectivo Fondo Prestacional y hasta 

el momento en que se acredite el pago de los valores 

correspondientes en la cuenta individual del docente, así como 

también niegan el derecho a la INDEMNIZACIÓN, por el pago tardío 

de los intereses a las cesantías, que se encuentra establecida en el 

artículo 1 de la Ley 52 de 1975, la Ley 50 de 1990 y el Decreto 

Nacional 1176 de 1991, indemnización que es equivalente al valor 

cancelado de los intereses causados durante el año 2020, los cuales 

fueron cancelados superado el término legal, esto es, después del 

31 de enero de 202. 

 

2. Declarar que mi representado (a) tiene derecho a que la NACIÓN- 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL - FOMAG y LA ALCALDIA DE 

BOGOTÁ -la Entidad Territorial Secretaria de Educación de Bogotá 

de manera solidaria, le reconozca y pague la SANCIÓN POR MORA 

establecida en la Ley 50 de 1990,  

artículo 99 y a la INDEMNIZACIÓN, por el pago tardío de los 

intereses a las cesantías, que se encuentra establecida en el artículo 

1 de la Ley 52 de 1975, la Ley 50 de 1990 y el Decreto Nacional 

1176 de 1991. 

(…)” 

 

Observa este Despacho, que la parte actora demandó el acto ficto 

configurado el día configurado el día 26 de noviembre de 2021, frente a la petición 

presentada ante la Secretaria de Educación de Bogotá, el día 26 de agosto de 2021. 

 

De esta manera las consecuencias económicas que se deriven de los 

actos administrativos proferidos en virtud de la desconcentración administrativa dada 

en las secretarías de educación territoriales de los entes certificados radican única y 

exclusivamente en la Nación –Ministerio de Educación Nacional- Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, aun cuando la Fiduciaria es la encargada de 

administrar los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 

 

En el entendido de que la legitimación en la causa por el lado pasivo, 

es la identidad del demandado con quien tiene el deber correlativo de satisfacer el 

derecho y la figura del litisconsorcio necesario se da cuando hay relaciones jurídicas 

sobre las cuales no es posible pronunciarse por partes, fraccionándolas o 



calificándolas solo respecto de algunos de sus sujetos, porque, indispensablemente, 

la decisión comprende y obliga a todos, es evidente que quien tiene a cargo las 

prestaciones sociales de los docentes nacionalizados es el Fondo de Prestaciones 

Sociales del Magisterio.  

 

Por tanto, las exceptivas no está llamada a prosperar 

 

Así las cosas, se declarará no probadas las exceptivas propuestas por 

la Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio – FOMAG  – Fiduciaria la Previsora S.A, Distrito Capital – 

Secretaría de Educación del Bogotá., máxime cuando lo que se pretende en la 

declaración y posterior nulidad de un presunto acto ficto 

 

Del mismo modo, es claro que la parte actora solicita como pretensión 

la declaratoria nulidad de acto administrativo proferido por las entidades vinculadas, en 

razón a lo anterior, se declarará no probada la excepción previa de “falta de legitimación 

en la causa por pasiva” presentada por la Alcaldía de Bogota – Secretaría de Educación 

y se continuará con el trámite procesal correspondiente. 

 

Téngase en cuenta, que en el acto administrativo cuya nulidad se 

depreca vincula directamente a la Fiduciaria la Previsora S.A., quien actúa como 

administradora de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, por ello se declara no probada la excepción de falta de legitimación en la 

causa por pasiva de las dos entidades. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Once Administrativo de Oralidad 

del Circuito Judicial de Bogotá D.C.,  

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO: Declarar no probada la excepción previa de “Falta de 

legitimación por pasiva y no comprender la demanda a todos los litisconsortes necesarios 

respecto de la Secretaría de Educación Distrital, por las razones expuestas. 

 

SEGUNDO: En cumplimiento a lo dispuesto al artículo 180 del Código 

de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, se dispone a fijar 

fecha para Audiencia Inicial de carácter virtual: el martes 30 de mayo de 2023 a las 

10:30 a.m.  

 

TERCERO: Se reconoce personería adjetiva a la abogada Viviana 

Carolina Rodríguez prieto como apoderado sustituta de la Alcaldía de Bogotá – 

Secretaría de Educación en los términos y para los fines conferidos del poder otorgado 

por el doctor Juan Carlos Jiménez Triana en calidad de representante legal de la firma 

Jiménez y calderón abogados s.a.s., y/o José Gabriel Calderón García, y conforme a 



poder otorgado por Julián Fabrizzio Huérfano Ardila en calidad de Jefe de la Oficina 

Asesora Jurídica de la Secretaría de Educación del Distrito, según Resolución de 

Nombramiento No. 2719 del 30 de agosto de 2022, Acta de Posesión No. 934 del 01 

de septiembre de 2022, y conforme al Decreto No. 089 de 24 de marzo de 2021 

(documento 16 del expediente digital) 

 

CUARTO: Se admite la renuncia de poder presentado por la doctora 

VIVIANA CAROLINA RODRÍGUEZ PRIETO, de conformidad con el memorial visible a 

(documento 09 a 12 del expediente digital). 

 

QUINTO: Se reconoce personería adjetiva al abogado GIOVANNY 

ALEXANDER SANABRIA VELAZQUEZ como apoderado sustituto de la  SECRETARÍA 

DE EDUCACIÓN DEL DISTRITO en los términos y para los fines conferidos del poder 

otorgado por el Doctor PEDRO ANTONIO CHAUSTRE HERNÁNDEZ en calidad de 

Representante Legal de la Firma Representante Legal de la SOCIEDAD CHAUSTRE 

ABOGADOS S.A.S y conforme a poder otorgado por JULIAN FABRIZZIO HUERFANO 

ARDILA en calidad de Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la Secretaría de 

Educación del Distrito, según Resolución de Nombramiento No. 2719 del 30 de agosto 

de 2022, Acta de Posesión No. 934 del 01 de septiembre de 2022, y conforme al 

Decreto No. 089 de 24 de marzo de 2021 (documento19 del expediente digital) 

 

SEXTO: Las excepciones de fondo se resolverán en sentencia.  

 

SEPTIMO: Se les solicita a las partes que los memoriales se radiquen 

a través del correo electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, canal 

habilitado para la recepción de correspondencia de los Juzgados Administrativos de 

Bogotá, indicándose el Despacho Judicial al que se dirige, número del expediente y las 

partes que conforman el mismo. 

 

Notifíquese y Cúmplase 

 

GIOVANNI HUMBERTO LEGRO MACHADO 

Juez 

 

ITB 

 

 

 

 

 

 

 

JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO 
CIRCUITO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 

No. 017 
Por anotación en ESTADO notifico a las partes l 
providencia anterior, hoy-19/05/2023 a las 8:00 a.m. 
 

 
_____________ 
Secretaria 



 

JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO DE 
ORALIDAD DEL CIRCUITO  

DE BOGOTÁ D.C. 

Bogotá D.C., dieciocho (18) de mayo de dos mil veintitrés (2023) 

 

Expediente: 2022-00302.  

Demandante: Javier Jesús Cárdenas 

Demandado: Nación – Ministerio de Educación Nacional – 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio – FOMAG, Fiduciaria la Previsora 

S.A, Distrito Capital y Bogotá Secretaría de 

Educación de Bogotá. 

------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------ 

 

Visto el informe secretarial que antecede y dando cumplimiento a lo 

dispuesto en el artículo 38 de la Ley 2080 de 2021 que modificó el parágrafo 2º del 

artículo 175 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, este Despacho observa. 

 

1. Tener por contestada la demanda por parte de la Secretaría Distrital 

de Educación, toda vez que fueron presentadas dentro del término de conformidad con 

el artículo 199 del C.P.A.C.A. (documento 08 al 09 del expediente digital). 

 

2.- Que, la Secretaría del Despacho procedió a fijar las excepciones 

presentadas por la Secretaría Distrital de Educación, (documento 22 del expediente 

digital). 

 

3.- La apoderada de la demandante no contestó las excepciones 

presentadas por las entidades demandadas. 

 

4.- EXCEPCIONES PREVIAS. 

 

La abogada de la Secretaria de Educación Distrital, propuso las 

excepciones de “Falta de legitimación en la causa por pasiva (documento 09 del 

expediente digital) 

 

4.1 falta de legitimación en la causa por pasiva. 

 

La apoderada de Secretaria de Educación Distrital, manifiesta que 

la entidad no cuenta con legitimación en la causa material ya que no ostenta relación 

alguna con los hechos que dieron origen al proceso o, que de conformidad con la ley 



sustancial, no está llamado a responder por los derechos en controversia, lo cualtrae 

como consecuencia que las pretensiones formuladas están llamadas a fracasar pues 

el demandado no se encuentra en la posibilidad de reparar los perjuicios ocasionados 

al demandante. 

 

La legitimación en la causa material por pasiva implica que la Entidad 

que es demandada, es la que está llamada a responder y restablecer el derecho del 

demandante ante una eventual sentencia condenatoria al encontrarse probada la 

participación real en el hecho o el vínculo jurídico sustancial con los intereses que se 

encuentran en disputa. 

 

La demandante pretende la declaratoria de nulidad del acto ficto que 

negó la solicitud de reconocimiento de la sanción moratoria por la consignación 

oportuna de las cesantías establecidas en la Ley 50 de 1990, artículo 99. Sin embargo, 

la Secretaría de Educación del Distrito carece de legitimación en la causa material por 

pasiva frente a estas pretensiones en la medida que, de conformidad con la ley 

sustancial, esta entidad no guarda vínculo alguno con los hechos y derechos en 

controversia 

 

La Secretaría de Educación en el presente asunto, el Acuerdo 39 de 

1998 estableció que las entidades territoriales reportan a comienzo de cada año las 

cesantías anuales causadas por los docentes a la Fiduprevisora y dicha fiduciaria 

calcula, líquida y gira directamente a cada uno de los docentes los intereses a las 

cesantías 

 

Se observa que existe certeza frente a la configuración de la 

excepción de falta de legitimación en la causa por pasiva para que pueda ser 

declarada, toda vez que la Secretaría de Educación de Bogotá D.C., no es la entidad 

llamada a responder por los derechos que se encuentran en discusión, encontrándose 

el juez en la posibilidad de declarar esta excepción 

 
5.- Consideraciones del despacho 

 
Referente a la excepción Falta de Legitimación en la Causa por Pasiva 

en providencia del 26 de abril de 2018, LA SUBSECCION “A”, DE LA SECCIÓN 

SEGUNDA DEL H. CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO 

ADMINISTRATIVO. Consejero ponente: William Hernández Gómez. Radicación 

número: 68-001-23-33-000-2015-00739-01 (0743-2016),14 considero refiriéndose a la 

legitimación de por pasiva del FOMAG:  

 

“Así pues, el Despacho rectifica la posición asumida mediante 

providencia de 11 de diciembre de 2017,
15

 y reitera la 

interpretación pacífica de la Sección Segunda del Consejo de 

                                                           
14 Actor: LUZ NIDIA OLARTE MATEUS. Demandado: FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. AUTORIDADES 

NACIONALES. 
15 Dentro del proceso con radicación 66-001-23-33-000-2014-00114-01, número interno: 2587-2015 



Estado
16

, consistente en que, en los procesos judiciales de nulidad y 

restablecimiento del derecho promovidos ante esta jurisdicción 

contra el Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, en los que 

se discuta el reconocimiento de prestaciones sociales, no es 

procedente la vinculación de las entidades territoriales.  

Esto, ya que las consecuencias económicas que se deriven de los 

actos administrativos proferidos en virtud de la desconcentración 

administrativa dada en la secretaría de educación territoriales de 

los entes certificados radican única y exclusivamente en la Nación –

Ministerio de Educación Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio” 

 

Ahora bien, en el escrito de la demanda, la parte actora solicitó en el 

acápite de pretensiones lo siguiente:  

 

“(…) 

 

1- Declarar la nulidad del acto administrativo ficto configurado el 

día 26 DE NOVIEMBRE DE 2021, frente a la petición presentada ante 

la Secretaria de Educación de Bogotá, el día 26 DE AGOSTO DE 

2021, mediante la cual se niega el reconocimiento y pago de la 

SANCIÓN POR MORA por la no consignación oportuna de las 

cesantías establecida en la Ley 50 de 1990, artículo 99, equivalente 

a un (1) día de su salario por cada día de retardo, contados desde 

el 15 de febrero de2021 fecha en que debió efectuarse el pago de 

las cesantías del año 2020, en el  

respectivo Fondo Prestacional y hasta el momento en que se acredite 

el pago de los valores correspondientes en la cuenta individual del 

docente, así como también niegan el derecho a la INDEMNIZACIÓN, 

por el pago tardío de los intereses a las cesantías, que se encuentra 

establecida en el artículo 1 de la Ley 52 de 1975, la Ley 50 de 1990 

y el Decreto Nacional 1176 de 1991, indemnización que es 

equivalente al valor cancelado de los intereses causados durante el 

año 2020, los cuales fueron cancelados superado el término legal, 

esto es, después del 31 de enero de 2021 

 

2. Declarar que mi representado (a) tiene derecho a que la NACIÓN- 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL - FOMAG y LA ALCALDIA DE 

BOGOTÁ -la Entidad Territorial Secretaria de Educación de Bogotá 

de manera solidaria, le reconozca y pague la SANCIÓN POR MORA 

establecida en la Ley 50 de 1990, artículo 99 y a la INDEMNIZACIÓN, 

por el pago tardío de los intereses a las  

cesantías, que se encuentra establecida en el artículo 1 de la Ley 52 

de 1975, la Ley 50 de 1990 y el Decreto Nacional 1176 de 1991 

(…)” 

 

Observa este Despacho, que la parte actora demandó el acto ficto 

configurado el ficto configurado el día 26 de noviembre de 2021, frente a la petición 

presentada ante la secretaria de educación de Bogotá, el día 26 de agosto de 2021, 

mediante la cual se niega el reconocimiento y pago de la sanción por mora. 

 

De esta manera las consecuencias económicas que se deriven de los 

actos administrativos proferidos en virtud de la desconcentración administrativa dada 

en las secretarías de educación territoriales de los entes certificados radican única y 

                                                           
16 En las sentencias del Consejo de Estado – Sala de lo Contencioso Administrativo (i) de la Subsección “A”: Consejero ponente Dr.  LUIS 
RAFAEL VERGARA QUINTERO del 2 de julio de 2015, Expediente: 25000-23-25-000-2012-00262-01(0836-13) Actor: Abel Rodríguez 
Céspedes, Demandado: Ministerio de Educación Nacional, Fondo Nacional De Prestaciones Sociales del Magisterio. Consejero ponente Dr. 
WILLIAM HERNÁNDEZ GÓMEZ del 12 de julio de 2017 Expediente: 08001-23-33-000-2012-00400-01(1874-14) Actor: Víctor Manuel Solano 
Ospina Demandado: Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y Distrito Especial, Industrial 
y Portuario de Barranquilla. (ii) de la Subsección “B” con ponencia del Dr. GERARDO ARENAS MONSALVE del 5 de diciembre de 2013 
Expediente: 25000-23-25-000-2009-00467-01(2769-12) Actor: Hugo Guerrero Cáceres, Demandado: Ministerio de Educación Nacional. Otra 
del mismo Ponente del 10 de julio de 2014, Expediente: 05001233100020050421801 (2713-2013) Actor: Gustavo de Jesús García Rua.  
Adicionalmente y más recientes, dos con ponencia de la Dra. SANDRA LISSET IBARRA VÉLEZ,  del 8 de septiembre de 2016  Expediente: 
15001-23-33-000-2013-00082-01(1530-14) Actor: Julio Bonilla Briceño Demandado: Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio y del 15 de noviembre de 2017. Expediente: 41001-23-33-000-2015-00686-01(4155-16) Actor: Adriana 
Murcia Villaneda, Demandado: Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio - Municipio 

de Neiva - Departamento del Huila.   



exclusivamente en la Nación –Ministerio de Educación Nacional- Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, aun cuando la Fiduciaria es la encargada de 

administrar los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 

 

La indemnización moratoria ha sido caracterizada por su naturaleza 

mixta, puesto que cumple simultáneamente una función sancionatoria y reparatoria 

como una medida tendiente a prevenir y reprimir la conducta del empleador que [de 

mala fe a la terminación del contrato de trabajo no paga al trabajador los salarios y 

prestaciones sociales que le corresponden con el ánimo de reparar de alguna manera 

el daño que tal comportamiento le ha podido ocasionar a sus derechos y compensar 

la pérdida del poder adquisitivo del dinero del trabajador en manos del empleador. 

Sobre la naturaleza jurídica de la indemnización moratoria vale la pena transcribir in 

extenso apartes de la Sentencia C-892 de 2009 

 

“(…) 

De otro lado, para lo que interesa a la solución del asunto de la 

referencia, debe tenerse en cuenta que la protección del pago oportuno 

de las acreencias laborales no solo se restringe al ámbito de la 

ejecución de la relación laboral, sino que también se extiende a los 

actos posteriores a su finalización.  Sobre el particular, el artículo 12-

2 del Convenio 95 de la OIT, mencionado en el precedente antes citado, 

establece la obligación de los Estados que en el evento en que “se 

termine el contrato de trabajo se deberá efectuar un ajuste final de 

todos los salarios debidos, de conformidad con la legislación nacional, 

un contrato colectivo o un laudo arbitral, o, en defecto de dicha 

legislación, contrato o laudo, dentro de un plazo razonable, habida 

cuenta de los términos del contrato.”  En ese sentido, finalizada la 

relación laboral, se entiende que el individuo queda en una situación 

de vulnerabilidad, derivada de la carencia de recursos económicos 

para garantizar su subsistencia futura. En tal sentido, el ordenamiento 

jurídico está llamado a ofrecer herramientas dirigidas a (i) lograr el 

pago pronto y efectivo de las acreencias; y (ii) desestimular que el 

empleador incurra en mora, para así evitar que el incumplimiento 

acarree la inminencia de un perjuicio irremediable contra el 

trabajador y su familia. 

(…)”
17

 

 

El artículo 65 del Código Sustantivo del Trabajo, sustituido por el 

artículo 29 de la Ley 789/02, esa sanción, equivalente al último salario diario por cada 

día de retardo, resulta aplicable cuando el empleador no paga al trabajador los 

salarios y prestaciones debidas, salvo en los casos de retención autorizados por la 

ley o convenidos por las partes.  Además, a manera de herramienta supletoria a la 

indemnización, la norma acusada igualmente dispone el reconocimiento de intereses 

moratorios respecto de salarios y prestaciones en dinero, en el caso que el trabajador 

                                                           
17 Sentencia C-892 de 2009 



no haya iniciado la reclamación judicial de sus acreencias dentro de los 24 meses 

siguientes a la fecha de terminación del contrato. 

 

En relación con la liquidación y el pago de cesantías parciales, la Ley 

50 estableció la posibilidad de financiar con estas los pagos por concepto de 

matrículas del trabajador, su cónyuge, compañera o compañero permanente y sus 

hijos, en entidades de educación superior reconocidas por el Estado 

 

El Consejo de Estado ha sentado un criterio solido respecto a la 

obligación por parte del FOMAG en el reconocimiento y pago de las prestaciones 

sociales y la incidencia que ello tiene sobre el deber de cancelar la sanción moratoria. 

En sus palabras señaló 

 

“(…) 

“Así pues, la Sala considera que en los procesos judiciales de nulidad y 

restablecimiento del derecho promovidos ante esta jurisdicción contra 

el Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, en los que se discuta 

el reconocimiento de prestaciones sociales, no es procedente la 

vinculación delas entidades territoriales; porque las consecuencias 

económicas que se deriven de los actos administrativos proferidos en 

virtud de la desconcentración administrativa dada en la secretarías de 

educación territoriales, radican únicamente en la Nación – Ministerio 

de Educación Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio
18

 

(…)” 

 

Los entes territoriales actúan como unos meros facilitadores para 

que los docentes nacionalizados tramiten el reconocimiento y pago de su pensión, la 

cual está a cargo del Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, pues si bien, 

estos elaboran los proyectos de actos administrativos de reconocimiento de cesantías 

de los mencionados docentes y posteriormente con la aprobación de la Fiduciaria 

encargada de la administración de los recursos de FOMAG los suscriben, es en 

representación de dicho Fondo por mandato de la ley y en esa medida, no obligan al 

ente territorial, ni se comprometen sus recursos para el pago de tales prestaciones. 

 

En el entendido de que la legitimación en la causa por el lado pasivo, 

es la identidad del demandado con quien tiene el deber correlativo de satisfacer el 

derecho y la figura del litisconsorcio necesario se da cuando hay relaciones jurídicas 

sobre las cuales no es posible pronunciarse por partes, fraccionándolas o 

calificándolas solo respecto de algunos de sus sujetos, porque, indispensablemente, 

la decisión comprende y obliga a todos, es evidente que quien tiene a cargo las 

prestaciones sociales de los docentes nacionalizados es el Fondo de Prestaciones 

Sociales del Magisterio.  

                                                           
18 1 Consejo de Estado, Sección Segunda- Subsección B. Auto de 11 de abril de 2019. Consejero Ponente: César Palomino Cortés. 



 

Por tanto, las exceptivas no está llamada a prosperar 

 

Del mismo modo, es claro que la parte actora solicita como pretensión 

la declaratoria nulidad de acto administrativo proferido por las entidades vinculadas, en 

razón a lo anterior, se declarará no probada la excepción previa de “falta de legitimación 

en la causa por pasiva” presentada por la Alcaldía de Bogota – Secretaría de Educación 

y se continuará con el trámite procesal correspondiente. 

 

Téngase en cuenta, que en el acto administrativo cuya nulidad se 

depreca vincula directamente a la Fiduciaria la Previsora S.A., quien actúa como 

administradora de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, por ello se declara no probada la excepción de falta de legitimación en la 

causa por pasiva de las dos entidades. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Once Administrativo de Oralidad 

del Circuito Judicial de Bogotá D.C.,  

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO: Declarar no probada las excepciones previas de “falta de 

legitimación en la causa por pasiva, con respecto del la Secretaría de Educación Distrital, 

por las razones expuestas. 

 

SEGUNDO: En cumplimiento a lo dispuesto al artículo 180 del Código 

de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, se dispone a fijar 

fecha para Audiencia Inicial de carácter virtual: el martes 30 de mayo de 2023 a las 

10:30 a.m.  

 

TERCERO: Se reconoce personería adjetiva a la abogada VIVIANA 

CAROLINA RODRÍGUEZ PRIETO como apoderado sustituta de la ALCALDÍA DE 

BOGOTÁ – SECRETARÍA DE EDUCACIÓN en los términos y para los fines conferidos 

del poder otorgado por el Doctor JUAN CARLOS JIMÉNEZ TRIANA en calidad de 

Representante Legal de la Firma JIMÉNEZ YCALDERÓN ABOGADOS S.A.S., y/o 

JOSÉ GABRIEL CALDERÓN GARCÍA, y conforme a poder otorgado por JULIAN 

FABRIZZIO HUERFANO ARDILA en calidad de Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de 

la Secretaría de Educación del Distrito, según Resolución de Nombramiento No. 2719 

del 30 de agosto de 2022, Acta de Posesión No. 934 del 01 de septiembre de 2022, y 

conforme al Decreto No. 089 de 24 de marzo de 2021 (documento 10 del expediente 

digital) 

 

CUARTO: Se admite la renuncia de poder presentado por la doctora 

VIVIANA CAROLINA RODRÍGUEZ PRIETO, de conformidad con el memorial visible a 

(documento 13 a 16 del expediente digital). 



 

QUINTO: Se reconoce personería adjetiva al abogado ABLO 

ARTURO RODRÍGUEZ MARIÑO como apoderado sustituto de la  SECRETARÍA DE 

EDUCACIÓN DEL DISTRITO en los términos y para los fines conferidos del poder 

otorgado por el Doctor PEDRO ANTONIO CHAUSTRE HERNÁNDEZ en calidad de 

Representante Legal de la Firma Representante Legal de la SOCIEDAD CHAUSTRE 

ABOGADOS S.A.S y conforme a poder otorgado por JULIAN FABRIZZIO HUERFANO 

ARDILA en calidad de Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la Secretaría de 

Educación del Distrito, según Resolución de Nombramiento No. 2719 del 30 de agosto 

de 2022, Acta de Posesión No. 934 del 01 de septiembre de 2022, y conforme al 

Decreto No. 089 de 24 de marzo de 2021 (documento 18 al 20 del expediente digital) 

 

SEXTO: Las excepciones de fondo se resolverán en sentencia.  

 

SÉPTIMO: Se les solicita a las partes que los memoriales se radiquen 

a través del correo electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, canal 

habilitado para la recepción de correspondencia de los Juzgados Administrativos de 

Bogotá, indicándose el Despacho Judicial al que se dirige, número del expediente y las 

partes que conforman el mismo. 

 

 

Notifíquese y Cúmplase 

 

GIOVANNI HUMBERTO LEGRO MACHADO 

Juez 

 

 

ITB 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO 
CIRCUITO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 
No. 017 

Por anotación en ESTADO notifico a las partes l 
providencia anterior, hoy-19/05/2023 a las 8:00 a.m. 
 

 
_____________ 
Secretaria 



 

JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO DE 
ORALIDAD DEL CIRCUITO  

DE BOGOTÁ D.C. 

Bogotá D.C., dieciocho (18) de mayo de dos mil veintitrés (2023) 

 
Expediente: 2022-00304.  

Demandante: Yaneth Torres Mendivelso 

Demandado: Nación – Ministerio de Educación Nacional – 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio – FOMAG , Fiduciaria la Previsora 

S.A, Distrito Capital y Bogotá Secretaría de 

Educación de Bogotá. 

------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------ 

 

Visto el informe secretarial que antecede y dando cumplimiento a lo 

dispuesto en el artículo 38 de la Ley 2080 de 2021 que modificó el parágrafo 2º del 

artículo 175 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, este Despacho observa. 

 

1.- Tener por contestada la demanda por parte de la Nación Ministerio 

Educación Nacional de prestaciones sociales del magisterio-Fiduprevisora S.A, toda 

vez que fueron presentadas dentro del término de conformidad con el artículo 199 del 

C.P.A.C.A. (documento 08 del expediente digital). 

 

2.- Así mismo, tener por contestada la demanda por parte de la 

Secretaría Distrital de Educación, toda vez que fueron presentadas dentro del término 

de conformidad con el artículo 199 del C.P.A.C.A. (documento 17 del expediente 

digital). 

 
3.- Que, la Secretaría del Despacho procedió a fijar las excepciones 

presentadas por el Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio – Fomag - Fiduciaria – Fiduprevisora S.A. y 

Secretaría Distrital de Educación, (documento 23 del expediente digital). 

 
4.- La apoderada de la demandante no contestó las excepciones 

presentadas por las entidades demandadas. 

 
5.- EXCEPCIONES PREVIAS. 
 
El abogado de la Nación- Ministerio de Educación Nacional de 

prestaciones sociales del magisterio-Fiduprevisora S.A, propuso las excepciones 

de “ineptitud de la demanda por falta de requisitos formales y falta de legitimación en 

la causa por pasiva y falta de legitimación en la causa por pasiva de las entidades que 



represento, para asumir pagos de cesantías e interés de cesantías cuando las mismas 

son reportadas por la entidad territorial extemporamente  ” (documento 08 página 18 a 

19del expediente digital). 

 

Así mismo, la abogada de la Secretaria de Educación Distrital, 

propuso las excepciones de “Falta de legitimación en la causa por pasiva (documento 

17 página 41 del expediente digital) 

 
5.1 ineptitud sustancial de la demanda  
 
El apoderado de Ministerio de Educación Nacional – Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales de Magisterio Fiduprevisora S.A, manifiesta 

que la sanción moratoria conforme a la Ley 50 de 1990, régimen aplicable a las 

sociedades administradoras de fondos de cesantías, calidad que no ostenta el FOMAG 

al tratarse de un patrimonio autónomo cuya finalidad es el pago de las prestaciones 

sociales de los docentes y su vez el pago de la sanción moratoria contemplada en la 

Ley 244 de 1995 cuya pretensión va encaminada al reconocimiento y pago de la 

sanción moratoria por el pago tardío de las cesantías parciales o definitivas, tal y como 

se evidencia en su literalidad en el fragmento que se pasa a relacionar”. 

 

Se observa que en la demanda no se explicó el objeto de violación en 

la forma indicada en el numeral 4 del artículo 162 de la Ley 1437 y mucho menos se 

invocó causal alguna para sustentar la supuesta nulidad en los términos del artículo 

137 ejusdem, ausencia que no solo se constituye como un defecto de forma, sino que 

desconoce el principio de lealtad procesal que debe imperar en todas las actuaciones 

judiciales. 

 

La parte demandante en su escrito genitor, tampoco se preocupó por 

determinar con claridad los actos administrativos demandados, ni indicó con exactitud 

ante quien radicó la petición, omisión que impide ejercer el derecho de defensa a 

cabalidad, puesto que se desconoce si la petición fue radiada ante el ente territorial, 

ante el Ministerio de Educación o ante el Fomag, y es que no puede olvidarse que el 

numeral 3 del artículo 162 ya mencionado obliga que los hechos y omisiones que 

servirán de fundamento a las pretensiones, deberán estar “debidamente determinados, 

clasificados y numerados”, lo cual se echa de menos en la demanda que es objeto de 

pronunciamiento. 

 
5.2 falta de legitimación en la causa por pasiva. 
 
El apoderado de Ministerio de Educación Nacional – Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales de Magisterio, manifiesta  

 

La calidad de “empleador de los docentes”, que la ostenta la entidad 

territorial que tiene la obligación de realizar la actividad operativa de liquidación de las 

cesantías no de consignación, esta actividad operativa debe examinarse a la luz de las 

normas sobre la administración del personal docente que inicia desde la Ley 29 de 



1989 que realiza la desconcentración administrativa territorial, entregando a las 

entidades territoriales las funciones de administración del personal docente. 

 

Las entidades territoriales la obligación operativa de liquidar las 

cesantías se encuentra el art. 57 de la Ley 1955 de 2019 que indica: “Las cesantías 

definitivas y parciales de los docentes de que trata la Ley 91 de 1989 serán reconocidas 

y liquidadaspor la Secretaría de Educación de la entidad territorial y pagadas por el 

Fondo Nacional de Prestaciones 

 

5.4 Falta de legitimación en la causa por pasiva de las entidades 

que represento, para asumir pagos de cesantías e interés de cesantías cuando 

las mismas son reportadas por la entidad territorial extemporamente 

 

La fecha de recibo de reportes de cesantías para todas las Secretarías 

de Educación a nivel na-cional, es hasta el 05 DE FEBRERO DE 2021. Esta fecha es 

improrrogable y, por tanto, el no re-porte oportuno de la información a esta entidad, 

conllevará la no inclusión en nómina de los docentes, siendo el Ente Territorial el 

responsable de las contingencias que se deriven en el pago de los intereses y por la 

mora en el pago de las prestaciones a favor de los docentes 

 

La Fiduciaria como vocera y administradora de los recursos del 

FONDO NACIONAL DE PRESTA-CIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO -FOMAG, 

programa los pagos de intereses a las cesantías con base en los reportes de cesantías 

allegados por la Secretaría de Educación, que en calidad de nominadora liquida las 

Cesantías y notifica al Educador 

 
5.5 Falta de legitimación en la causa por pasiva 
 
La apoderada de la secretaría de educación indica a legitimación en 

la causa por pasiva corresponde a la capacidad jurídica y procesal de la parte 

demandada para comparecer en juicio y oponerse de las pretensiones de la demanda, 

esta corporación ha determinado cual es el presupuesto procesal de la legitimación en 

la causa, que tiene dos dimensiones, (hecho y material) 

 

A pesar de estar legitimado en la causa del hecho, no este legitimado 

en la causa material, ya que no ostenta relación alguna con los hechos que dieron 

origen al proceso o, que, de conformidad con la ley sustancial, no está llamado a 

responder por los derechos vulnerados. Por lo cual genera que las pretensiones 

fracasen al no poder reparar los perjuicios ocasionados y que se dicte sentencia 

inhibitoria. 

 

Se pretende declarar la nulidad del acto ficto que negó la solicitud de 

reconocimiento de la sanción moratoria por la no consignación oportuna de las 

cesantías establecidas en la ley 50 de 1990, articulo 99, sin embargo, mi representada 



carece de legitimación en la causa por pasiva frente a lo pretendido por la parte actora, 

porque no se guarda vínculo con los hechos y controversias 

 

El 31 de diciembre de cada año se hará la liquidación definitiva de 

cesantía, por la anualidad o por la fracción correspondiente, sin perjuicio de la que deba 

efectuarse en fecha diferente por la terminación del contrato de trabajo. 2ª. El 

empleador cancelará al trabajador los intereses legales del 12% anual o proporcionales 

por fracción, en los términos de las normas vigentes sobre el régimen tradicional de 

cesantía. 

 

El reconocimiento y pago de las prestaciones sociales del magisterio, 

ésta una competencia otorgada al FOMAG como una cuenta especial de la nación, por 

ser en cabeza de quién se encuentra el patrimonio autónomo creado por la Ley 

respecto de los factores prestacionales de sus afiliados y finalmente, de la cual se 

destinan los recursos para la cancelación de las sumas reconocidas por los actos 

administrativos expedidos por las secretarias de educación territoriales, de manera que 

en los procesos en los que se discuta la liquidación de la prestación social – cesantías, 

tal como lo ha sostenido la jurisprudencia de esta corporación en casos similares cuya 

discusión se concretó en el régimen de liquidación de dicha prerrogativa laboral, no es 

procedente la vinculación de las entidades territoriales 

 

6.- Consideraciones del despacho 

 

Referente a la excepción de Ineptitud sustancial de la demanda por no 

cumplir con los requisitos formales se tiene que, en múltiple providencia judiciales de 

los Juzgados Administrativo, Tribunal y del H. Consejo de Estado, se ha hecho alusión 

a la figura de la “ineptitud sustantiva o sustancial de la demanda” como una excepción 

y/o causal de rechazo de demanda, incluso de fallos inhibitorios, lo cual constituye 

actualmente una imprecisión que debe ser superada. 

 

De lo anterior se advierte, que la denominación “ineptitud sustancial o 

sustantiva” ha tomado diferentes formas, sin embargo, técnicamente ha de señalarse 

que en la actualidad sólo es viable declarar próspera la que denomina la ley como 

“inepta demanda por falta de cualquiera de los requisitos formales o la indebida 

acumulación de pretensiones”, en las cuales encuadran parte de los supuestos en que 

se basaba la denominada “ineptitud sustancial o sustantiva”.  

 

En reciente pronunciamiento del H. Consejo de Estado, en providencia 

en sede de tutela del 15 de enero de 2018 dentro del proceso 2017-03032 (AC) 

proferida por la Subsección “A” – Sección Segunda del H. Consejo de Estado – 

Magistrado Ponente: Gabriel Valbuena Hernández, manifestó:  

 
“(…) 

En efecto, el ordenamiento jurídico colombiano consagra de manera 

expresa la excepción previa denominada “ineptitud de la demanda”, 



encaminada fundamentalmente a que se adecúe la misma a los 

requisitos de forma que permitan su análisis en sede judicial, so 

pena de la terminación anticipada del proceso. Esta se configura 

por dos razones:  

 

c) Por falta de requisitos formales. En este caso prospera la 

excepción cuando no se reúne los requisitos relacionados con el 

contenido y anexos de la demanda regulados en los artículos 162, 

163, 166 y 167 del C.P.A.C.A., en cuanto indican qué debe contener 

el texto de la misma, cómo se individualizan las pretensiones y los 

anexos que se deben allegar con ella (salvo los previstos en los 

ordinales 3. Y 4. del artículo 166 ibídem, que tiene una excepción 

propia prevista en el ordinal 6. del artículo 100 del C.G.P. 

 

Pese a ello, hay que advertir que estos requisitos pueden ser 

subsanados al momento de la reforma (Art. 173 del C.P.A.C.A. en 

concordancia con el ordinal 3. del artículo 101 del C.G.P. o dentro 

del término de traslado de la excepción respectiva, al tenor de lo 

previsto en el parágrafo segundo del artículo 175 del C.P.A.C.A. y 

101 ordinal1. del C.G.P.  

 

d) Por indebida acumulación de pretensiones. Esta modalidad 

surge por la inobservancia de los presupuestos normativos 

contenidos en los artículos 138 y 165 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.  

(…)”.   

 

En consecuencia, de conformidad con los parámetros normativos de 

la Ley 1564 de 2012 y el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, la excepción previa presenta denominada “ineptitud sustantiva de la 

demanda” se configura solamente por (i) la falta de requisitos formales de la demanda 

o (ii) la indebida acumulación de pretensiones, lo que en el caso en concreto no se 

logró probar.  

 
7.1 Falta de Legitimación en la Causa por Pasiva 
 
Con respecto a la legitimación en la causa por pasiva en providencia 

del 26 de abril de 2018, LA SUBSECCION “A”, DE LA SECCIÓN SEGUNDA DEL H. 

CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. 

Consejero ponente: William Hernández Gómez. Radicación número: 68-001-23-33-

000-2015-00739-01 (0743-2016),19 considero refiriéndose a la legitimación de por 

pasiva del FOMAG:  

 

“Así pues, el Despacho rectifica la posición asumida mediante 

providencia de 11 de diciembre de 2017,
20

 y reitera la 

interpretación pacífica de la Sección Segunda del Consejo de 

Estado
21

, consistente en que, en los procesos judiciales de nulidad y 

restablecimiento del derecho promovidos ante esta jurisdicción 

contra el Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, en los que 

se discuta el reconocimiento de prestaciones sociales, no es 

procedente la vinculación de las entidades territoriales.  

                                                           
19 Actor: LUZ NIDIA OLARTE MATEUS. Demandado: FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. AUTORIDADES 

NACIONALES. 
20 Dentro del proceso con radicación 66-001-23-33-000-2014-00114-01, número interno: 2587-2015 
21 En las sentencias del Consejo de Estado – Sala de lo Contencioso Administrativo (i) de la Subsección “A”: Consejero ponente Dr.  LUIS 
RAFAEL VERGARA QUINTERO del 2 de julio de 2015, Expediente: 25000-23-25-000-2012-00262-01(0836-13) Actor: Abel Rodríguez 
Céspedes, Demandado: Ministerio de Educación Nacional, Fondo Nacional De Prestaciones Sociales del Magisterio. Consejero ponente Dr. 
WILLIAM HERNÁNDEZ GÓMEZ del 12 de julio de 2017 Expediente: 08001-23-33-000-2012-00400-01(1874-14) Actor: Víctor Manuel Solano 
Ospina Demandado: Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y Distrito Especial, Industrial 
y Portuario de Barranquilla. (ii) de la Subsección “B” con ponencia del Dr. GERARDO ARENAS MONSALVE del 5 de diciembre de 2013 
Expediente: 25000-23-25-000-2009-00467-01(2769-12) Actor: Hugo Guerrero Cáceres, Demandado: Ministerio de Educación Nacional. Otra 
del mismo Ponente del 10 de julio de 2014, Expediente: 05001233100020050421801 (2713-2013) Actor: Gustavo de Jesús García Rua.  
Adicionalmente y más recientes, dos con ponencia de la Dra. SANDRA LISSET IBARRA VÉLEZ,  del 8 de septiembre de 2016  Expediente: 
15001-23-33-000-2013-00082-01(1530-14) Actor: Julio Bonilla Briceño Demandado: Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio y del 15 de noviembre de 2017. Expediente: 41001-23-33-000-2015-00686-01(4155-16) Actor: Adriana 
Murcia Villaneda, Demandado: Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio - Municipio 

de Neiva - Departamento del Huila.   



Esto, ya que las consecuencias económicas que se deriven de los 

actos administrativos proferidos en virtud de la desconcentración 

administrativa dada en la secretaría de educación territoriales de 

los entes certificados radican única y exclusivamente en la Nación –

Ministerio de Educación Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio” 

 

Ahora bien, en el escrito de la demanda, la parte actora solicitó en el 

acápite de pretensiones lo siguiente:  

 
“(…) 

1- Declarar la nulidad del acto administrativo ficto configurado el 

día 13 DE  DICIEMBRE DE 2021, frente a la petición presentada ante 

la Secretaria de  Educación de Bogotá, el día 13 DE SEPTIEMBRE DE 

2021 mediante la cual se  niega el reconocimiento y pago de la 

SANCIÓN POR MORA por la no consignación oportuna de las 

cesantías establecida en la Ley 50 de 1990, artículo 99, equivalente 

a un (1) día de su salario por cada día de retardo, contados desde 

el 15 de febrero de 2021 fecha en que debió efectuarse el pago de 

las cesantías del año 2020, en el respectivo Fondo Prestacional y 

hasta el momento en que se acredite el pago de los valores 

correspondientes en la cuenta individual del docente, así como 

también niegan el derecho a la INDEMNIZACIÓN, por el pago tardío 

de los intereses a las cesantías, que se encuentra establecida en el 

artículo 1 de la Ley 52 de 1975, la Ley  

50 de 1990 y el Decreto Nacional 1176 de 1991, indemnización que 

es equivalente al valor cancelado de los intereses causados durante 

el año 2020, los cuales fueron cancelados superado el término legal, 

esto es, después del 31 de enero de 2021 

 

2-. Declarar que mi representado (a) tiene derecho a que la NACIÓN- 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL - FOMAG y LA ALCALDIA DE 

BOGOTÁ -la Entidad Territorial Secretaria de Educación de Bogotá 

de manera solidaria, le reconozca y pague la SANCIÓN POR MORA 

establecida en la Ley 50 de 1990, artículo 99 y a la INDEMNIZACIÓN, 

por el pago tardío de los intereses a las  

cesantías, que se encuentra establecida en el artículo 1 de la Ley 52 

de 1975, la Ley 50 de 1990 y el Decreto Nacional 1176 de 1991 

(…)” 

 

Observa este Despacho, que la parte actora demandó el acto ficto 

configurado el día 13 de diciembre de 2021, al dar respuesta negativa de la petición 

radicada el 13 de septiembre del mismo año. 

 

De esta manera las consecuencias económicas que se deriven de los 

actos administrativos proferidos en virtud de la desconcentración administrativa dada 

en las secretarías de educación territoriales de los entes certificados radican única y 

exclusivamente en la Nación –Ministerio de Educación Nacional- Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, aun cuando la Fiduciaria es la encargada de 

administrar los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 

 

7.2 Falta de legitimación en la causa por pasiva para asumir 

pagos de cesantías e interés de cesantías cuando las mismas son reportadas 

por la entidad territorial extemporáneamente” 

 

La indemnización moratoria ha sido caracterizada por su naturaleza 

mixta, puesto que cumple simultáneamente una función sancionatoria y reparatoria 

como una medida tendiente a prevenir y reprimir la conducta del empleador que [de 

mala fe a la terminación del contrato de trabajo no paga al trabajador los salarios y 



prestaciones sociales que le corresponden con el ánimo de reparar de alguna manera 

el daño que tal comportamiento le ha podido ocasionar a sus derechos y compensar 

la pérdida del poder adquisitivo del dinero del trabajador en manos del empleador. 

Sobre la naturaleza jurídica de la indemnización moratoria vale la pena transcribir in 

extenso apartes de la Sentencia C-892 de 2009 

 

“(…) 

De otro lado, para lo que interesa a la solución del asunto de la 

referencia, debe tenerse en cuenta que la protección del pago oportuno 

de las acreencias laborales no solo se restringe al ámbito de la 

ejecución de la relación laboral, sino que también se extiende a los 

actos posteriores a su finalización.  Sobre el particular, el artículo 12-

2 del Convenio 95 de la OIT, mencionado en el precedente antes citado, 

establece la obligación de los Estados que en el evento en que “se 

termine el contrato de trabajo se deberá efectuar un ajuste final de 

todos los salarios debidos, de conformidad con la legislación nacional, 

un contrato colectivo o un laudo arbitral, o, en defecto de dicha 

legislación, contrato o laudo, dentro de un plazo razonable, habida 

cuenta de los términos del contrato.”  En ese sentido, finalizada la 

relación laboral, se entiende que el individuo queda en una situación 

de vulnerabilidad, derivada de la carencia de recursos económicos 

para garantizar su subsistencia futura. En tal sentido, el ordenamiento 

jurídico está llamado a ofrecer herramientas dirigidas a (i) lograr el 

pago pronto y efectivo de las acreencias; y (ii) desestimular que el 

empleador incurra en mora, para así evitar que el incumplimiento 

acarree la inminencia de un perjuicio irremediable contra el 

trabajador y su familia. 

(…)”
22

 

 

El artículo 65 del Código Sustantivo del Trabajo, sustituido por el 

artículo 29 de la Ley 789/02, esa sanción, equivalente al último salario diario por cada 

día de retardo, resulta aplicable cuando el empleador no paga al trabajador los 

salarios y prestaciones debidas, salvo en los casos de retención autorizados por la 

ley o convenidos por las partes.  Además, a manera de herramienta supletoria a la 

indemnización, la norma acusada igualmente dispone el reconocimiento de intereses 

moratorios respecto de salarios y prestaciones en dinero, en el caso que el trabajador 

no haya iniciado la reclamación judicial de sus acreencias dentro de los 24 meses 

siguientes a la fecha de terminación del contrato. 

 

En relación con la liquidación y el pago de cesantías parciales, la Ley 

50 estableció la posibilidad de financiar con estas los pagos por concepto de 

matrículas del trabajador, su cónyuge, compañera o compañero permanente y sus 

hijos, en entidades de educación superior reconocidas por el Estado 

 

                                                           
22 Sentencia C-892 de 2009 



El Consejo de Estado ha sentado un criterio solido respecto a la 

obligación por parte del FOMAG en el reconocimiento y pago de las prestaciones 

sociales y la incidencia que ello tiene sobre el deber de cancelar la sanción moratoria. 

En sus palabras señaló 

 

“(…) 

“Así pues, la Sala considera que en los procesos judiciales de nulidad y 

restablecimiento del derecho promovidos ante esta jurisdicción contra 

el Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, en los que se discuta 

el reconocimiento de prestaciones sociales, no es procedente la 

vinculación delas entidades territoriales; porque las consecuencias 

económicas que se deriven de los actos administrativos proferidos en 

virtud de la desconcentración administrativa dada en la secretarías de 

educación territoriales, radican únicamente en la Nación – Ministerio 

de Educación Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio
23

 

(…)” 

 

Los entes territoriales actúan como unos meros facilitadores para 

que los docentes nacionalizados tramiten el reconocimiento y pago de las cesantías, 

la cual está a cargo del Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, pues si bien, 

estos elaboran los proyectos de actos administrativos de reconocimiento de cesantías 

de los mencionados docentes y posteriormente con la aprobación de la Fiduciaria 

encargada de la administración de los recursos de FOMAG los suscriben, es en 

representación de dicho Fondo por mandato de la ley y en esa medida, no obligan al 

ente territorial, ni se comprometen sus recursos para el pago de tales prestaciones. 

 

En el entendido de que la legitimación en la causa por el lado pasivo, 

es la identidad del demandado con quien tiene el deber correlativo de satisfacer el 

derecho y la figura del litisconsorcio necesario se da cuando hay relaciones jurídicas 

sobre las cuales no es posible pronunciarse por partes, fraccionándolas o 

calificándolas solo respecto de algunos de sus sujetos, porque, indispensablemente, 

la decisión comprende y obliga a todos, es evidente que quien tiene a cargo las 

prestaciones sociales de los docentes nacionalizados es el Fondo de Prestaciones 

Sociales del Magisterio.  

 

Por tanto, las exceptivas no está llamada a prosperar 

 

Así las cosas, se declarará no probadas las exceptivas propuestas por 

la Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio – FOMAG  – Fiduciaria la Previsora S.A, Distrito Capital – 

Secretaría de Educación del Bogotá., máxime cuando lo que se pretende en la 

declaración y posterior nulidad de un presunto acto ficto 

                                                           
23 1 Consejo de Estado, Sección Segunda- Subsección B. Auto de 11 de abril de 2019. Consejero Ponente: César Palomino Cortés. 



Del mismo modo, es claro que la parte actora solicita como pretensión 

la declaratoria nulidad de acto administrativo proferido por las entidades vinculadas, en 

razón a lo anterior, se declarará no probada la excepción previa de “falta de legitimación 

en la causa por pasiva” presentada por la Alcaldía de Bogota – Secretaría de Educación 

y se continuará con el trámite procesal correspondiente. 

 

Téngase en cuenta, que en el acto administrativo cuya nulidad se 

depreca vincula directamente a la Fiduciaria la Previsora S.A., quien actúa como 

administradora de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, por ello se declara no probada la excepción de falta de legitimación en la 

causa por pasiva de las dos entidades. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Once Administrativo de Oralidad 

del Circuito Judicial de Bogotá D.C.,  

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO: Declarar no probada las excepciones previas de “ineptitud 

sustancial de la demanda, falta de legitimación en la causa por pasiva y Falta de 

legitimación en la causa por pasiva de las entidades que represento, para asumir pagos 

de cesantías e interés de cesantías cuando las mismas son reportadas por la entidad 

territorial extemporáneamente”,, con respecto del Ministerio de Educación Nacional –

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, por las razones expuestas. 

 

SEGUNDO: Declarar no probada la excepción previa de “Falta de 

legitimación por pasiva y no comprender la demanda a todos los litisconsortes necesarios 

respecto de la Secretaría de Educación Distrital, por las razones expuestas. 

 

TERCERO: En cumplimiento a lo dispuesto al artículo 180 del Código 

de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, se dispone a fijar 

fecha para Audiencia Inicial de carácter virtual: el martes 30 de mayo de 2023 a las 

10:30 a.m.  

 

CUARTO: Se reconoce personería adjetiva al abogado ANDRES 

DAVID MUÑOZ CRUZ como apoderado sustituto de la  SECRETARÍA DE 

EDUCACIÓN DEL DISTRITO en los términos y para los fines conferidos del poder 

otorgado por el Doctor PEDRO ANTONIO CHAUSTRE HERNÁNDEZ en calidad de 

Representante Legal de la Firma Representante Legal de la SOCIEDAD CHAUSTRE 

ABOGADOS S.A.S y conforme a poder otorgado por JULIAN FABRIZZIO HUERFANO 

ARDILA en calidad de Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la Secretaría de 

Educación del Distrito, según Resolución de Nombramiento No. 2719 del 30 de agosto 

de 2022, Acta de Posesión No. 934 del 01 de septiembre de 2022, y conforme al 

Decreto No. 089 de 24 de marzo de 2021 (documento 17 del expediente digital) 

 



QUINTO: Se reconoce personería adjetiva a las abogadas EDID 

PAOLA ORDUZ TRUJILLO, ADRIANA PAOLA GÓMEZ PAYARES Y LISETH VIVIANA 

GUERRA GONZALEZ como apoderadas sustituto de la FIDUCIARIA LA PREVISORA 

S.A en los términos y para los fines conferidos del poder otorgado por el Doctor RONAL 

ALEXIS PRADAMANCILLA,  calidad de Representante Legal para efectos judiciales y 

administrativos de FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A, sociedad que actúa única y 

exclusivamente en su calidad de Vocera y Administradora del Patrimonio Autónomo - 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales de Magisterio, constituida mediante Escritura 

Pública No. 25 del 29 de marzo de 1985 de la Notaría 33 del Círculo Notarial de Bogotá 

(documento 09 Y 19 del expediente) 

 

SEXTO: Las excepciones de fondo se resolverán en sentencia.  

 

SEPTIMO: Se les solicita a las partes que los memoriales se radiquen 

a través del correo electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, canal 

habilitado para la recepción de correspondencia de los Juzgados Administrativos de 

Bogotá, indicándose el Despacho Judicial al que se dirige, número del expediente y las 

partes que conforman el mismo. 

 

Notifíquese y Cúmplase 

 

GIOVANNI HUMBERTO LEGRO MACHADO 

Juez 

 

ITB 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO 
CIRCUITO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 
No. 017 

Por anotación en ESTADO notifico a las partes l 
providencia anterior, hoy-19/05/2023 a las 8:00 a.m. 
 

 
_____________ 
Secretaria 



 

JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO DE 
ORALIDAD DEL CIRCUITO  

DE BOGOTÁ D.C. 

Bogotá D.C., dieciocho (18) de mayo de dos mil veintitrés (2023) 

 

Expediente: 2022-00305.  

Demandante: Jackeline Acosta Pinilla 

Demandado: Nación – Ministerio de Educación Nacional – 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio – FOMAG, Fiduciaria la Previsora 

S.A, Distrito Capital y Bogotá Secretaría de 

Educación de Bogotá. 

------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------ 

 

 

Visto el informe secretarial que antecede y dando cumplimiento a lo 

dispuesto en el artículo 38 de la Ley 2080 de 2021 que modificó el parágrafo 2º del 

artículo 175 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, este Despacho observa. 

 

1.- Tener por contestada la demanda por parte de la Secretaría 

Distrital de Educación, toda vez que fueron presentadas dentro del término de 

conformidad con el artículo 199 del C.P.A.C.A. (documento 13 del expediente digital). 

 

2.- Que, la Secretaría del Despacho procedió a fijar las excepciones 

presentadas por la Secretaría Distrital de Educación, (documento 15 del expediente 

digital). 

 

3.- La apoderada de la demandante no contestó las excepciones 

presentadas por las entidades demandadas. 

 

4.- EXCEPCIONES PREVIAS. 

 

La abogada de la Secretaria de Educación Distrital, propuso las 

excepciones de “Falta de legitimación en la causa por pasiva (documento 15 página 38 

del expediente digital) 

 

4.1 El apoderado de la secretaria propone Falta de legitimación en la 

causa por pasiva, e indica que la Secretaria de Educación Distrital no es quien gira los 

recursos para el pago de las cesantías causadas al 31 de diciembre de 2020 sino el 

Ministerio de Educación Nacional entidad que los gira directamente a la Fiduprevisora, 



es decir los recursos por este concepto no provienen del ente territorial que represento, 

a quien corresponde a la Fiduprevisora calcular, liquidar y girar directamente a cada 

uno de los docentes los intereses a las cesantias. 

 

La cual establece que se entre el demandante y el demandado por 

intermedio de la pretensión procesal; es decir es una relación jurídica nacida de la 

atribución de una conducta, en la demanda, y de la notificación de está al demandado. 

Quien cita a otro y endilga a otro la conducta causante de la demanda, está legitimado 

de hecho por activa y aquél a quien se cita y se atribuya acción u omisión resulta 

legitimado de hecho y por pasiva, después de la notificación del auto admisorio de la 

demanda. 

 

La Secretaría de Educación Distrital no se encuentra legitimada en la 

causa por pasiva, porque si la ley no le ha transferido la administración del Fondo de 

prestaciones Sociales del Magisterio, no puede entrar a variar los factores y mucho 

menos conciliar los efectos patrimoniales de los actos administrativos, y aquellos 

dineros no le pertenecen. 

 

5.- Consideraciones del despacho 

 

Con respecto a la legitimación en la causa por pasiva en providencia 

del 26 de abril de 2018, LA SUBSECCION “A”, DE LA SECCIÓN SEGUNDA DEL H. 

CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. 

Consejero ponente: William Hernández Gómez. Radicación número: 68-001-23-33-

000-2015-00739-01 (0743-2016),24 considero refiriéndose a la legitimación de por 

pasiva del FOMAG:  

 

“Así pues, el Despacho rectifica la posición asumida mediante 

providencia de 11 de diciembre de 2017,
25

 y reitera la 

interpretación pacífica de la Sección Segunda del Consejo de 

Estado
26

, consistente en que, en los procesos judiciales de nulidad y 

restablecimiento del derecho promovidos ante esta jurisdicción 

contra el Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, en los que 

se discuta el reconocimiento de prestaciones sociales, no es 

procedente la vinculación de las entidades territoriales.  

Esto, ya que las consecuencias económicas que se deriven de los 

actos administrativos proferidos en virtud de la desconcentración 

administrativa dada en la secretaría de educación territoriales de 

los entes certificados radican única y exclusivamente en la Nación –

Ministerio de Educación Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio” 

                                                           
24 Actor: LUZ NIDIA OLARTE MATEUS. Demandado: FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. AUTORIDADES 

NACIONALES. 
25 Dentro del proceso con radicación 66-001-23-33-000-2014-00114-01, número interno: 2587-2015 
26 En las sentencias del Consejo de Estado – Sala de lo Contencioso Administrativo (i) de la Subsección “A”: Consejero ponente Dr.  LUIS 
RAFAEL VERGARA QUINTERO del 2 de julio de 2015, Expediente: 25000-23-25-000-2012-00262-01(0836-13) Actor: Abel Rodríguez 
Céspedes, Demandado: Ministerio de Educación Nacional, Fondo Nacional De Prestaciones Sociales del Magisterio. Consejero ponente Dr. 
WILLIAM HERNÁNDEZ GÓMEZ del 12 de julio de 2017 Expediente: 08001-23-33-000-2012-00400-01(1874-14) Actor: Víctor Manuel Solano 
Ospina Demandado: Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y Distrito Especial, Industrial 
y Portuario de Barranquilla. (ii) de la Subsección “B” con ponencia del Dr. GERARDO ARENAS MONSALVE del 5 de diciembre de 2013 
Expediente: 25000-23-25-000-2009-00467-01(2769-12) Actor: Hugo Guerrero Cáceres, Demandado: Ministerio de Educación Nacional. Otra 
del mismo Ponente del 10 de julio de 2014, Expediente: 05001233100020050421801 (2713-2013) Actor: Gustavo de Jesús García Rua.  
Adicionalmente y más recientes, dos con ponencia de la Dra. SANDRA LISSET IBARRA VÉLEZ,  del 8 de septiembre de 2016  Expediente: 
15001-23-33-000-2013-00082-01(1530-14) Actor: Julio Bonilla Briceño Demandado: Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio y del 15 de noviembre de 2017. Expediente: 41001-23-33-000-2015-00686-01(4155-16) Actor: Adriana 
Murcia Villaneda, Demandado: Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio - Municipio 

de Neiva - Departamento del Huila.   



Ahora bien, en el escrito de la demanda, la parte actora solicitó en el 

acápite de pretensiones lo siguiente:  

 

“(…) 

1- Declarar la nulidad del acto administrativo ficto configurado el 

día 26 DE NOVIEMBRE DE 2021, frente a la petición presentada ante 

la Secretaria de Educación de Bogotá, el día 26 DE AGOSTO DE 

2021, mediante la cual se niega el reconocimiento y pago de la 

SANCIÓN POR MORA por la no consignación oportuna de las 

cesantías establecida en la Ley 50 de 1990, artículo 99, equivalente 

a un (1) día de su salario por cada día de retardo, contados desde 

el 15 de febrero de2021 fecha en que debió efectuarse el pago de 

las cesantías del año 2020, en el respectivo Fondo Prestacional y 

hasta el momento en que se acredite el pago de los valores 

correspondientes en la cuenta individual del docente, así como 

también niegan el derecho a la INDEMNIZACIÓN, por el pago tardío 

de los intereses a las cesantías, que se encuentra establecida en el 

artículo 1 de la Ley 52 de 1975, la Ley  

50 de 1990 y el Decreto Nacional 1176 de 1991, indemnización que 

es equivalente al valor cancelado de los intereses causados durante 

el año 2020, los cuales fueron cancelados superado el término legal, 

esto es, después del 31 de enero de 2021. 

 

2. Declarar que mi representado (a) tiene derecho a que la NACIÓN- 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL - FOMAG y LA ALCALDIA DE 

BOGOTÁ -la Entidad Territorial Secretaria de Educación de Bogotá 

de manera solidaria, le reconozca y pague la SANCIÓN POR MORA 

establecida en la Ley 50 de 1990, artículo 99 y a la INDEMNIZACIÓN, 

por el pago tardío de los intereses a las cesantías, que se encuentra 

establecida en el artículo 1 de la Ley 52 de 1975, la Ley 50 de 1990 

y el Decreto Nacional 1176 de 1991. 

(…)” 

 

Observa este Despacho, que la parte actora demandó acto 

administrativo ficto configurado el día 26 de noviembre de 2021, frente a la petición 

presentada ante la secretaria de educación de Bogotá, el día 26 de agosto de 2021, 

mediante la cual se niega el reconocimiento y pago de la sanción por mora 

 

De esta manera las consecuencias económicas que se deriven de los 

actos administrativos proferidos en virtud de la desconcentración administrativa dada 

en las secretarías de educación territoriales de los entes certificados radican única y 

exclusivamente en la Nación –Ministerio de Educación Nacional- Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, aun cuando la Fiduciaria es la encargada de 

administrar los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 

 

La indemnización moratoria ha sido caracterizada por su naturaleza 

mixta, puesto que cumple simultáneamente una función sancionatoria y reparatoria 

como una medida tendiente a prevenir y reprimir la conducta del empleador que [de 

mala fe a la terminación del contrato de trabajo no paga al trabajador los salarios y 

prestaciones sociales que le corresponden con el ánimo de reparar de alguna manera 

el daño que tal comportamiento le ha podido ocasionar a sus derechos y compensar 

la pérdida del poder adquisitivo del dinero del trabajador en manos del empleador. 

Sobre la naturaleza jurídica de la indemnización moratoria vale la pena transcribir in 

extenso apartes de la Sentencia C-892 de 2009 

 

“(…) 



De otro lado, para lo que interesa a la solución del asunto de la 

referencia, debe tenerse en cuenta que la protección del pago oportuno 

de las acreencias laborales no solo se restringe al ámbito de la 

ejecución de la relación laboral, sino que también se extiende a los 

actos posteriores a su finalización.  Sobre el particular, el artículo 12-

2 del Convenio 95 de la OIT, mencionado en el precedente antes citado, 

establece la obligación de los Estados que en el evento en que “se 

termine el contrato de trabajo se deberá efectuar un ajuste final de 

todos los salarios debidos, de conformidad con la legislación nacional, 

un contrato colectivo o un laudo arbitral, o, en defecto de dicha 

legislación, contrato o laudo, dentro de un plazo razonable, habida 

cuenta de los términos del contrato.”  En ese sentido, finalizada la 

relación laboral, se entiende que el individuo queda en una situación 

de vulnerabilidad, derivada de la carencia de recursos económicos 

para garantizar su subsistencia futura. En tal sentido, el ordenamiento 

jurídico está llamado a ofrecer herramientas dirigidas a (i) lograr el 

pago pronto y efectivo de las acreencias; y (ii) desestimular que el 

empleador incurra en mora, para así evitar que el incumplimiento 

acarree la inminencia de un perjuicio irremediable contra el 

trabajador y su familia. 

(…)”
27

 

 

El artículo 65 del Código Sustantivo del Trabajo, sustituido por el 

artículo 29 de la Ley 789/02, esa sanción, equivalente al último salario diario por cada 

día de retardo, resulta aplicable cuando el empleador no paga al trabajador los 

salarios y prestaciones debidas, salvo en los casos de retención autorizados por la 

ley o convenidos por las partes.  Además, a manera de herramienta supletoria a la 

indemnización, la norma acusada igualmente dispone el reconocimiento de intereses 

moratorios respecto de salarios y prestaciones en dinero, en el caso que el trabajador 

no haya iniciado la reclamación judicial de sus acreencias dentro de los 24 meses 

siguientes a la fecha de terminación del contrato. 

 

En relación con la liquidación y el pago de cesantías parciales, la Ley 

50 estableció la posibilidad de financiar con estas los pagos por concepto de 

matrículas del trabajador, su cónyuge, compañera o compañero permanente y sus 

hijos, en entidades de educación superior reconocidas por el Estado 

 

El Consejo de Estado ha sentado un criterio solido respecto a la 

obligación por parte del FOMAG en el reconocimiento y pago de las prestaciones 

sociales y la incidencia que ello tiene sobre el deber de cancelar la sanción moratoria. 

En sus palabras señaló 

 

“(…) 

“Así pues, la Sala considera que en los procesos judiciales de nulidad y 

restablecimiento del derecho promovidos ante esta jurisdicción contra 

el Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, en los que se discuta 

el reconocimiento de prestaciones sociales, no es procedente la 

vinculación delas entidades territoriales; porque las consecuencias 

económicas que se deriven de los actos administrativos proferidos en 

virtud de la desconcentración administrativa dada en la secretarías de 

educación territoriales, radican únicamente en la Nación – Ministerio 

de Educación Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio
28

 

(…)” 

 

                                                           
27 Sentencia C-892 de 2009 
28 1 Consejo de Estado, Sección Segunda- Subsección B. Auto de 11 de abril de 2019. Consejero Ponente: César Palomino Cortés. 



Los entes territoriales actúan como unos meros facilitadores para 

que los docentes nacionalizados tramiten el reconocimiento y pago de las cesantías, 

la cual está a cargo del Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, pues si bien, 

estos elaboran los proyectos de actos administrativos de reconocimiento de cesantías 

de los mencionados docentes y posteriormente con la aprobación de la Fiduciaria 

encargada de la administración de los recursos de FOMAG los suscriben, es en 

representación de dicho Fondo por mandato de la ley y en esa medida, no obligan al 

ente territorial, ni se comprometen sus recursos para el pago de tales prestaciones. 

 

En el entendido de que la legitimación en la causa por el lado pasivo, 

es la identidad del demandado con quien tiene el deber correlativo de satisfacer el 

derecho y la figura del litisconsorcio necesario se da cuando hay relaciones jurídicas 

sobre las cuales no es posible pronunciarse por partes, fraccionándolas o 

calificándolas solo respecto de algunos de sus sujetos, porque, indispensablemente, 

la decisión comprende y obliga a todos, es evidente que quien tiene a cargo las 

prestaciones sociales de los docentes nacionalizados es el Fondo de Prestaciones 

Sociales del Magisterio.  

 

Por tanto, las exceptivas no está llamada a prosperar 

 

Así las cosas, se declarará no probadas las exceptivas propuestas por 

el Distrito Capital – Secretaría de Educación del Bogotá., máxime cuando lo que se 

pretende en la declaración y posterior nulidad de un presunto acto ficto 

 

Del mismo modo, es claro que la parte actora solicita como pretensión 

la declaratoria nulidad de acto administrativo proferido por las entidades vinculadas, en 

razón a lo anterior, se declarará no probada la excepción previa de “falta de legitimación 

en la causa por pasiva” presentada por la Alcaldía de Bogota – Secretaría de Educación 

y se continuará con el trámite procesal correspondiente. 

 

Téngase en cuenta, que en el acto administrativo cuya nulidad se 

depreca vincula directamente a la Fiduciaria la Previsora S.A., quien actúa como 

administradora de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, por ello se declara no probada la excepción de falta de legitimación en la 

causa por pasiva de las dos entidades. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Once Administrativo de Oralidad 

del Circuito Judicial de Bogotá D.C.,  

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO: Declarar no probada la excepción previa de “Falta de 

legitimación por pasiva necesarios respecto de la Secretaría de Educación Distrital, por 

las razones expuestas. 



 

SEGUNDO: En cumplimiento a lo dispuesto al artículo 180 del Código 

de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, se dispone a fijar 

fecha para Audiencia Inicial de carácter virtual: el martes 30 de mayo de 2023 a las 

10:30 a.m.  

 

TERCERO: Se reconoce personería adjetiva al abogado PABLO 

ARTURO RODRÍGUEZ MARIÑO como apoderado sustituto de la  SECRETARÍA DE 

EDUCACIÓN DEL DISTRITO en los términos y para los fines conferidos del poder 

otorgado por el Doctor PEDRO ANTONIO CHAUSTRE HERNÁNDEZ en calidad de 

Representante Legal de la Firma Representante Legal de la SOCIEDAD CHAUSTRE 

ABOGADOS S.A.S y conforme a poder otorgado por JULIAN FABRIZZIO HUERFANO 

ARDILA en calidad de Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la Secretaría de 

Educación del Distrito, según Resolución de Nombramiento No. 2719 del 30 de agosto 

de 2022, Acta de Posesión No. 934 del 01 de septiembre de 2022, y conforme al 

Decreto No. 089 de 24 de marzo de 2021 (documento 17 del expediente digital) 

 

CUARTO: Las excepciones de fondo se resolverán en sentencia.  

 

QUINTO: Se les solicita a las partes que los memoriales se radiquen 

a través del correo electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, canal 

habilitado para la recepción de correspondencia de los Juzgados Administrativos de 

Bogotá, indicándose el Despacho Judicial al que se dirige, número del expediente y las 

partes que conforman el mismo. 

 

Notifíquese y Cúmplase 

 

GIOVANNI HUMBERTO LEGRO MACHADO 

Juez 

 

ITB 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO 
CIRCUITO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 
No. 017 

Por anotación en ESTADO notifico a las partes l 
providencia anterior, hoy-19/05/2023 a las 8:00 a.m. 
 

 
_____________ 
Secretaria 



 

JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO 
DE ORALIDAD DEL CIRCUITO DE 

BOGOTÁ D.C. 

 

Bogotá D.C., Dieciocho (18) de mayo de dos mil veintitrés (2023). 

 

Expediente: 2022-00306.  

DEMANDANTE: Adriana Patricia Tolosa Figueroa 

Demandado: Nación – Ministerio de Educación Nacional 

– Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio – FOMAG, Fiduciaria la 

Previsora S.A, Bogotá Distrito Capital y 

Bogotá Secretaría de Educación del Bogotá. 

********************************************************************************************** 

 

1.- Encontrándose el expediente al despacho para la siguiente 

etapa procesal, se advierte la existencia de un vicio en lo actuado hasta la fecha 

que es menester sanearlo al tenor de lo dispuesto en el artículo 207 del CPACA. 

Esto es, que no se vinculo al proceso la Fiduciaria la Previsora S.A, 

 
“(…) 

Artículo 207. Control de legalidad. Agotada cada etapa del 

proceso, el juez ejercerá el control de legalidad para sanear los 

vicios que acarrean nulidades, los cuales, salvo que se trate de 

hechos nuevos, no se podrán alegar en las etapas siguientes. 

(..) 
 

2.- Mediante auto del 01 de septiembre de 2022 se ordenó 

admitir la demanda presentada por la Adriana Patricia Tolosa Figueroa contra la 

Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio Fomag (documento 05 del expediente digital) 

 

3.- No obstante, observa, este operador judicial que se cometió 

un error en el pronunciamiento de fondo del auto que admite la demanda, por 

consiguiente, este despacho considera menester impartir trámite 

correspondiente y notificar de la demanda a la Fiduciaria la Previsora S.A, para 

que ejerzan su defensa en el presente proceso 

 

En consecuencia, el Juzgado Once Administrativo Oral del Circuito 

Judicial de Bogotá 

 

 



RESUELVE 

 

PRIMERO: EJERCER control de legalidad en el proceso de la 

referencia, con fundamento en el artículo 207 del CPACA. En consecuencia, se 

dispone:   

 

Por secretaria notifíquese el auto de fecha 21 de septiembre de 

2022 Que Admite la demanda de la señora María Delianire Avellaneda Fuentes 

en contra de la Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio – FOMAG, Fiduciaria la Previsora S.A, 

Bogotá Distrito Capital – Secretaría de Educación del Bogotá. 

 

A la, Fiduciaria la Previsora S.A. para que ejerza su defensa como entidad 

demandada dentro del citado proceso. 

 

SEGUNDO: Se les solicita a las partes que los memoriales se 

radiquen a través del correo electrónico 

correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, canal habilitado para la recepción de 

correspondencia de los Juzgados Administrativos de Bogotá, indicándose el 

Despacho Judicial al que se dirige, número del expediente y las partes que 

conforman el mismo. 

 

TERCERO: La parte demandada deberá aportar con la 

contestación de la demanda todas las pruebas que tenga en su poder, el expediente 

y los antecedentes administrativos del acto demandado, así mismo deberá allegar 

constancia del traslado de las excepciones a la parte demandante, conforme a lo 

dispuesto en la Ley 2080 de 2021 que reformó la Ley 1437 de 2011. 

 

CUARTO: Se reconoce personería adjetiva al abogado PABLO 

ARTURO RODRÍGUEZ MARIÑO, como apoderado sustituto de la  SECRETARÍA 

DE EDUCACIÓN DEL DISTRITO en los términos y para los fines conferidos del 

poder otorgado por el Doctor PEDRO ANTONIO CHAUSTRE HERNÁNDEZ en 

calidad de Representante Legal de la Firma Representante Legal de la SOCIEDAD 

CHAUSTRE ABOGADOS S.A.S y conforme a poder otorgado por JULIAN 

FABRIZZIO HUERFANO ARDILA en calidad de Jefe de la Oficina Asesora Jurídica 

de la Secretaría de Educación del Distrito, según Resolución de Nombramiento No. 

2719 del 30 de agosto de 2022, Acta de Posesión No. 934 del 01 de septiembre de 

2022, y conforme al Decreto No. 089 de 24 de marzo de 2021 (documento 08 del 

expediente digital) 

 

QUINTO: Se les solicita a las partes que los memoriales se radiquen 

a través del correo electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, canal 



habilitado para la recepción de correspondencia de los Juzgados Administrativos de 

Bogotá, indicándose el Despacho Judicial al que se dirige, número del expediente y 

las partes que conforman el mismo 

 
 

Cumplido lo anterior, regrese al Despacho para proveer. 

 

Notifíquese y Cúmplase 

 

GIOVANNI HUMBERTO LEGRO MACHADO 

Juez 

 

ITB 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO 
CIRCUITO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 
No. 017 

Por anotación en ESTADO notifico a las partes l 
providencia anterior, hoy-19/05/2023 a las 8:00 a.m. 
 

 
_____________ 
Secretaria 



 

 

 

JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL 

CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C. 

 

Bogotá D.C., Dieciocho (18) de mayo de dos mil veintitrés (2023). 

 

Expediente: 2022-00308.  

DEMANDANTE: Andrea del Pilar Aldana 

Demandado: Nación – Ministerio de Educación Nacional – 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio – FOMAG, Fiduciaria la Previsora 

S.A, Distrito Capital y Bogotá Secretaría de 

Educación de Bogotá. 

********************************************************************************************** 

 

Visto el informe secretarial que antecede, observa el Despacho 

que, a través de auto del 01 de septiembre 2023 se admitió la demanda de la señora 

Andrea del Pilar Aldana contra la Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio- FOMAG 

 

1.- Tener por contestada la demanda por parte de la Secretaría 

Distrital de Educación, toda vez que fueron presentadas dentro del término de 

conformidad con el artículo 199 del C.P.A.C.A. (documento 08 y 09 del expediente 

digital). 

 

2.- Que el día 01 de marzo de 2023, la Secretaría del Despacho 

procedió a fijar las excepciones presentadas por la Secretaría de Educación de 

Bogotá–, como se observa en el documento 17 del expediente digital. 

 

No obstante, lo anterior la apoderada de la Secretaría de Educación 

del Distrito sustentó la excepción de “No comprender la demanda a todos los 

litisconsortes necesarios, de la siguiente manera: 

 
“(…) 

El litisconsorcio necesario se da en aquellos  

casos en los que la naturaleza de las relaciones jurídicas 

planteadas y debatidas en el procesos, no permiten emitir una 

decisión de fondo con las partes que hasta el momento se  

encuentran vinculadas al mismo, por encontrarse necesaria 

la comparecencia de una o varias personas, que podrían 

resultar afectadas con la decisión adoptada en razón a la 

relación jurídica debatida. 

 

El reconocimiento de las prestaciones sociales por parte del 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y la 



obligación de las Entidades Territoriales, esta regulado 

conforme con el Acuerdo No. 39 de 1988, en el cual el Consejo 

Directivo del Fondo prestacional del Magisterio, determinó el 

procedimiento encaminado al reconocimiento de un interés 

anual sobre el saldo de las cesantías de los docentes 

vinculados a partir de 1990 

 

De conformidad al comunicado No 008 de fecha 11-02-2020, 

expedido por Fiduprevisora S.A, se realizan precisiones a la 

luz del acuerdo No 39 de 1998, indicando, que correrá por 

cuenta de las Secretarías de Educación de la mano del área 

nominadora, liquidar los reportes de las cesantías e ingresar 

la información necesaria para llevar a cabo el proceso 

correspondiente a través de aplicativo Humano. Finalizado el 

proceso anterior, el sistema generará un reporte, el cual debe 

ser remitido directamente a Fiduprevisora S.A con fecha 

límite, improrrogable del 05-02-2021, de lo contrario conlleva 

a la no inclusión en nómina de los docentes. 

 

La Fiduciaria La Previsora S.A., en su calidad de 

administradora de los recursos del Fondo, en virtud del 

Decreto 2831 de 2005, por autorización de la Ley 91 de 1989, 

es quien debe pagar las prestaciones sociales reconocidas a 

los docentes afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, atendiendo al contrato de fiducia 

celebrado entre dicha entidad fiduciaria y el Ministerio de 

Educación; por tanto, su vinculación resulta no solo ajustada 

a derecho, sino necesaria. 

 

Por lo anterior, de manera comedida solicito a su Despacho 

que se vincule al presente trámite a La Fiduciaria La Previsora 

S.A. 

(…)” 

 

Así las cosas, Este Despacho procede a pronunciarse 

sobre la excepción propuesta que se enuncia, observando que en el artículo 

100, numeral 9 del C.G.P., se establece como una de las excepciones 

previas que se pueden proponer, la de “No comprender la demanda a todos 

los litisconsortes necesarios y teniendo en cuenta que el restablecimiento 

del derecho solicitado por la demandante es el reconocimiento y pago de la 

sanción moratoria establecida en la ley 50 de 1990 y las resultas del proceso 

son de su interés directo, y entre las pretensiones de la demanda se solicitó: 

 

“(…) 

1. Declarar la nulidad del acto administrativo ficto 

configurado el día 17 DE DICIEMBRE DEL 2021, frente a la 

petición presentada ante DISTRITO CAPITAL – SECRETARIA DE 

EDUCACIÒN DE BOGOTÀ, el día 17 DE SEPTIEMBRE DEL 2021, 

mediante la cual se niega el reconocimiento y pago de la 

SANCIÓN POR MORA por la no consignación oportuna de las 

cesantías establecida en la Ley 50 de 1990, artículo 99, 

equivalente a un (1) día de su salario por cada día de retardo,  

contados desde el 15 de febrero de 2021 fecha en que debió 

efectuarse el pago de las cesantías del año 2020, en el 

respectivo Fondo Prestacional y hasta el momento en que se 

acredite el pago de los valores correspondientes en la cuenta 

individual del docente, así como también niegan el derecho a 

la INDEMNIZACIÓN, por el pago tardío de los intereses a las 

cesantías, que se encuentra establecida en el artículo 1 de  

la Ley 52 de 1975, la Ley 50 de 1990 y el Decreto Nacional 

1176 de 1991, indemnización que es equivalente al valor 

cancelado de los intereses causados durante el año 2020, los 

cuales fueron cancelados superado el término legal, esto es, 

después del 31 de enero de 2021. 

 

Declarar que mi representado (a) tiene derecho a que la 

NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL - FOMAG y la 



entidad territorial DISTRITO CAPITAL – SECRETARIA DE 

EDUCACIÒN DE BOGOTÀ, de manera solidaria, le reconozca y 

pague la SANCIÓN POR MORA establecida en la Ley 50 de 

1990, artículo 99 y a la INDEMNIZACIÓN, por el pago tardío 

de los intereses a las cesantías, que se encuentra establecida 

en el artículo 1 de la Ley 52 de 1975, la Ley 50 de 1990 y el 

Decreto Nacional 1176 de 1991. 

(…)” 

 

El litisconsorcio necesario es una figura procesal que tiene como 

propósito vincular a un proceso o litigio un número plural de personas como parte 

pasiva o activa conectados por una única "relación jurídico sustancial", a fin de 

proferirse una decisión uniforme e igual para todos quienes integren la relación 

jurídico-procesal, por tanto se hace indispensable e imprescindible y por ende 

obligatoria su comparecencia. En ese sentido, la Sección Tercera del Consejo de 

Estado ha precisado al respecto lo siguiente: 

 

“(…) 

"El litisconsorcio necesario se presenta cuando la cuestión 

litigiosa tiene por objeto una relación jurídica material, única 

e indivisible, que debe resolverse de manera uniforme para 

todos los sujetos que integran la parte correspondiente 

(artículo 61 del C. G. del P.), lo cual impone que el proceso no 

pueda adelantarse sin la presencia de dicho litisconsorte, pues 

su vinculación resulta imprescindible y obligatoria”
29

  

(…) 

 

Por su parte, la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de 

Justicia ha precisado la conceptualización y los alcances del litisconsorcio 

necesario, así: 

 
“(…) 

La naturaleza de la relación jurídica sustancial que se debate 

en un proceso o Incluso una disposición legal, pueden 

imponer, en ciertos casos, la necesidad de integrar el 

contradictorio con todas las personas vinculadas a ella, pues 

no es posible escindirla «en tantas relaciones aisladas como 

sujetos activos o pasivos individualmente considerados 

existan» , porque la decisión que debe adoptarse 

necesariamente los comprende y obliga a todos ellos. Sin la 

presencia en el juicio de los sujetos vinculados a esa relación, 

entonces, no resulta procedente efectuar un pronunciamiento 

sobre el mérito de la cuestión litigiosa, dado que ésta debe 

dirimirse de manera uniforme para esos litisconsortes. De 

acuerdo con la doctrina jurisprudencial de la Corte, se trata 

de un «supuesto de legitimación forzosamente conjunta 

respecto de los titulares de la relación jurídica controvertida 

en el juicio» que surge cuando el vínculo o nexo de derecho 

sustancial sobre el cual debe recaer la resolución 

jurisdiccional está integrado «por una pluralidad de sujetos, 

bien sean activos o pasivos» que «se presenta como una sola, 

única e indivisible frente al conjunto de tales sujetos. En tal 

hipótesis, por consiguiente, un pronunciamiento del juez con 

alcances referidos a la totalidad de la relación no puede 

proceder con la Intervención única de alguno o algunos de los 

ligados por aquélla, si no necesariamente con la de todos» 

(G.J. TCXXXIV, p. 170 y CLXXX, p. 381) 
30

 

 
 
 
 

                                                           
29 Sección Tercera. Subsección “A”. Sentencia del 21 de noviembre de 2016. Radicado: 25000- 23-36-000-2014-00303-01 (55441). Consejero Ponente: Carlos Alberto Zambrano 

Barrrera 

30 Auto del 22 de julio de 2014. Rad. 11001-02-03-000-2012-02952-00. M.P. Dr. Ariel Salazar Ramírez. 



 
En efecto, la Ley 1564 de 2012 desarrolla el trámite que se debe 

surtir para la conformación del Litisconsorcio necesario; la regla general es que la 

demanda se formule por todas las partes y se dirija contra todas las partes, sin 

embargo, cuando esto no sucede, el juez de oficio ordenará el traslado y notificación 

del auto admisorio a quienes integren el contradictorio. 

 

En caso de no conformarse en debida forma el contradictorio en la 

fase de admisión de la demanda, el juez de oficio o a petición de parte citará las 

personas que deban comparecer, siempre y cuando no se haya dictado sentencia 

en primera instancia. 

 

Vale resaltar, que el anterior procedimiento aplica cuando se 

proponga como una solicitud de parte o en cumplimiento del deber legal del juez, 

contenido en el numeral 5º del artículo 42 del Código General del Proceso, de 

conformar o integrar el litisconsorcio necesario. Aunado a lo anterior, esta figura 

procesal también puede ser formulada como excepción previa tal como lo dispone 

el numeral 9 del artículo 100 ibídem: "No comprender la demanda a todos los 

litisconsortes necesarios", tal como sucede en el caso de marras. 

 

Resulta importante resaltar en este punto, que el litisconsorte 

necesario no es precisamente un tercero interviniente sino que se ubica en la 

categoría de parte dentro del litigio que se suscite, en la medida en que ingresan 

ocupando la posición de demandantes o demandados o en ambas dependiendo el 

caso, con los mismos derechos y deberes de los demás sujetos procesales. 

 

Así las cosas, para resolver la excepción previa propuesta, 

corresponde al juzgado establecer si resulta procedente la vinculación de la 

FIDUPREVISORA S. A., como litisconsorte necesario por pasiva, en los casos en los 

que como en el presente se solicita el reconocimiento y pago de la sanción moratoria 

por el pago tardío de cesantías. 

 

Conforme a lo anterior, considera el Despacho que se hace 

necesaria la vinculación a la FIDUCIARIA – FIDUPREVISORA S.A. 

 

Por lo anterior, se admite la solicitud de vinculación de integración 

del litis consorcio necesario solicitado por la apoderada de Secretaría de Educación 

del Distrito de la admisión de la demanda con sus anexos y providencias proferidas 

hasta etapa procesal.  

 

 

En consecuencia, se dispondrá lo siguiente:  

 



PRIMERO: Vincular al proceso a la FIDUCIARIA – 

FIDUPREVISORA S.A 

 

SEGUNDO: Conforme a los previsto en el numeral 8 del artículo 

35 de la Ley 2080 de 2021, que adicionó el artículo 162 de la Ley 1437 de 2011, 

la parte demandante deberá acreditar el debido acatamiento de esta disposición. 

 

TERCERO: Una vez se dé cumplimiento del numeral anterior por 

parte de la apoderada de la parte actora, por Secretaría del Despacho, notifíquese 

personalmente de esta providencia, demanda y anexos, de conformidad con los 

dispuesto en el artículo 172 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, a FIDUCIARIA – FIDUPREVISORA S.A. a los correos 

electrónicos institucionales. 

 

CUARTO: La parte demandada deberá aportar con la contestación de la 

demanda todas las pruebas que tenga en su poder, el expediente y los antecedentes 

administrativos del acto demandado, así mismo deberá allegar constancia del traslado de las 

excepciones a la parte demandante, conforme a lo dispuesto en la Ley 2080 de 2021 que 

reformó la Ley 1437 de 2011. 

 

QUINTO: Se reconoce personería adjetiva a la abogada VIVIANA 

CAROLINA RODRÍGUEZ PRIETO – como apoderada sustituta de la ALCALDÍA DE 

BOGOTÁ – SECRETARÍA DE EDUCACIÓN en los términos y para los fines conferidos del 

poder otorgado por el Doctor JUAN CARLOS JIMÉNEZ TRIANA en calidad apoderado 

especial quién también se le reconoce personería especial para actuar, conforme al poder 

visible documento 10 página 32 del expediente digital. 

 

SEXTO: Se reconoce personería adjetiva al abogado PABLO ARTURO 

RODRÍGUEZ MARIÑO, como apoderado sustituto de la  SECRETARÍA DE EDUCACIÓN 

DEL DISTRITO en los términos y para los fines conferidos del poder otorgado por el Doctor 

PEDRO ANTONIO CHAUSTRE HERNÁNDEZ en calidad de Representante Legal de la 

Firma Representante Legal de la SOCIEDAD CHAUSTRE ABOGADOS S.A.S y conforme a 

poder otorgado por JULIAN FABRIZZIO HUERFANO ARDILA en calidad de Jefe de la Oficina 

Asesora Jurídica de la Secretaría de Educación del Distrito, según Resolución de 

Nombramiento No. 2719 del 30 de agosto de 2022, Acta de Posesión No. 934 del 01 de 

septiembre de 2022, y conforme al Decreto No. 089 de 24 de marzo de 2021 (documento 13 

del expediente digital) 

 

SÉPTIMO: Se les solicita a las partes que los memoriales se radiquen a 

través del correo electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, canal habilitado para 

la recepción de correspondencia de los Juzgados Administrativos de Bogotá, indicándose el 

Despacho Judicial al que se dirige, número del expediente y las partes que conforman el 

mismo 

 
 



Cumplido lo anterior, regrese al Despacho para proveer. 

 

Notifíquese y Cúmplase 

 

GIOVANNI HUMBERTO LEGRO MACHADO 

Juez 

 

ITB 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO 
CIRCUITO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 
No. 017 

Por anotación en ESTADO notifico a las partes l 
providencia anterior, hoy-19/05/2023 a las 8:00 a.m. 
 

 
_____________ 
Secretaria 



 

 

JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO DE 
ORALIDAD DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 

D.C. 

 

Bogotá D.C., Dieciocho (18) de mayo de dos mil veintitrés (2023). 

 

Expediente: 2022-00309.  

DEMANDANTE: María Delianire Avellaneda Fuentes 

Demandado: Nación – Ministerio de Educación Nacional – 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio – FOMAG, Fiduciaria la Previsora 

S.A, Distrito Capital – Secretaría de Educación 

del Bogotá. 

********************************************************************************************** 

 

1.- Encontrándose el expediente al despacho para la siguiente 

etapa procesal, se advierte la existencia de un vicio en lo actuado hasta la fecha que 

es menester sanearlo al tenor de lo dispuesto en el artículo 207 del CPACA. Esto 

es, que no se vinculo al proceso la Fiduciaria la Previsora S.A, 

 
“(…) 

Artículo 207. Control de legalidad. Agotada cada etapa del 

proceso, el juez ejercerá el control de legalidad para sanear los 

vicios que acarrean nulidades, los cuales, salvo que se trate de 

hechos nuevos, no se podrán alegar en las etapas siguientes. 

(..) 
 

2.- Mediante auto del 01 de septiembre de 2022 se ordenó admitir 

la demanda presentada por la señora María Delianire Avellaneda contra la Nación – 

Ministerio de Educación Nacional –Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio Fomag (documento 05 del expediente digital) 

 

3.- No obstante, observa, este operador judicial que se cometió un 

error en el pronunciamiento de fondo del auto que admite la demanda, por 

consiguiente, este despacho considera menester impartir trámite correspondiente y 

notificar de la demanda a la Fiduciaria la Previsora S.A,  para que ejerzan su defensa 

en el presente proceso 

 

En consecuencia, el Juzgado Once Administrativo Oral del Circuito 

Judicial de Bogotá 

 

 



RESUELVE 

 

PRIMERO: EJERCER control de legalidad en el proceso de la 

referencia, con fundamento en el artículo 207 del CPACA. En consecuencia, se 

dispone:   

 

Por secretaria notifíquese el auto de fecha 21 de septiembre de 

2022 Que Admite la demanda de la señora María Delianire Avellaneda Fuentes en 

contra de la Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio – FOMAG, Fiduciaria la Previsora S.A, Distrito 

Capital – Secretaría de Educación del Bogotá. 

 

A la, Fiduciaria la Previsora S.A. para que ejerza su defensa como entidad 

demandada dentro del citado proceso. 

 

SEGUNDO: Se les solicita a las partes que los memoriales se 

radiquen a través del correo electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, 

canal habilitado para la recepción de correspondencia de los Juzgados 

Administrativos de Bogotá, indicándose el Despacho Judicial al que se dirige, 

número del expediente y las partes que conforman el mismo. 

 

TERCERO: La parte demandada deberá aportar con la contestación de la 

demanda todas las pruebas que tenga en su poder, el expediente y los antecedentes 

administrativos del acto demandado, así mismo deberá allegar constancia del traslado de las 

excepciones a la parte demandante, conforme a lo dispuesto en la Ley 2080 de 2021 que 

reformó la Ley 1437 de 2011. 

 

CUARTO: Se reconoce personería adjetiva al abogado GIOVANNY 

ALEXANDER SANABRIA VELÁZQUEZ, como apoderado sustituto de la  SECRETARÍA DE 

EDUCACIÓN DEL DISTRITO en los términos y para los fines conferidos del poder otorgado 

por el Doctor PEDRO ANTONIO CHAUSTRE HERNÁNDEZ en calidad de Representante 

Legal de la Firma Representante Legal de la SOCIEDAD CHAUSTRE ABOGADOS S.A.S y 

conforme a poder otorgado por JULIAN FABRIZZIO HUERFANO ARDILA en calidad de Jefe 

de la Oficina Asesora Jurídica de la Secretaría de Educación del Distrito, según Resolución 

de Nombramiento No. 2719 del 30 de agosto de 2022, Acta de Posesión No. 934 del 01 de 

septiembre de 2022, y conforme al Decreto No. 089 de 24 de marzo de 2021 (documento 08 

del expediente digital) 

 

QUINTO: Se les solicita a las partes que los memoriales se radiquen a 

través del correo electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, canal habilitado para 

la recepción de correspondencia de los Juzgados Administrativos de Bogotá, indicándose el 

Despacho Judicial al que se dirige, número del expediente y las partes que conforman el 

mismo 

 
 



Cumplido lo anterior, regrese al Despacho para proveer. 

 

Notifíquese y Cúmplase 

 

GIOVANNI HUMBERTO LEGRO MACHADO 

Juez 

 

ITB 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO 
CIRCUITO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 
No. 017 

Por anotación en ESTADO notifico a las partes l 
providencia anterior, hoy-19/05/2023 a las 8:00 a.m. 
 

 
_____________ 
Secretaria 



 

JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO DE 
ORALIDAD DEL CIRCUITO  

DE BOGOTÁ D.C. 

Bogotá D.C., dieciocho (18) de mayo de dos mil veintitrés (2023) 

 

Expediente: 2022-00311.  

Demandante: Jenny Carolina Méndez Yustes 

Demandado: Nación – Ministerio de Educación Nacional – 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio – FOMAG, Fiduciaria la Previsora 

S.A, Distrito Capital y Bogotá Secretaría de 

Educación de Bogotá. 

------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------ 

 

 

Visto el informe secretarial que antecede y dando cumplimiento a lo 

dispuesto en el artículo 38 de la Ley 2080 de 2021 que modificó el parágrafo 2º del 

artículo 175 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, este Despacho observa. 

 

1.- Tener por contestada la demanda por parte de la Secretaría 

Distrital de Educación, toda vez que fueron presentadas dentro del término de 

conformidad con el artículo 199 del C.P.A.C.A. (documento 08 del expediente digital). 

 

2.- Que, la Secretaría del Despacho procedió a fijar las excepciones 

presentadas por la Secretaría Distrital de Educación, (documento 12 del expediente 

digital). 

 

3.- La apoderada de la demandante no contestó las excepciones 

presentadas por las entidades demandadas. 

 

4.- EXCEPCIONES PREVIAS. 

 

La abogada de la Secretaria de Educación Distrital, propuso las 

excepciones de “Falta de legitimación en la causa por pasiva (documento 08 página 40 

del expediente digital) 

 

 

4.1 El apoderado de la secretaria propone Falta de legitimación en la 

causa por pasiva, e indica Es posible que un sujeto que es parte del proceso, a pesar 

de estar legitimado en la causa del hecho, no este legitimado en la causa material, ya 



que no ostenta relación alguna con los hechos que dieron origen al proceso o, que, de 

conformidad con la ley sustancial, no está llamado a responder por los derechos 

vulnerados. Por lo cual genera que las pretensiones fracasen al no poder reparar los 

perjuicios ocasionados y que se dicte sentencia inhibitoria. 

 

Se pretende declarar la nulidad del acto ficto que negó la solicitud de 

reconocimiento de la sanción moratoria por la no consignación oportuna de las 

cesantías establecidas en la ley 50 de 1990, articulo 99, sin embargo, mi representada 

carece de legitimación en la causa por pasiva frente a lo pretendido por la parte actora, 

porque no se guarda vínculo con los hechos y controversias. 

 

El 31 de diciembre de cada año se hará la liquidación definitiva de 

cesantía, por la anualidad o por la fracción correspondiente, sin perjuicio de la que deba 

efectuarse en fecha diferente por la terminación del contrato de trabajo. 2ª. El 

empleador cancelará al trabajador los intereses legales del 12% anual o proporcionales 

por fracción, en los términos de las normas vigentes sobre el régimen tradicional de 

cesantía, con respecto a la suma causada en el año o en la fracción que se liquide 

definitivamente. 3ª. El valor liquidado por concepto de cesantía se consignará antes del 

15 de febrero del año siguiente.  

 

Las entidades territoriales reportan a comienzo de cada año las 

cesantías anuales causadas por los docentes a la Fiduprevisora y dicha fiduciaria 

calcula, líquida y gira directamente a cada uno de los docentes los intereses a las 

cesantías. de cada año y de manera oportuna los consolidados de cesantías docentes 

causadas durante la vigencia. 

 

La Secretaría de Educación de Bogotá, ni ninguna entidad territorial 

certificada paga intereses de cesantías a los docentes afiliados al FOMAG. Ahora bien, 

de conformidad con lo dispuesto en el numeral 6 del artículo 180 del CPACA, el juez 

se encuentra en la posibilidad de declarar la falta de legitimación en la causa por pasiva 

durante el trámite de la audiencia inicial, salvo que no exista certeza frente a la 

configuración de la excepción de legitimación en la causa de hecho y material, por 

activa o pasiva, asunto que deberá entonces resolverse en sentencia luego de 

evacuado todo el periodo probatorio. 

 

 

 

Respecto de los factores prestacionales de sus afiliados y finalmente, 

de la cual se destinan los recursos para la cancelación de las sumas reconocidas por 

los actos administrativos expedidos por las secretarias de educación territoriales, de 

manera que en los procesos en los que se discuta la liquidación de la prestación social 

– cesantías, tal como lo ha sostenido la jurisprudencia de esta corporación en casos 

similares cuya discusión se concretó en el régimen de liquidación de dicha prerrogativa 

laboral, no es procedente la vinculación de las entidades territoriales. 



 

5.- Consideraciones del despacho 

 

Con respecto a la legitimación en la causa por pasiva en providencia 

del 26 de abril de 2018, LA SUBSECCION “A”, DE LA SECCIÓN SEGUNDA DEL H. 

CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. 

Consejero ponente: William Hernández Gómez. Radicación número: 68-001-23-33-

000-2015-00739-01 (0743-2016),31 considero refiriéndose a la legitimación de por 

pasiva del FOMAG:  

 

“Así pues, el Despacho rectifica la posición asumida mediante 

providencia de 11 de diciembre de 2017,
32

 y reitera la 

interpretación pacífica de la Sección Segunda del Consejo de 

Estado
33

, consistente en que, en los procesos judiciales de nulidad y 

restablecimiento del derecho promovidos ante esta jurisdicción 

contra el Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, en los que 

se discuta el reconocimiento de prestaciones sociales, no es 

procedente la vinculación de las entidades territoriales.  

Esto, ya que las consecuencias económicas que se deriven de los 

actos administrativos proferidos en virtud de la desconcentración 

administrativa dada en la secretaría de educación territoriales de 

los entes certificados radican única y exclusivamente en la Nación –

Ministerio de Educación Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio” 

 

Ahora bien, en el escrito de la demanda, la parte actora solicitó en el 

acápite de pretensiones lo siguiente:  

 

“(…) 

 

1- 1. Declarar la nulidad del acto administrativo ficto configurado 

el día 27 DE DICIEMBRE DE 2021, frente a la petición presentada 

ante la Secretaria de Educación de Bogotá, el día 27 DE SEPTIEMBRE 

DE 2021 mediante la cual se niega el reconocimiento y pago de la 

SANCIÓN POR MORA por la no consignación oportuna de las 

cesantías establecida en la Ley 50 de 1990, artículo 99, equivalente 

a un (1) día de su salario por cada día de retardo, contados desde 

el 15 de febrero de 2021 fecha en que debió efectuarse el pago de 

las cesantías del año 2020, en el respectivo Fondo Prestacional y 

hasta el momento en que se acredite el pago de los valores 

correspondientes en la cuenta individual del docente, así como 

también niegan el derecho a la INDEMNIZACIÓN, por el pago tardío 

de los intereses a las cesantías, que se encuentra establecida en el 

artículo 1 de la Ley 52 de 1975, la Ley  

50 de 1990 y el Decreto Nacional 1176 de 1991, indemnización que 

es equivalente al valor cancelado de los intereses causados durante 

el año 2020, los cuales fueron cancelados superado el término legal, 

esto es, después del 31 de enero de 2021Declarar que mi 

representado (a) tiene derecho a que la NACIÓN- MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN NACIONAL - FOMAG y la entidad territorial DISTRITO 

CAPITAL – SECRETARIA DE EDUCACIÒN DE BOGOTÀ, de manera 

                                                           
31 Actor: LUZ NIDIA OLARTE MATEUS. Demandado: FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. AUTORIDADES 

NACIONALES. 
32 Dentro del proceso con radicación 66-001-23-33-000-2014-00114-01, número interno: 2587-2015 
33 En las sentencias del Consejo de Estado – Sala de lo Contencioso Administrativo (i) de la Subsección “A”: Consejero ponente Dr.  LUIS 
RAFAEL VERGARA QUINTERO del 2 de julio de 2015, Expediente: 25000-23-25-000-2012-00262-01(0836-13) Actor: Abel Rodríguez 
Céspedes, Demandado: Ministerio de Educación Nacional, Fondo Nacional De Prestaciones Sociales del Magisterio. Consejero ponente Dr. 
WILLIAM HERNÁNDEZ GÓMEZ del 12 de julio de 2017 Expediente: 08001-23-33-000-2012-00400-01(1874-14) Actor: Víctor Manuel Solano 
Ospina Demandado: Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y Distrito Especial, Industrial 
y Portuario de Barranquilla. (ii) de la Subsección “B” con ponencia del Dr. GERARDO ARENAS MONSALVE del 5 de diciembre de 2013 
Expediente: 25000-23-25-000-2009-00467-01(2769-12) Actor: Hugo Guerrero Cáceres, Demandado: Ministerio de Educación Nacional. Otra 
del mismo Ponente del 10 de julio de 2014, Expediente: 05001233100020050421801 (2713-2013) Actor: Gustavo de Jesús García Rua.  
Adicionalmente y más recientes, dos con ponencia de la Dra. SANDRA LISSET IBARRA VÉLEZ,  del 8 de septiembre de 2016  Expediente: 
15001-23-33-000-2013-00082-01(1530-14) Actor: Julio Bonilla Briceño Demandado: Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio y del 15 de noviembre de 2017. Expediente: 41001-23-33-000-2015-00686-01(4155-16) Actor: Adriana 
Murcia Villaneda, Demandado: Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio - Municipio 

de Neiva - Departamento del Huila.   



solidaria, le reconozca y pague la SANCIÓN POR MORA establecida 

en la Ley 50 de 1990, artículo 99 y a la INDEMNIZACIÓN, por el pago 

tardío de los intereses a las cesantías, que se encuentra establecida 

en el artículo 1 de Ley 52 de 1975, la Ley 50 de 1990 y el Decreto 

Nacional 1176 de 1991. 

 

2. Declarar que mi representado (a) tiene derecho a que la NACIÓN- 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL - FOMAG y LA ALCALDIA DE 

BOGOTÁ -la Entidad Territorial Secretaria de Educación de Bogotá 

de manera solidaria, le reconozca y pague la SANCIÓN POR MORA 

establecida en la Ley 50 de 1990, artículo 99 y a la INDEMNIZACIÓN, 

por el pago tardío de los intereses a las  

cesantías, que se encuentra establecida en el artículo 1 de la Ley 52 

de 1975, la Ley 50 de 1990 y el Decreto Nacional 1176 de 1991. 

(…)” 

 

Observa este Despacho, que la parte actora demandó acto 

administrativo ficto configurado el día 27 de diciembre de 2021, frente a la petición 

presentada ante la secretaria de educación de Bogotá, el día 27 de septiembre de 2021 

mediante la cual se niega el reconocimiento y pago de la sanción por mora. 

 

De esta manera las consecuencias económicas que se deriven de los 

actos administrativos proferidos en virtud de la desconcentración administrativa dada 

en las secretarías de educación territoriales de los entes certificados radican única y 

exclusivamente en la Nación –Ministerio de Educación Nacional- Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, aun cuando la Fiduciaria es la encargada de 

administrar los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 

 

La indemnización moratoria ha sido caracterizada por su naturaleza 

mixta, puesto que cumple simultáneamente una función sancionatoria y reparatoria 

como una medida tendiente a prevenir y reprimir la conducta del empleador que [de 

mala fe a la terminación del contrato de trabajo no paga al trabajador los salarios y 

prestaciones sociales que le corresponden con el ánimo de reparar de alguna manera 

el daño que tal comportamiento le ha podido ocasionar a sus derechos y compensar 

la pérdida del poder adquisitivo del dinero del trabajador en manos del empleador. 

Sobre la naturaleza jurídica de la indemnización moratoria vale la pena transcribir in 

extenso apartes de la Sentencia C-892 de 2009 

 

“(…) 

De otro lado, para lo que interesa a la solución del asunto de la 

referencia, debe tenerse en cuenta que la protección del pago oportuno 

de las acreencias laborales no solo se restringe al ámbito de la 

ejecución de la relación laboral, sino que también se extiende a los 

actos posteriores a su finalización.  Sobre el particular, el artículo 12-

2 del Convenio 95 de la OIT, mencionado en el precedente antes citado, 

establece la obligación de los Estados que en el evento en que “se 

termine el contrato de trabajo se deberá efectuar un ajuste final de 

todos los salarios debidos, de conformidad con la legislación nacional, 

un contrato colectivo o un laudo arbitral, o, en defecto de dicha 

legislación, contrato o laudo, dentro de un plazo razonable, habida 

cuenta de los términos del contrato.”  En ese sentido, finalizada la 



relación laboral, se entiende que el individuo queda en una situación 

de vulnerabilidad, derivada de la carencia de recursos económicos 

para garantizar su subsistencia futura. En tal sentido, el ordenamiento 

jurídico está llamado a ofrecer herramientas dirigidas a (i) lograr el 

pago pronto y efectivo de las acreencias; y (ii) desestimular que el 

empleador incurra en mora, para así evitar que el incumplimiento 

acarree la inminencia de un perjuicio irremediable contra el 

trabajador y su familia. 

(…)”
34

 

 

El artículo 65 del Código Sustantivo del Trabajo, sustituido por el 

artículo 29 de la Ley 789/02, esa sanción, equivalente al último salario diario por cada 

día de retardo, resulta aplicable cuando el empleador no paga al trabajador los 

salarios y prestaciones debidas, salvo en los casos de retención autorizados por la 

ley o convenidos por las partes.  Además, a manera de herramienta supletoria a la 

indemnización, la norma acusada igualmente dispone el reconocimiento de intereses 

moratorios respecto de salarios y prestaciones en dinero, en el caso que el trabajador 

no haya iniciado la reclamación judicial de sus acreencias dentro de los 24 meses 

siguientes a la fecha de terminación del contrato. 

 

En relación con la liquidación y el pago de cesantías parciales, la Ley 

50 estableció la posibilidad de financiar con estas los pagos por concepto de 

matrículas del trabajador, su cónyuge, compañera o compañero permanente y sus 

hijos, en entidades de educación superior reconocidas por el Estado 

 

El Consejo de Estado ha sentado un criterio solido respecto a la 

obligación por parte del FOMAG en el reconocimiento y pago de las prestaciones 

sociales y la incidencia que ello tiene sobre el deber de cancelar la sanción moratoria. 

En sus palabras señaló 

 

“(…) 

“Así pues, la Sala considera que en los procesos judiciales de nulidad y 

restablecimiento del derecho promovidos ante esta jurisdicción contra 

el Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, en los que se discuta 

el reconocimiento de prestaciones sociales, no es procedente la 

vinculación delas entidades territoriales; porque las consecuencias 

económicas que se deriven de los actos administrativos proferidos en 

virtud de la desconcentración administrativa dada en la secretarías de 

educación territoriales, radican únicamente en la Nación – Ministerio 

de Educación Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio
35

 

(…)” 

 

                                                           
34 Sentencia C-892 de 2009 
35 1 Consejo de Estado, Sección Segunda- Subsección B. Auto de 11 de abril de 2019. Consejero Ponente: César Palomino Cortés. 



Los entes territoriales actúan como unos meros facilitadores para 

que los docentes nacionalizados tramiten el reconocimiento y pago de las cesantías, 

la cual está a cargo del Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, pues si bien, 

estos elaboran los proyectos de actos administrativos de reconocimiento de cesantías 

de los mencionados docentes y posteriormente con la aprobación de la Fiduciaria 

encargada de la administración de los recursos de FOMAG los suscriben, es en 

representación de dicho Fondo por mandato de la ley y en esa medida, no obligan al 

ente territorial, ni se comprometen sus recursos para el pago de tales prestaciones. 

 

En el entendido de que la legitimación en la causa por el lado pasivo, 

es la identidad del demandado con quien tiene el deber correlativo de satisfacer el 

derecho y la figura del litisconsorcio necesario se da cuando hay relaciones jurídicas 

sobre las cuales no es posible pronunciarse por partes, fraccionándolas o 

calificándolas solo respecto de algunos de sus sujetos, porque, indispensablemente, 

la decisión comprende y obliga a todos, es evidente que quien tiene a cargo las 

prestaciones sociales de los docentes nacionalizados es el Fondo de Prestaciones 

Sociales del Magisterio.  

 

Por tanto, las exceptivas no está llamada a prosperar 

 

Así las cosas, se declarará no probadas las exceptivas propuestas por 

el Distrito Capital – Secretaría de Educación del Bogotá., máxime cuando lo que se 

pretende en la declaración y posterior nulidad de un presunto acto ficto 

 

Del mismo modo, es claro que la parte actora solicita como pretensión 

la declaratoria nulidad de acto administrativo proferido por las entidades vinculadas, en 

razón a lo anterior, se declarará no probada la excepción previa de “falta de legitimación 

en la causa por pasiva” presentada por la Alcaldía de Bogotá – Secretaría de Educación 

y se continuará con el trámite procesal correspondiente. 

 

Téngase en cuenta, que en el acto administrativo cuya nulidad se 

depreca vincula directamente a la Fiduciaria la Previsora S.A., quien actúa como 

administradora de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, por ello se declara no probada la excepción de falta de legitimación en la 

causa por pasiva de las dos entidades. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Once Administrativo de Oralidad 

del Circuito Judicial de Bogotá D.C.,  

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO: Declarar no probada la excepción previa de “Falta de 

legitimación por pasiva necesarios respecto de la Secretaría de Educación Distrital, por 

las razones expuestas. 



 

SEGUNDO: En cumplimiento a lo dispuesto al artículo 180 del Código 

de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, se dispone a fijar 

fecha para Audiencia Inicial de carácter virtual: el martes 30 de mayo de 2023 a las 

10:30 a.m.  

 

TERCERO: Se reconoce personería adjetiva al abogado ANDRES 

DAVID MUÑOZ CRUZ, como apoderado sustituto de la  SECRETARÍA DE 

EDUCACIÓN DEL DISTRITO en los términos y para los fines conferidos del poder 

otorgado por el Doctor PEDRO ANTONIO CHAUSTRE HERNÁNDEZ en calidad de 

Representante Legal de la Firma Representante Legal de la SOCIEDAD CHAUSTRE 

ABOGADOS S.A.S y conforme a poder otorgado por JULIAN FABRIZZIO HUERFANO 

ARDILA en calidad de Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la Secretaría de 

Educación del Distrito, según Resolución de Nombramiento No. 2719 del 30 de agosto 

de 2022, Acta de Posesión No. 934 del 01 de septiembre de 2022, y conforme al 

Decreto No. 089 de 24 de marzo de 2021 (documento 08 del expediente digital) 

 

CUARTO: Las excepciones de fondo se resolverán en sentencia.  

 

QUINTO: Se les solicita a las partes que los memoriales se radiquen 

a través del correo electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, canal 

habilitado para la recepción de correspondencia de los Juzgados Administrativos de 

Bogotá, indicándose el Despacho Judicial al que se dirige, número del expediente y las 

partes que conforman el mismo. 

 

 

Notifíquese y Cúmplase 

 

GIOVANNI HUMBERTO LEGRO MACHADO 

Juez 

 

ITB 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO 
CIRCUITO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 
No. 017 

Por anotación en ESTADO notifico a las partes l 
providencia anterior, hoy-19/05/2023 a las 8:00 a.m. 
 

 
_____________ 
Secretaria 



 

JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO 
 DE ORALIDAD DEL CIRCUITO  

DE BOGOTÁ D.C. 

Bogotá D.C., dieciocho (18) de mayo de dos mil veintitrés (2023). 
 

 
Expediente: 2022-00312.  

Demandante: Adriana Mercedes Casallas Martínez 

Demandado: Subred Integrada de Servicios de Salud Sur 

Occidente E.S.E. 

------------------------------------------------------------------------------------------------------------------- 

 
Revisado el expediente se observa que, la apoderada de la Subred 

Integrada de Servicios de Salud Sur Occidente E.S.E, presento contestación a la 

demanda en termino, no propuso excepciones previas para resolver en esta etapa 

procesal, el Despacho procede con la siguiente etapa dentro del proceso de la 

referencia. Cabe señalar, que las excepciones de fondo se resolverán en sentencia. 

 

En cumplimiento a lo dispuesto al artículo 180 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, se dispone a fijar 

fecha para Audiencia Inicial de carácter Virtual: el miércoles 31 de mayo de 2023 a 

las 09:00 a.m. 

 

Se advierte a los apoderados que el instructivo para diligencias 

virtuales y protocolo de las mismas, se encuentra a su disposición en la página web de 

la rama judicial o en la siguiente URL: 

 

“https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-11-administrativo-de-

bogota/310” 

 

La asistencia a esta audiencia será obligatoria, so pena de dar 

aplicación del numeral 4 del artículo 180 del C.P.A.C.A. 

 

Se reconoce personería al abogado Nicolás Ramiro Vargas Argüello 

como apoderado de la parte demandada en los términos y para los fines del poder 

conferido por la señora Martha Yolanda Ruiz Valdés, en calidad de Gerente y 

representante legal de la empresa social del estado y conforme al poder allegado. 

(documento 23 del expediente digital)  

 

Se admite la renuncia de poder presentada por la doctora German 

Stphanny Sánchez Gutiérrez, en calidad de apoderada de la señora Adriana Mercedes 

Casallas Martínez, de conformidad con el memorial visible a folios 11 al 13 del 

expediente 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-11-administrativo-de-bogota/310
https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-11-administrativo-de-bogota/310


 

Se reconoce personería al abogado Diego Armando Angarita Alvarado 

como apoderado de la parte demandada en los términos y para los fines del poder 

conferido por la señora la señora Adriana Mercedes Casallas Martín y conforme al 

poder allegado. (documento 23 del expediente digital) 

 

 

Se solicita a los apoderados sí tienen ánimo conciliatorio aportar 

previamente al correo del juzgado, el acta del Comité de Conciliación de la entidad, que 

la autoriza. 

 

Finalmente, se les solicita a las partes que los memoriales se 

radiquen a través del correo electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, 

canal habilitado para la recepción de correspondencia de los Juzgados Administrativos 

de Bogotá, indicándose el Despacho Judicial al que se dirige, número del expediente y  

las partes que conforman el mismo. 

 

 

Notifíquese y Cúmplase 

 

GIOVANNI HUMBERTO LEGRO MACHADO 

Juez 

 

ITB 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO 
CIRCUITO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 
No. 017 

Por anotación en ESTADO notifico a las partes l 
providencia anterior, hoy-19/05/2023 a las 8:00 a.m. 
 

 
_____________ 
Secretaria 



 

JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO DE 
ORALIDAD DEL 

CIRCUITO DE BOGOTÁ 

Bogotá, D.C., dieciocho (18) de mayo de dos mil veintitrés (2023). 

 

Expediente: 2022-00314 

 

Teniendo en cuenta que la parte actora presentó memorial a través 

de correo electrónico el 17 de marzo del 2023, (documento 19 del expediente 

digital), mediante el cual solicitó la reforma de la demanda en relación con los 

fundamentos de derecho, razones de derecho y la modificación de uno de los 

testigos. 

 

Sobre el particular observa: 

 

Teniendo en cuenta el Artículo 173 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo el cual cita 

 

“(…) 

El demandante podrá adicionar, aclarar o modificar la demanda, 

por una sola vez, conforme a las siguientes reglas: 

1. La reforma podrá proponerse hasta el vencimiento de los diez 

(10) días siguientes al traslado de la demanda. De la admisión de la 

reforma se correrá traslado mediante notificación por estado y por 

la mitad del término inicial. Sin embargo, si se llama a nuevas 

personas al proceso, de la admisión de la demanda y de su reforma 

se les notificará personalmente y se les correrá traslado por el 

término inicial. 

2. La reforma de la demanda podrá referirse a las partes, las 

pretensiones, los hechos en que estas se fundamentan o a las 

pruebas. 

3. No podrá sustituirse la totalidad de las personas demandantes o 

demandadas ni todas las pretensiones de la demanda. Frente a 

nuevas pretensiones deberán cumplirse los requisitos de 

procedibilidad. 

La reforma podrá integrarse en un solo documento con la demanda 

inicial. Igualmente, el juez podrá disponer que el demandante la 

integre en un soto documento con la demanda inicial. 

(…)” 

 

Por estar presentada en oportunidad y por reunir los requisitos 

legales, se admite la reformade la demanda, presentada por la apoderada de la 

parte actora, en los términos del memorial radicado el 17 de marzo de 2023. 

 

En consecuencia, se dispone, lo siguiente: 

 

1.-Córrase traslado de la reforma de la demanda a CALDÍA DE 

BOGOTÁ- JARDÍN BOTANICO DE BOGOTÁ JOISÉ CELESTINO MUTIS por la 



mitad del término inicial, atendiendo lo ordenado en el numeral primero del artículo 

173 del C.P.A.C.A. 

 

Notifíquese y Cúmplase 

 

GIOVANNI HUMBERTO LEGRO MACHADO 

Juez 

 

ITB 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO 
CIRCUITO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 
No. 017 

Por anotación en ESTADO notifico a las partes l 
providencia anterior, hoy-19/05/2023 a las 8:00 a.m. 
 

 
_____________ 
Secretaria 



 

JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO DE 
ORALIDAD DEL CIRCUITO  

DE BOGOTÁ D.C. 

Bogotá D.C., dieciocho (18) de mayo de dos mil veintitrés (2023) 

 
Expediente: 2022-00315.  

Demandante: Jorge Alirio Cuan Naranjo 

Demandado: Nación – Ministerio de Educación Nacional – 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio – FOMAG, Fiduciaria la Previsora 

S.A, y Bogotá Distrito Capital y Bogotá 

Secretaría de Educación de Bogotá. 

------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------ 

 

Visto el informe secretarial que antecede y dando cumplimiento a lo 

dispuesto en el artículo 38 de la Ley 2080 de 2021 que modificó el parágrafo 2º del 

artículo 175 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, este Despacho observa. 

 

1.- Tener por contestada la demanda por parte de la Secretaría 

Distrital de Educación, toda vez que fueron presentadas dentro del término de 

conformidad con el artículo 199 del C.P.A.C.A. (documento 08 del expediente digital). 

 

2.- Que, la Secretaría del Despacho procedió a fijar las excepciones 

presentadas por la Secretaría Distrital de Educación, (documento 10 del expediente 

digital). 

 

3.- La apoderada de la demandante no contestó las excepciones 

presentadas por las entidades demandadas. 

 

4.- EXCEPCIONES PREVIAS. 

 

La abogada de la Secretaria de Educación Distrital, propuso las 

excepciones de “Falta de legitimación en la causa por pasiva (documento 08 página 47 

del expediente digital) 

 

4.1 El apoderado de la secretaria propone Falta de legitimación en la 

causa por pasiva, e indica que a Secretaria de Educación Distrital no es quien gira los 

recursos para el pago de las cesantías causadas al 31 de diciembre de 2020 sino el 

Ministerio de Educación Nacional entidad que los gira directamente a la Fiduprevisora, 

es decir los recursos por este concepto no provienen del ente territorial que represento. 



Por otro lado, a quien corresponde a la Fiduprevisora calcular, liquidar y girar 

directamente a cada uno de los docentes los intereses a las cesantias. 

 

Que, establece que entre el demandante y el demandado por 

intermedio de la pretensión procesal; es decir es una relación jurídica nacida de la 

atribución de una conducta, en la demanda, y de la notificación de está al demandado. 

Quien cita a otro y endilga a otro la conducta causante de la demanda, está legitimado 

de hecho por activa y aquél a quien se cita y se atribuya acción u omisión resulta 

legitimado de hecho y por pasiva, después de la notificación del auto admisorio de la 

demanda. 

 

La Secretaría de Educación Distrital no se encuentra legitimada en la 

causa por pasiva, porque si la ley no le ha transferido la administración del Fondo  de 

prestaciones Sociales del Magisterio, no puede entrar a variar los factores  y mucho 

menos conciliar los efectos patrimoniales de los actos administrativos, y aquellos 

dineros no le pertenecen 

 

La sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del 

Fondo y conforme con los formatos únicos por ésta adoptados, certificación de tiempo 

de servicios y régimen salarial y prestacional, del docente peticionario causahabiente, 

de acuerdo con la normatividad vigente 

 

Que la fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, copia de los actos administrativos 

de reconocimiento de prestaciones sociales a cargo de éste, junto con la constancia de 

ejecutoria para efecto de pago y dentro delos 3 días siguientes a que se encuentre en 

firme.” 

 

5.- Consideraciones del despacho 

 

Con respecto a la legitimación en la causa por pasiva en providencia 

del 26 de abril de 2018, LA SUBSECCION “A”, DE LA SECCIÓN SEGUNDA DEL H. 

CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. 

Consejero ponente: William Hernández Gómez. Radicación número: 68-001-23-33-

000-2015-00739-01 (0743-2016),36 considero refiriéndose a la legitimación de por 

pasiva del FOMAG:  

 

“Así pues, el Despacho rectifica la posición asumida mediante 

providencia de 11 de diciembre de 2017,
37

 y reitera la 

interpretación pacífica de la Sección Segunda del Consejo de 

Estado
38

, consistente en que, en los procesos judiciales de nulidad y 

                                                           
36 Actor: LUZ NIDIA OLARTE MATEUS. Demandado: FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. AUTORIDADES 

NACIONALES. 
37 Dentro del proceso con radicación 66-001-23-33-000-2014-00114-01, número interno: 2587-2015 
38 En las sentencias del Consejo de Estado – Sala de lo Contencioso Administrativo (i) de la Subsección “A”: Consejero ponente Dr.  LUIS 
RAFAEL VERGARA QUINTERO del 2 de julio de 2015, Expediente: 25000-23-25-000-2012-00262-01(0836-13) Actor: Abel Rodríguez 
Céspedes, Demandado: Ministerio de Educación Nacional, Fondo Nacional De Prestaciones Sociales del Magisterio. Consejero ponente Dr. 
WILLIAM HERNÁNDEZ GÓMEZ del 12 de julio de 2017 Expediente: 08001-23-33-000-2012-00400-01(1874-14) Actor: Víctor Manuel Solano 
Ospina Demandado: Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y Distrito Especial, Industrial 



restablecimiento del derecho promovidos ante esta jurisdicción 

contra el Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, en los que 

se discuta el reconocimiento de prestaciones sociales, no es 

procedente la vinculación de las entidades territoriales.  

Esto, ya que las consecuencias económicas que se deriven de los 

actos administrativos proferidos en virtud de la desconcentración 

administrativa dada en la secretaría de educación territoriales de 

los entes certificados radican única y exclusivamente en la Nación –

Ministerio de Educación Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio” 

 

Ahora bien, en el escrito de la demanda, la parte actora solicitó en el 

acápite de pretensiones lo siguiente:  

 

“(…) 

1- Declarar la nulidad del acto administrativo ficto configurado el 

día 25 DE NOVIEMBRE DE 2021, frente a la petición presentada ante 

la Secretaria de Educación de Bogotá, el día 25 DE AGOSTO DE 

2021, mediante la cual se niega el reconocimiento y pago de la 

SANCIÓN POR MORA por la no consignación oportuna de las 

cesantías establecida en la Ley 50 de 1990, artículo 99, equivalente 

a un (1) día de su salario por cada día de retardo, contados desde 

el 15 de febrero de 2021 fecha en que debió efectuarse el pago de 

las cesantías del año 2020, en el  

respectivo Fondo Prestacional y hasta el momento en que se acredite 

el pago de los valores correspondientes en la cuenta individual del 

docente, así como también niegan el derecho a la INDEMNIZACIÓN, 

por el pago tardío de los intereses a las cesantías, que se encuentra 

establecida en el artículo 1 de la Ley 52 de 1975, la Ley 50 de 1990 

y el Decreto Nacional 1176 de 1991, indemnización que es 

equivalente al valor cancelado de los intereses causados durante el 

año 2020, los cuales fueron cancelados superado el término legal, 

esto es, después del 31 de enero de 2021.. 

 

Declarar que mi representado (a) tiene derecho a que la NACIÓN- 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL - FOMAG y LA ALCALDIA DE 

BOGOTÁ - 

la Entidad Territorial Secretaria de Educación de Bogotá de manera 

solidaria, le reconozca y pague la SANCIÓN POR MORA establecida 

en la Ley 50 de 1990, artículo 99 y a la INDEMNIZACIÓN, por el pago 

tardío de los intereses a las  

cesantías, que se encuentra establecida en el artículo 1 de la Ley 52 

de 1975, la Ley 50 de 1990 y el Decreto Nacional 1176 de 1991 

 (…)” 

 

observa este despacho, que la parte actora demandó acto 

administrativo ficto configurado el día 25 de noviembre de 2021, frente a la petición 

                                                           
y Portuario de Barranquilla. (ii) de la Subsección “B” con ponencia del Dr. GERARDO ARENAS MONSALVE del 5 de diciembre de 2013 
Expediente: 25000-23-25-000-2009-00467-01(2769-12) Actor: Hugo Guerrero Cáceres, Demandado: Ministerio de Educación Nacional. Otra 
del mismo Ponente del 10 de julio de 2014, Expediente: 05001233100020050421801 (2713-2013) Actor: Gustavo de Jesús García Rua.  
Adicionalmente y más recientes, dos con ponencia de la Dra. SANDRA LISSET IBARRA VÉLEZ,  del 8 de septiembre de 2016  Expediente: 
15001-23-33-000-2013-00082-01(1530-14) Actor: Julio Bonilla Briceño Demandado: Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio y del 15 de noviembre de 2017. Expediente: 41001-23-33-000-2015-00686-01(4155-16) Actor: Adriana 
Murcia Villaneda, Demandado: Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio - Municipio 

de Neiva - Departamento del Huila.   



presentada ante la secretaria de educación de Bogotá, el día 25 de agosto de 2021, 

mediante la cual se niega el reconocimiento y pago de la sanción por mora 

 

De esta manera las consecuencias económicas que se deriven de los 

actos administrativos proferidos en virtud de la desconcentración administrativa dada 

en las secretarías de educación territoriales de los entes certificados radican única y 

exclusivamente en la Nación –Ministerio de Educación Nacional- Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, aun cuando la Fiduciaria es la encargada de 

administrar los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 

 

La indemnización moratoria ha sido caracterizada por su naturaleza 

mixta, puesto que cumple simultáneamente una función sancionatoria y reparatoria 

como una medida tendiente a prevenir y reprimir la conducta del empleador que [de 

mala fe a la terminación del contrato de trabajo no paga al trabajador los salarios y 

prestaciones sociales que le corresponden con el ánimo de reparar de alguna manera 

el daño que tal comportamiento le ha podido ocasionar a sus derechos y compensar 

la pérdida del poder adquisitivo del dinero del trabajador en manos del empleador. 

Sobre la naturaleza jurídica de la indemnización moratoria vale la pena transcribir in 

extenso apartes de la Sentencia C-892 de 2009 

 

“(…) 

De otro lado, para lo que interesa a la solución del asunto de la 

referencia, debe tenerse en cuenta que la protección del pago oportuno 

de las acreencias laborales no solo se restringe al ámbito de la 

ejecución de la relación laboral, sino que también se extiende a los 

actos posteriores a su finalización.  Sobre el particular, el artículo 12-

2 del Convenio 95 de la OIT, mencionado en el precedente antes citado, 

establece la obligación de los Estados que en el evento en que “se 

termine el contrato de trabajo se deberá efectuar un ajuste final de 

todos los salarios debidos, de conformidad con la legislación nacional, 

un contrato colectivo o un laudo arbitral, o, en defecto de dicha 

legislación, contrato o laudo, dentro de un plazo razonable, habida 

cuenta de los términos del contrato.”  En ese sentido, finalizada la 

relación laboral, se entiende que el individuo queda en una situación 

de vulnerabilidad, derivada de la carencia de recursos económicos 

para garantizar su subsistencia futura. En tal sentido, el ordenamiento 

jurídico está llamado a ofrecer herramientas dirigidas a (i) lograr el 

pago pronto y efectivo de las acreencias; y (ii) desestimular que el 

empleador incurra en mora, para así evitar que el incumplimiento 

acarree la inminencia de un perjuicio irremediable contra el 

trabajador y su familia. 

(…)”
39

 

 

El artículo 65 del Código Sustantivo del Trabajo, sustituido por el 

artículo 29 de la Ley 789/02, esa sanción, equivalente al último salario diario por cada 

                                                           
39 Sentencia C-892 de 2009 



día de retardo, resulta aplicable cuando el empleador no paga al trabajador los 

salarios y prestaciones debidas, salvo en los casos de retención autorizados por la 

ley o convenidos por las partes.  Además, a manera de herramienta supletoria a la 

indemnización, la norma acusada igualmente dispone el reconocimiento de intereses 

moratorios respecto de salarios y prestaciones en dinero, en el caso que el trabajador 

no haya iniciado la reclamación judicial de sus acreencias dentro de los 24 meses 

siguientes a la fecha de terminación del contrato. 

 

En relación con la liquidación y el pago de cesantías parciales, la Ley 

50 estableció la posibilidad de financiar con estas los pagos por concepto de 

matrículas del trabajador, su cónyuge, compañera o compañero permanente y sus 

hijos, en entidades de educación superior reconocidas por el Estado 

 

El Consejo de Estado ha sentado un criterio solido respecto a la 

obligación por parte del FOMAG en el reconocimiento y pago de las prestaciones 

sociales y la incidencia que ello tiene sobre el deber de cancelar la sanción moratoria. 

En sus palabras señaló 

 
“(…) 

“Así pues, la Sala considera que en los procesos judiciales de nulidad y 

restablecimiento del derecho promovidos ante esta jurisdicción contra 

el Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, en los que se discuta 

el reconocimiento de prestaciones sociales, no es procedente la 

vinculación delas entidades territoriales; porque las consecuencias 

económicas que se deriven de los actos administrativos proferidos en 

virtud de la desconcentración administrativa dada en la secretarías de 

educación territoriales, radican únicamente en la Nación – Ministerio 

de Educación Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio
40

 

(…)” 

 
Los entes territoriales actúan como unos meros facilitadores para 

que los docentes nacionalizados tramiten el reconocimiento y pago de las cesantías, 

la cual está a cargo del Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, pues si bien, 

estos elaboran los proyectos de actos administrativos de reconocimiento de cesantías 

de los mencionados docentes y posteriormente con la aprobación de la Fiduciaria 

encargada de la administración de los recursos de FOMAG los suscriben, es en 

representación de dicho Fondo por mandato de la ley y en esa medida, no obligan al 

ente territorial, ni se comprometen sus recursos para el pago de tales prestaciones. 

 

En el entendido de que la legitimación en la causa por el lado pasivo, 

es la identidad del demandado con quien tiene el deber correlativo de satisfacer el 

derecho y la figura del litisconsorcio necesario se da cuando hay relaciones jurídicas 

sobre las cuales no es posible pronunciarse por partes, fraccionándolas o 

calificándolas solo respecto de algunos de sus sujetos, porque, indispensablemente, 

la decisión comprende y obliga a todos, es evidente que quien tiene a cargo las 

prestaciones sociales de los docentes nacionalizados es el Fondo de Prestaciones 

Sociales del Magisterio.  

                                                           
40 1 Consejo de Estado, Sección Segunda- Subsección B. Auto de 11 de abril de 2019. Consejero Ponente: César Palomino Cortés. 



 

Por tanto, las exceptivas no está llamada a prosperar 

 

Así las cosas, se declarará no probadas las exceptivas propuestas por 

el Distrito Capital – Secretaría de Educación del Bogotá., máxime cuando lo que se 

pretende en la declaración y posterior nulidad de un presunto acto ficto 

 

Del mismo modo, es claro que la parte actora solicita como pretensión 

la declaratoria nulidad de acto administrativo proferido por las entidades vinculadas, en 

razón a lo anterior, se declarará no probada la excepción previa de “falta de legitimación 

en la causa por pasiva” presentada por la Alcaldía de Bogota – Secretaría de Educación 

y se continuará con el trámite procesal correspondiente. 

 

Téngase en cuenta, que en el acto administrativo cuya nulidad se 

depreca vincula directamente a la Fiduciaria la Previsora S.A., quien actúa como 

administradora de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, por ello se declara no probada la excepción de falta de legitimación en la 

causa por pasiva de las dos entidades. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Once Administrativo de Oralidad 

del Circuito Judicial de Bogotá D.C.,  

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO: Declarar no probada la excepción previa de “Falta de 

legitimación por pasiva necesarios respecto de la Secretaría de Educación Distrital, por 

las razones expuestas. 

 

SEGUNDO: En cumplimiento a lo dispuesto al artículo 180 del Código 

de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, se dispone a fijar 

fecha para Audiencia Inicial de carácter virtual: el miércoles 31 de mayo de 2023 a 

las 10:30 a.m.  

 

TERCERO: Se reconoce personería adjetiva al abogado PABLO 

ARTURO RODRÍGUEZ MARIÑO como apoderado sustituto de la  SECRETARÍA DE 

EDUCACIÓN DEL DISTRITO en los términos y para los fines conferidos del poder 

otorgado por el Doctor PEDRO ANTONIO CHAUSTRE HERNÁNDEZ en calidad de 

Representante Legal de la Firma Representante Legal de la SOCIEDAD CHAUSTRE 

ABOGADOS S.A.S y conforme a poder otorgado por JULIAN FABRIZZIO HUERFANO 

ARDILA en calidad de Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la Secretaría de 

Educación del Distrito, según Resolución de Nombramiento No. 2719 del 30 de agosto 

de 2022, Acta de Posesión No. 934 del 01 de septiembre de 2022, y conforme al 

Decreto No. 089 de 24 de marzo de 2021 (documento 08 del expediente digital) 

 



CUARTO: Las excepciones de fondo se resolverán en sentencia.  

 

QUINTO: Se les solicita a las partes que los memoriales se radiquen 

a través del correo electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, canal 

habilitado para la recepción de correspondencia de los Juzgados Administrativos de 

Bogotá, indicándose el Despacho Judicial al que se dirige, número del expediente y las 

partes que conforman el mismo. 

 

Notifíquese y Cúmplase 

 

GIOVANNI HUMBERTO LEGRO MACHADO 

Juez 

 

ITB 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO 
CIRCUITO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 
No. 017 

Por anotación en ESTADO notifico a las partes l 
providencia anterior, hoy-19/05/2023 a las 8:00 a.m. 
 

 
_____________ 
Secretaria 



 

JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO DE 
ORALIDAD DEL CIRCUITO  

DE BOGOTÁ D.C. 

Bogotá D.C., dieciocho (18) de mayo de dos mil veintitrés (2023) 

 

Expediente: 2022-00316.  

Demandante: Lidia Marina Martínez Pico 

Demandado: Nación – Ministerio de Educación Nacional – 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio – FOMAG, Fiduciaria la Previsora 

S.A, Distrito Capital y Bogotá Secretaría de 

Educación de Bogotá. 

------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------ 

 

 

Visto el informe secretarial que antecede y dando cumplimiento a lo 

dispuesto en el artículo 38 de la Ley 2080 de 2021 que modificó el parágrafo 2º del 

artículo 175 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, este Despacho observa. 

 

1.- Tener por contestada la demanda por parte de la Secretaría 

Distrital de Educación, toda vez que fueron presentadas dentro del término de 

conformidad con el artículo 199 del C.P.A.C.A. (documento 08 del expediente digital). 

 

2.- Que, la Secretaría del Despacho procedió a fijar las excepciones 

presentadas por la Secretaría Distrital de Educación, (documento 10 del expediente 

digital). 

 

3.- La apoderada de la demandante no contestó las excepciones 

presentadas por las entidades demandadas. 

 

4.- EXCEPCIONES PREVIAS. 

 

La abogada de la Secretaria de Educación Distrital, propuso las 

excepciones de “Falta de legitimación en la causa por pasiva (documento 08 página 66 

del expediente digital) 

 

4.1 El apoderado de la secretaria propone Falta de legitimación en la 

causa por pasiva, e indica que la legitimación de hecho en la causa se entiende como 

la relación procesal. La cual establece que se dé entre el demandante y el demandado 

por intermedio de la pretensión procesal; es decir es una relación jurídica nacida de la 



atribución de una conducta, en la demanda, y de la notificación de está al demandado. 

Quien cita a otro y endilga a otro la conducta causante de la demanda, está legitimado 

de hecho por activa y aquél a quien se cita y se atribuya acción u omisión resulta 

legitimado de hecho y por pasiva, después de la notificación del auto admisorio de la 

demanda 

 

La falta de legitimación material en la causa por activa o por pasiva, 

no enerva la pretensión procesal en su contenido, como sí lo hace una excepción de 

fondo. Sin más, si la legitimación en la causa es un presupuesto de la sentencia de 

fondo, porque otorga a las partes el derecho a que el juez se pronuncie sobre el mérito 

de las pretensiones del actor las razones de la oposición por el demandado 

 

La sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del 

Fondo y conforme con los formatos únicos por ésta adoptados, certificación de tiempo 

de servicios y régimen salarial y prestacional, del docente peticionario o causahabiente, 

de acuerdo con la normatividad vigente. 

 

La sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, copia de los actos 

administrativos de reconocimiento de prestaciones sociales a cargo de éste, junto con 

la constancia de ejecutoria para efecto de pago y dentro delos 3 días siguientes a que 

se encuentre en firme 

 

5.- Consideraciones del despacho 

 

Con respecto a la legitimación en la causa por pasiva en providencia 

del 26 de abril de 2018, LA SUBSECCION “A”, DE LA SECCIÓN SEGUNDA DEL H. 

CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. 

Consejero ponente: William Hernández Gómez. Radicación número: 68-001-23-33-

000-2015-00739-01 (0743-2016),41 considero refiriéndose a la legitimación de por 

pasiva del FOMAG:  

 

“Así pues, el Despacho rectifica la posición asumida mediante 

providencia de 11 de diciembre de 2017,
42

 y reitera la 

interpretación pacífica de la Sección Segunda del Consejo de 

Estado
43

, consistente en que, en los procesos judiciales de nulidad y 

restablecimiento del derecho promovidos ante esta jurisdicción 

contra el Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, en los que 

                                                           
41 Actor: LUZ NIDIA OLARTE MATEUS. Demandado: FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. AUTORIDADES 

NACIONALES. 
42 Dentro del proceso con radicación 66-001-23-33-000-2014-00114-01, número interno: 2587-2015 
43 En las sentencias del Consejo de Estado – Sala de lo Contencioso Administrativo (i) de la Subsección “A”: Consejero ponente Dr.  LUIS 
RAFAEL VERGARA QUINTERO del 2 de julio de 2015, Expediente: 25000-23-25-000-2012-00262-01(0836-13) Actor: Abel Rodríguez 
Céspedes, Demandado: Ministerio de Educación Nacional, Fondo Nacional De Prestaciones Sociales del Magisterio. Consejero ponente Dr. 
WILLIAM HERNÁNDEZ GÓMEZ del 12 de julio de 2017 Expediente: 08001-23-33-000-2012-00400-01(1874-14) Actor: Víctor Manuel Solano 
Ospina Demandado: Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y Distrito Especial, Industrial 
y Portuario de Barranquilla. (ii) de la Subsección “B” con ponencia del Dr. GERARDO ARENAS MONSALVE del 5 de diciembre de 2013 
Expediente: 25000-23-25-000-2009-00467-01(2769-12) Actor: Hugo Guerrero Cáceres, Demandado: Ministerio de Educación Nacional. Otra 
del mismo Ponente del 10 de julio de 2014, Expediente: 05001233100020050421801 (2713-2013) Actor: Gustavo de Jesús García Rua.  
Adicionalmente y más recientes, dos con ponencia de la Dra. SANDRA LISSET IBARRA VÉLEZ,  del 8 de septiembre de 2016  Expediente: 
15001-23-33-000-2013-00082-01(1530-14) Actor: Julio Bonilla Briceño Demandado: Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio y del 15 de noviembre de 2017. Expediente: 41001-23-33-000-2015-00686-01(4155-16) Actor: Adriana 
Murcia Villaneda, Demandado: Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio - Municipio 

de Neiva - Departamento del Huila.   



se discuta el reconocimiento de prestaciones sociales, no es 

procedente la vinculación de las entidades territoriales.  

Esto, ya que las consecuencias económicas que se deriven de los 

actos administrativos proferidos en virtud de la desconcentración 

administrativa dada en la secretaría de educación territoriales de 

los entes certificados radican única y exclusivamente en la Nación –

Ministerio de Educación Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio” 

 

Ahora bien, en el escrito de la demanda, la parte actora solicitó en el 

acápite de pretensiones lo siguiente:  

 
“(…) 

1. Declarar la nulidad del acto administrativo ficto configurado el 

día 25 DE NOVIEMBRE DE 2021, frente a la petición presentada ante 

la Secretaria de Educación de Bogotá, el día 25 DE AGOSTO DE 

2021, mediante la cual se niega el reconocimiento y pago de la 

SANCIÓN POR MORA por la no consignación oportuna de las 

cesantías establecida en la Ley 50 de 1990, artículo 99, equivalente 

a un (1) día de su salario por cada día de retardo, contados desde 

el 15 de febrero de 2021 fecha en que debió efectuarse el pago de 

las cesantías del año 2020, en el respectivo Fondo Prestacional y 

hasta el momento en que se acredite el pago de los valores 

correspondientes en la cuenta individual del docente, así como 

también niegan el derecho a la INDEMNIZACIÓN, por el pago tardío 

de los intereses a las cesantías, que se encuentra establecida en el 

artículo 1 de la Ley 52 de 1975, la Ley  

50 de 1990 y el Decreto Nacional 1176 de 1991, indemnización que 

es equivalente al valor cancelado de los intereses causados durante 

el año 2020, los cuales fueron cancelados superado el término legal, 

esto es, después del 31 de enero de 2021. 

 

2. Declarar que mi representado (a) tiene derecho a que la NACIÓN- 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL - FOMAG y LA ALCALDIA DE 

BOGOTÁ -la Entidad Territorial Secretaria de Educación de Bogotá 

de manera solidaria, le reconozca y pague la SANCIÓN POR MORA 

establecida en la Ley 50 de 1990, artículo 99 y a la INDEMNIZACIÓN, 

por el pago tardío de los intereses a las cesantías, que se encuentra 

establecida en el artículo 1 de la Ley 52 de 1975, la Ley 50 de 1990 

y el Decreto Nacional 1176 de 1991 

 (…)” 

 

Observa este Despacho, que la parte actora demandó acto 

administrativo ficto configurado el día 25 de noviembre de 2021, frente a la petición 

presentada ante la secretaria de educación de Bogotá, el día 25 de agosto de 2021, 

mediante la cual se niega el reconocimiento y pago de la sanción por mora. 

 

De esta manera las consecuencias económicas que se deriven de los 

actos administrativos proferidos en virtud de la desconcentración administrativa dada 

en las secretarías de educación territoriales de los entes certificados radican única y 

exclusivamente en la Nación –Ministerio de Educación Nacional- Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, aun cuando la Fiduciaria es la encargada de 

administrar los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 

 

La indemnización moratoria ha sido caracterizada por su naturaleza 

mixta, puesto que cumple simultáneamente una función sancionatoria y reparatoria 

como una medida tendiente a prevenir y reprimir la conducta del empleador que [de 

mala fe a la terminación del contrato de trabajo no paga al trabajador los salarios y 

prestaciones sociales que le corresponden con el ánimo de reparar de alguna manera 



el daño que tal comportamiento le ha podido ocasionar a sus derechos y compensar 

la pérdida del poder adquisitivo del dinero del trabajador en manos del empleador. 

Sobre la naturaleza jurídica de la indemnización moratoria vale la pena transcribir in 

extenso apartes de la Sentencia C-892 de 2009 

 

“(…) 

De otro lado, para lo que interesa a la solución del asunto de la 

referencia, debe tenerse en cuenta que la protección del pago oportuno 

de las acreencias laborales no solo se restringe al ámbito de la 

ejecución de la relación laboral, sino que también se extiende a los 

actos posteriores a su finalización.  Sobre el particular, el artículo 12-

2 del Convenio 95 de la OIT, mencionado en el precedente antes citado, 

establece la obligación de los Estados que en el evento en que “se 

termine el contrato de trabajo se deberá efectuar un ajuste final de 

todos los salarios debidos, de conformidad con la legislación nacional, 

un contrato colectivo o un laudo arbitral, o, en defecto de dicha 

legislación, contrato o laudo, dentro de un plazo razonable, habida 

cuenta de los términos del contrato.”  En ese sentido, finalizada la 

relación laboral, se entiende que el individuo queda en una situación 

de vulnerabilidad, derivada de la carencia de recursos económicos 

para garantizar su subsistencia futura. En tal sentido, el ordenamiento 

jurídico está llamado a ofrecer herramientas dirigidas a (i) lograr el 

pago pronto y efectivo de las acreencias; y (ii) desestimular que el 

empleador incurra en mora, para así evitar que el incumplimiento 

acarree la inminencia de un perjuicio irremediable contra el 

trabajador y su familia. 

(…)”
44

 

 
El artículo 65 del Código Sustantivo del Trabajo, sustituido por el 

artículo 29 de la Ley 789/02, esa sanción, equivalente al último salario diario por cada 

día de retardo, resulta aplicable cuando el empleador no paga al trabajador los 

salarios y prestaciones debidas, salvo en los casos de retención autorizados por la 

ley o convenidos por las partes.  Además, a manera de herramienta supletoria a la 

indemnización, la norma acusada igualmente dispone el reconocimiento de intereses 

moratorios respecto de salarios y prestaciones en dinero, en el caso que el trabajador 

no haya iniciado la reclamación judicial de sus acreencias dentro de los 24 meses 

siguientes a la fecha de terminación del contrato. 

 

En relación con la liquidación y el pago de cesantías parciales, la Ley 

50 estableció la posibilidad de financiar con estas los pagos por concepto de 

matrículas del trabajador, su cónyuge, compañera o compañero permanente y sus 

hijos, en entidades de educación superior reconocidas por el Estado 

 

El Consejo de Estado ha sentado un criterio solido respecto a la 

obligación por parte del FOMAG en el reconocimiento y pago de las prestaciones 

sociales y la incidencia que ello tiene sobre el deber de cancelar la sanción moratoria. 

En sus palabras señaló 

 
“(…) 

“Así pues, la Sala considera que en los procesos judiciales de nulidad y 

restablecimiento del derecho promovidos ante esta jurisdicción contra 

el Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, en los que se discuta 

el reconocimiento de prestaciones sociales, no es procedente la 

vinculación delas entidades territoriales; porque las consecuencias 

                                                           
44 Sentencia C-892 de 2009 



económicas que se deriven de los actos administrativos proferidos en 

virtud de la desconcentración administrativa dada en la secretarías de 

educación territoriales, radican únicamente en la Nación – Ministerio 

de Educación Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio
45

 

(…)” 

 
Los entes territoriales actúan como unos meros facilitadores para 

que los docentes nacionalizados tramiten el reconocimiento y pago de las cesantías, 

la cual está a cargo del Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, pues si bien, 

estos elaboran los proyectos de actos administrativos de reconocimiento de cesantías 

de los mencionados docentes y posteriormente con la aprobación de la Fiduciaria 

encargada de la administración de los recursos de FOMAG los suscriben, es en 

representación de dicho Fondo por mandato de la ley y en esa medida, no obligan al 

ente territorial, ni se comprometen sus recursos para el pago de tales prestaciones. 

 

En el entendido de que la legitimación en la causa por el lado pasivo, 

es la identidad del demandado con quien tiene el deber correlativo de satisfacer el 

derecho y la figura del litisconsorcio necesario se da cuando hay relaciones jurídicas 

sobre las cuales no es posible pronunciarse por partes, fraccionándolas o 

calificándolas solo respecto de algunos de sus sujetos, porque, indispensablemente, 

la decisión comprende y obliga a todos, es evidente que quien tiene a cargo las 

prestaciones sociales de los docentes nacionalizados es el Fondo de Prestaciones 

Sociales del Magisterio.  

 

Por tanto, las exceptivas no está llamada a prosperar 

 

Así las cosas, se declarará no probadas las exceptivas propuestas por 

el Distrito Capital – Secretaría de Educación del Bogotá., máxime cuando lo que se 

pretende en la declaración y posterior nulidad de un presunto acto ficto 

 

Del mismo modo, es claro que la parte actora solicita como pretensión 

la declaratoria nulidad de acto administrativo proferido por las entidades vinculadas, en 

razón a lo anterior, se declarará no probada la excepción previa de “falta de legitimación 

en la causa por pasiva” presentada por la Alcaldía de Bogotá – Secretaría de Educación 

y se continuará con el trámite procesal correspondiente. 

 

Téngase en cuenta, que en el acto administrativo cuya nulidad se 

depreca vincula directamente a la Fiduciaria la Previsora S.A., quien actúa como 

administradora de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, por ello se declara no probada la excepción de falta de legitimación en la 

causa por pasiva de las dos entidades. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Once Administrativo de Oralidad 

del Circuito Judicial de Bogotá D.C.,  

                                                           
45 1 Consejo de Estado, Sección Segunda- Subsección B. Auto de 11 de abril de 2019. Consejero Ponente: César Palomino Cortés. 



R E S U E L V E: 

 

PRIMERO: Declarar no probada la excepción previa de “Falta de 

legitimación por pasiva necesarios respecto de la Secretaría de Educación Distrital, por 

las razones expuestas. 

 

SEGUNDO: En cumplimiento a lo dispuesto al artículo 180 del Código 

de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, se dispone a fijar 

fecha para Audiencia Inicial de carácter virtual: el miércoles 31 de mayo de 2023 a 

las 10:30 a.m.  

 

TERCERO: Se reconoce personería adjetiva al abogado GIOVANNY 

ALEXANDER SANABRIA VELÁZQUEZ como apoderado sustituto de la  SECRETARÍA 

DE EDUCACIÓN DEL DISTRITO en los términos y para los fines conferidos del poder 

otorgado por el Doctor PEDRO ANTONIO CHAUSTRE HERNÁNDEZ en calidad de 

Representante Legal de la Firma Representante Legal de la SOCIEDAD CHAUSTRE 

ABOGADOS S.A.S y conforme a poder otorgado por JULIAN FABRIZZIO HUERFANO 

ARDILA en calidad de Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la Secretaría de 

Educación del Distrito, según Resolución de Nombramiento No. 2719 del 30 de agosto 

de 2022, Acta de Posesión No. 934 del 01 de septiembre de 2022, y conforme al 

Decreto No. 089 de 24 de marzo de 2021 (documento 08 del expediente digital) 

 

CUARTO: Las excepciones de fondo se resolverán en sentencia.  

 

QUINTO: Se les solicita a las partes que los memoriales se radiquen 

a través del correo electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, canal 

habilitado para la recepción de correspondencia de los Juzgados Administrativos de 

Bogotá, indicándose el Despacho Judicial al que se dirige, número del expediente y las 

partes que conforman el mismo. 

 

Notifíquese y Cúmplase 

 

GIOVANNI HUMBERTO LEGRO MACHADO 

Juez 

 

ITB 

 

 

 

 

 

 

JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO 
CIRCUITO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 
No. 017 

Por anotación en ESTADO notifico a las partes l 
providencia anterior, hoy-19/05/2023 a las 8:00 a.m. 
 

 
_____________ 
Secretaria 



 

JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO DE 
ORALIDAD DEL CIRCUITO  

DE BOGOTÁ D.C. 

Bogotá D.C., dieciocho (18) de mayo de dos mil veintitrés (2023) 

 

Expediente: 2022-00321.  

Demandante: Luz Dary Espitia Villamil 

Demandado: Nación – Ministerio de Educación Nacional – 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio – FOMAG , Fiduciaria la Previsora 

S.A y Bogotá Distrito Capital-Secretaría de 

Educación de Bogotá. 

------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------ 

 

 

Visto el informe secretarial que antecede y dando cumplimiento a lo 

dispuesto en el artículo 38 de la Ley 2080 de 2021 que modificó el parágrafo 2º del 

artículo 175 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, este Despacho observa. 

 

1.- Tener por contestada la demanda por parte de la Nación Ministerio 

Educación Nacional de prestaciones sociales del magisterio-Fiduprevisora S.A, toda 

vez que fueron presentadas dentro del término de conformidad con el artículo 199 del 

C.P.A.C.A. (documento 09 del expediente digital). 

 

2.- Así mismo, tener por contestada la demanda por parte de la 

Secretaría Distrital de Educación, toda vez que fueron presentadas dentro del término 

de conformidad con el artículo 199 del C.P.A.C.A. (documento 19 del expediente 

digital). 

 

3.- Que, la Secretaría del Despacho procedió a fijar las excepciones 

presentadas por el Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio – Fomag - Fiduciaria – Fiduprevisora S.A. y 

Secretaría Distrital de Educación, (documento 27 del expediente digital). 

 

4.- La apoderada de la demandante no contestó las excepciones 

presentadas por las entidades demandadas. 

 

 

5.- EXCEPCIONES PREVIAS. 

 



La abogada de la Nación- Ministerio de Educación Nacional de 

prestaciones sociales del magisterio-Fiduprevisora S.A, propuso las excepciones 

de “ineptitud de la demanda por falta de requisitos formales y falta de legitimación en 

la causa por pasiva y falta de legitimación en la causa por pasiva de las entidades que 

represento, para asumir pagos de cesantías e interés de cesantías cuando las mismas 

son reportadas por la entidad territorial extemporamente  ” (documento 09 página 17 a 

19 del expediente digital). 

 

Así mismo, la abogada de la Secretaria de Educación Distrital, 

propuso las excepciones de “Falta de legitimación en la causa por pasiva (documento 

19 página 41 del expediente digital) 

 

5.1 ineptitud sustancial de la demanda  

 

El apoderado de Ministerio de Educación Nacional – Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales de Magisterio Fiduprevisora S.A, manifiesta 

que se configura la indebida acumulación de presentaciones, en razón a que se 

pretende en la sanción moratoria conforme a la Ley 50 de 1990, régimen aplicable a 

las sociedades administradoras de fondos de cesantías, calidad que no ostenta el 

FOMAG al tratarse de un patrimonio autónomo cuya finalidad es el pago de las 

prestaciones sociales de los docentes y su vez el pago de la sanción moratoria 

contemplada en la Ley 244 de 1995 cuya pretensión va encaminada al reconocimiento 

y pago de la sanción moratoria por el pago tardío de las cesantías parciales o 

definitivas, tal y como se evidencia en su literalidad en el fragmento que se pasa a 

relacionar. 

 

Se observa que en la demanda no se explicó el objeto de violación en 

la forma indicada en el numeral 4 del artículo 162 de la Ley 1437 y mucho menos se 

invocó causal alguna para sustentar la supuesta nulidad en los términos del artículo 

137 ejusdem, ausencia que no solo se constituye como un defecto de forma, sino que 

desconoce el principio de lealtad procesal que debe imperar en todas las actuaciones 

judiciales 

 

Tampoco se preocupó por determinar con claridad los actos 

administrativos demandados, ni indicó con exactitud ante quien radicó la petición, 

omisión que impide ejercer el derecho de defensa a cabalidad, puesto que se 

desconoce si la petición fue radiada ante el ente territorial, ante el Ministerio de 

Educación o ante el Fomag, y es que no puede olvidarse que el numeral 3 del artículo 

162 ya mencionado obliga que los hechos y omisiones que servirán de fundamento a 

las pretensiones, deberán estar “debidamente determinados, clasificados y 

numerados”, lo cual se echa de menos en la demanda que es objeto de 

pronunciamiento 

 

5.2 falta de legitimación en la causa por pasiva. 



 

El apoderado de Ministerio de Educación Nacional – Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales de Magisterio, manifiesta  

 

La calidad de “empleador de los docentes”, que la ostenta la entidad 

territorial que tiene la obligación de realizar la actividad operativa de liquidación de las 

cesantías no de consignación, esta actividad operativa debe examinarse a la luz de las 

normas sobre la administración del personal docente que inicia desde la Ley 29 de 

1989 que realiza la desconcentración administrativa territorial, entregando a las 

entidades territoriales las funciones de administración del personal docente. 

 

Las entidades territoriales la obligación operativa de liquidar las 

cesantías se encuentra el art. 57 de la Ley 1955 de 2019 que indica: “Las cesantías 

definitivas y parciales de los docentes de que trata la Ley 91 de 1989 serán reconocidas 

y liquidadaspor la Secretaría de Educación de la entidad territorial y pagadas por el 

Fondo Nacional de Prestaciones 

 

5.4 Falta de legitimación en la causa por pasiva de las entidades 

que represento, para asumir pagos de cesantías e interés de cesantías cuando 

las mismas son reportadas por la entidad territorial extemporamente 

 

La fecha de recibo de reportes de cesantías para todas las Secretarías 

de Educación a nivel nacional, es hasta el 05 de febrero de 2021. Esta fecha es 

improrrogable y, por tanto, el no reporte oportuno de la información a esta entidad, 

conllevará la no inclusión en nómina de los docentes, siendo el Ente Territorial el 

responsable de las contingencias que se deriven en el pago de los intereses y por la 

mora en el pago de las prestaciones a favor de los docentes 

 

La Fiduciaria como vocera y administradora de los recursos del fondo 

nacional de prestaciones sociales del magisterio -FOMAG, programa los pagos de 

intereses a las cesantías con base en los reportes de cesantías allegados por la 

Secretaría de Educación, que en calidad de nominadora liquida las Cesantías y notifica 

al Educador 

 

5.5 Falta de legitimación en la causa por pasiva 

 

La apoderada de la secretaría de educación indica a legitimación en 

la causa por pasiva corresponde a la capacidad jurídica y procesal de la parte 

demandada para comparecer en juicio y oponerse de las pretensiones de la demanda, 

esta corporación ha determinado cual es el presupuesto procesal de la legitimación en 

la causa, que tiene dos dimensiones, (hecho y material) 

 

A pesar de estar legitimado en la causa del hecho, no este legitimado 

en la causa material, ya que no ostenta relación alguna con los hechos que dieron 



origen al proceso o, que, de conformidad con la ley sustancial, no está llamado a 

responder por los derechos vulnerados. Por lo cual genera que las pretensiones 

fracasen al no poder reparar los perjuicios ocasionados y que se dicte sentencia 

inhibitoria. 

 

Se pretende declarar la nulidad del acto ficto que negó la solicitud de 

reconocimiento de la sanción moratoria por la no consignación oportuna de las 

cesantías establecidas en la ley 50 de 1990, articulo 99, sin embargo, mi representada 

carece de legitimación en la causa por pasiva frente a lo pretendido por la parte actora, 

porque no se guarda vínculo con los hechos y controversias 

 

El 31 de diciembre de cada año se hará la liquidación definitiva de 

cesantía, por la anualidad o por la fracción correspondiente, sin perjuicio de la que deba 

efectuarse en fecha diferente por la terminación del contrato de trabajo. 2ª. El 

empleador cancelará al trabajador los intereses legales del 12% anual o proporcionales 

por fracción, en los términos de las normas vigentes sobre el régimen tradicional de 

cesantía. 

 

El reconocimiento y pago de las prestaciones sociales del magisterio, 

ésta una competencia otorgada al FOMAG como una cuenta especial de la nación, por 

ser en cabeza de quién se encuentra el patrimonio autónomo creado por la Ley 

respecto de los factores prestacionales de sus afiliados y finalmente, de la cual se 

destinan los recursos para la cancelación de las sumas reconocidas por los actos 

administrativos expedidos por las secretarias de educación territoriales, de manera que 

en los procesos en los que se discuta la liquidación de la prestación social – cesantías, 

tal como lo ha sostenido la jurisprudencia de esta corporación en casos similares cuya 

discusión se concretó en el régimen de liquidación de dicha prerrogativa laboral, no es 

procedente la vinculación de las entidades territoriales 

 

6.- Consideraciones del despacho 

 

Referente a la excepción de Ineptitud sustancial de la demanda por no 

cumplir con los requisitos formales se tiene que, en múltiple providencia judiciales de 

los Juzgados Administrativo, Tribunal y del H. Consejo de Estado, se ha hecho alusión 

a la figura de la “ineptitud sustantiva o sustancial de la demanda” como una excepción 

y/o causal de rechazo de demanda, incluso de fallos inhibitorios, lo cual constituye 

actualmente una imprecisión que debe ser superada. 

 

De lo anterior se advierte, que la denominación “ineptitud sustancial o 

sustantiva” ha tomado diferentes formas, sin embargo, técnicamente ha de señalarse 

que en la actualidad sólo es viable declarar próspera la que denomina la ley como 

“inepta demanda por falta de cualquiera de los requisitos formales o la indebida 

acumulación de pretensiones”, en las cuales encuadran parte de los supuestos en que 

se basaba la denominada “ineptitud sustancial o sustantiva”.  



 

En reciente pronunciamiento del H. Consejo de Estado, en providencia 

en sede de tutela del 15 de enero de 2018 dentro del proceso 2017-03032 (AC) 

proferida por la Subsección “A” – Sección Segunda del H. Consejo de Estado – 

Magistrado Ponente: Gabriel Valbuena Hernández, manifestó:  

 

“(…) 

En efecto, el ordenamiento jurídico colombiano consagra de manera 

expresa la excepción previa denominada “ineptitud de la demanda”, 

encaminada fundamentalmente a que se adecúe la misma a los 

requisitos de forma que permitan su análisis en sede judicial, so 

pena de la terminación anticipada del proceso. Esta se configura 

por dos razones:  

 

e) Por falta de requisitos formales. En este caso prospera la 

excepción cuando no se reúne los requisitos relacionados con el 

contenido y anexos de la demanda regulados en los artículos 162, 

163, 166 y 167 del C.P.A.C.A., en cuanto indican qué debe contener 

el texto de la misma, cómo se individualizan las pretensiones y los 

anexos que se deben allegar con ella (salvo los previstos en los 

ordinales 3. Y 4. del artículo 166 ibídem, que tiene una excepción 

propia prevista en el ordinal 6. del artículo 100 del C.G.P. 

 

Pese a ello, hay que advertir que estos requisitos pueden ser 

subsanados al momento de la reforma (Art. 173 del C.P.A.C.A. en 

concordancia con el ordinal 3. del artículo 101 del C.G.P. o dentro 

del término de traslado de la excepción respectiva, al tenor de lo 

previsto en el parágrafo segundo del artículo 175 del C.P.A.C.A. y 

101 ordinal1. del C.G.P.  

 

f) Por indebida acumulación de pretensiones. Esta modalidad 

surge por la inobservancia de los presupuestos normativos 

contenidos en los artículos 138 y 165 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.  

(…)”.   

 

En consecuencia, de conformidad con los parámetros normativos de 

la Ley 1564 de 2012 y el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, la excepción previa presenta denominada “ineptitud sustantiva de la 

demanda” se configura solamente por (i) la falta de requisitos formales de la demanda 

o (ii) la indebida acumulación de pretensiones, lo que en el caso en concreto no se 

logró probar.  

 

7.1 Falta de Legitimación en la Causa por Pasiva 

 

Con respecto a la legitimación en la causa por pasiva en providencia 

del 26 de abril de 2018, LA SUBSECCION “A”, DE LA SECCIÓN SEGUNDA DEL H. 

CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. 

Consejero ponente: William Hernández Gómez. Radicación número: 68-001-23-33-

000-2015-00739-01 (0743-2016),46 considero refiriéndose a la legitimación de por 

pasiva del FOMAG:  

“Así pues, el Despacho rectifica la posición asumida mediante 

providencia de 11 de diciembre de 2017,
47

 y reitera la 

interpretación pacífica de la Sección Segunda del Consejo de 

Estado
48

, consistente en que, en los procesos judiciales de nulidad y 

                                                           
46 Actor: LUZ NIDIA OLARTE MATEUS. Demandado: FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. AUTORIDADES 

NACIONALES. 
47 Dentro del proceso con radicación 66-001-23-33-000-2014-00114-01, número interno: 2587-2015 
48 En las sentencias del Consejo de Estado – Sala de lo Contencioso Administrativo (i) de la Subsección “A”: Consejero ponente Dr.  LUIS 



restablecimiento del derecho promovidos ante esta jurisdicción 

contra el Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, en los que 

se discuta el reconocimiento de prestaciones sociales, no es 

procedente la vinculación de las entidades territoriales.  

Esto, ya que las consecuencias económicas que se deriven de los 

actos administrativos proferidos en virtud de la desconcentración 

administrativa dada en la secretaría de educación territoriales de 

los entes certificados radican única y exclusivamente en la Nación –

Ministerio de Educación Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio” 

 

Ahora bien, en el escrito de la demanda, la parte actora solicitó en el 

acápite de pretensiones lo siguiente:  

 

“(…) 

1- Declarar la nulidad del acto administrativo ficto configurado el 

día 2 DE NOVIEMBRE DEL 2021, frente a la petición presentada ante 

DISTRITO CAPITAL – SECRETARIA DE EDUCACIÒN DE BOGOTÀ, el día 

2 DE AGOSTO DEL 2021, mediante la cual se niega el 

reconocimiento y pago de la SANCIÓN POR MORA por la no 

consignación oportuna de las cesantías establecida en la Ley 50 de 

1990, artículo 99, equivalente a un (1) día de su salario por cada 

día de retardo, contados desde el 15 de febrero de 2021 fecha en 

que debió efectuarse el pago de las cesantías del año 2020, en el 

respectivo Fondo Prestacional y hasta el momento en que se acredite 

el pago de los valores correspondientes en la cuenta individual del 

docente, así como también niegan el derecho a la INDEMNIZACIÓN, 

por el pago tardío de los intereses a las cesantías, que se encuentra 

establecida en el artículo 1 de la Ley 52 de 1975, la Ley 50 de 1990 

y el Decreto Nacional 1176 de  

1991, indemnización que es equivalente al valor cancelado de los 

intereses causados durante el año 2020, los cuales fueron 

cancelados superado el término legal, esto es, después del 31 de 

enero de 2021 

 

Declarar que mi representado (a) tiene derecho a que la NACIÓN- 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL - FOMAG y la entidad 

territorial DISTRITO CAPITAL – SECRETARIA DE EDUCACIÒN DE 

BOGOTÀ, de manera solidaria, le reconozca y pague la SANCIÓN 

POR MORA establecida en la Ley 50 de 1990, artículo 99 y a la 

INDEMNIZACIÓN, por el pago tardío de los intereses a las cesantías, 

que se encuentra establecida en el artículo 1 de la Ley 52 de 1975, 

la Ley 50 de 1990 y el Decreto Nacional 1176 de 1991 

(…)” 

 

Observa este Despacho, que la parte actora demandó el acto 

administrativo ficto configurado el día 2 de noviembre del 2021, frente a la petición 

presentada ante distrito capital – secretaria de Educación de Bogotá, el día 2 de agosto 

del 2021, mediante la cual se niega el reconocimiento y pago de la sanción por mora 

 

De esta manera las consecuencias económicas que se deriven de los 

actos administrativos proferidos en virtud de la desconcentración administrativa dada 

en las secretarías de educación territoriales de los entes certificados radican única y 

exclusivamente en la Nación –Ministerio de Educación Nacional- Fondo Nacional de 

                                                           
RAFAEL VERGARA QUINTERO del 2 de julio de 2015, Expediente: 25000-23-25-000-2012-00262-01(0836-13) Actor: Abel Rodríguez 
Céspedes, Demandado: Ministerio de Educación Nacional, Fondo Nacional De Prestaciones Sociales del Magisterio. Consejero ponente Dr. 
WILLIAM HERNÁNDEZ GÓMEZ del 12 de julio de 2017 Expediente: 08001-23-33-000-2012-00400-01(1874-14) Actor: Víctor Manuel Solano 
Ospina Demandado: Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y Distrito Especial, Industrial 
y Portuario de Barranquilla. (ii) de la Subsección “B” con ponencia del Dr. GERARDO ARENAS MONSALVE del 5 de diciembre de 2013 
Expediente: 25000-23-25-000-2009-00467-01(2769-12) Actor: Hugo Guerrero Cáceres, Demandado: Ministerio de Educación Nacional. Otra 
del mismo Ponente del 10 de julio de 2014, Expediente: 05001233100020050421801 (2713-2013) Actor: Gustavo de Jesús García Rua.  
Adicionalmente y más recientes, dos con ponencia de la Dra. SANDRA LISSET IBARRA VÉLEZ,  del 8 de septiembre de 2016  Expediente: 
15001-23-33-000-2013-00082-01(1530-14) Actor: Julio Bonilla Briceño Demandado: Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio y del 15 de noviembre de 2017. Expediente: 41001-23-33-000-2015-00686-01(4155-16) Actor: Adriana 
Murcia Villaneda, Demandado: Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio - Municipio 

de Neiva - Departamento del Huila.   



Prestaciones Sociales del Magisterio, aun cuando la Fiduciaria es la encargada de 

administrar los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 

 

7.2 Falta de legitimación en la causa por pasiva para asumir 

pagos de cesantías e interés de cesantías cuando las mismas son reportadas 

por la entidad territorial extemporáneamente” 

 

La indemnización moratoria ha sido caracterizada por su naturaleza 

mixta, puesto que cumple simultáneamente una función sancionatoria y reparatoria 

como una medida tendiente a prevenir y reprimir la conducta del empleador que [de 

mala fe a la terminación del contrato de trabajo no paga al trabajador los salarios y 

prestaciones sociales que le corresponden con el ánimo de reparar de alguna manera 

el daño que tal comportamiento le ha podido ocasionar a sus derechos y compensar 

la pérdida del poder adquisitivo del dinero del trabajador en manos del empleador. 

Sobre la naturaleza jurídica de la indemnización moratoria vale la pena transcribir in 

extenso apartes de la Sentencia C-892 de 2009 

 

“(…) 

De otro lado, para lo que interesa a la solución del asunto de la 

referencia, debe tenerse en cuenta que la protección del pago oportuno 

de las acreencias laborales no solo se restringe al ámbito de la 

ejecución de la relación laboral, sino que también se extiende a los 

actos posteriores a su finalización.  Sobre el particular, el artículo 12-

2 del Convenio 95 de la OIT, mencionado en el precedente antes citado, 

establece la obligación de los Estados que en el evento en que “se 

termine el contrato de trabajo se deberá efectuar un ajuste final de 

todos los salarios debidos, de conformidad con la legislación nacional, 

un contrato colectivo o un laudo arbitral, o, en defecto de dicha 

legislación, contrato o laudo, dentro de un plazo razonable, habida 

cuenta de los términos del contrato.”  En ese sentido, finalizada la 

relación laboral, se entiende que el individuo queda en una situación 

de vulnerabilidad, derivada de la carencia de recursos económicos 

para garantizar su subsistencia futura. En tal sentido, el ordenamiento 

jurídico está llamado a ofrecer herramientas dirigidas a (i) lograr el 

pago pronto y efectivo de las acreencias; y (ii) desestimular que el 

empleador incurra en mora, para así evitar que el incumplimiento 

acarree la inminencia de un perjuicio irremediable contra el 

trabajador y su familia. 

(…)”
49

 

 

El artículo 65 del Código Sustantivo del Trabajo, sustituido por el 

artículo 29 de la Ley 789/02, esa sanción, equivalente al último salario diario por cada 

día de retardo, resulta aplicable cuando el empleador no paga al trabajador los 

salarios y prestaciones debidas, salvo en los casos de retención autorizados por la 

ley o convenidos por las partes.  Además, a manera de herramienta supletoria a la 

indemnización, la norma acusada igualmente dispone el reconocimiento de intereses 

moratorios respecto de salarios y prestaciones en dinero, en el caso que el trabajador 

no haya iniciado la reclamación judicial de sus acreencias dentro de los 24 meses 

siguientes a la fecha de terminación del contrato. 

 

                                                           
49 Sentencia C-892 de 2009 



En relación con la liquidación y el pago de cesantías parciales, la Ley 

50 estableció la posibilidad de financiar con estas los pagos por concepto de 

matrículas del trabajador, su cónyuge, compañera o compañero permanente y sus 

hijos, en entidades de educación superior reconocidas por el Estado 

 

El Consejo de Estado ha sentado un criterio solido respecto a la 

obligación por parte del FOMAG en el reconocimiento y pago de las prestaciones 

sociales y la incidencia que ello tiene sobre el deber de cancelar la sanción moratoria. 

En sus palabras señaló 

 
“(…) 

“Así pues, la Sala considera que en los procesos judiciales de nulidad y 

restablecimiento del derecho promovidos ante esta jurisdicción contra 

el Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, en los que se discuta 

el reconocimiento de prestaciones sociales, no es procedente la 

vinculación delas entidades territoriales; porque las consecuencias 

económicas que se deriven de los actos administrativos proferidos en 

virtud de la desconcentración administrativa dada en la secretarías de 

educación territoriales, radican únicamente en la Nación – Ministerio 

de Educación Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio
50

 

(…)” 

 
Los entes territoriales actúan como unos meros facilitadores para 

que los docentes nacionalizados tramiten el reconocimiento y pago de las cesantías, 

la cual está a cargo del Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, pues si bien, 

estos elaboran los proyectos de actos administrativos de reconocimiento de cesantías 

de los mencionados docentes y posteriormente con la aprobación de la Fiduciaria 

encargada de la administración de los recursos de FOMAG los suscriben, es en 

representación de dicho Fondo por mandato de la ley y en esa medida, no obligan al 

ente territorial, ni se comprometen sus recursos para el pago de tales prestaciones. 

 

En el entendido de que la legitimación en la causa por el lado pasivo, 

es la identidad del demandado con quien tiene el deber correlativo de satisfacer el 

derecho y la figura del litisconsorcio necesario se da cuando hay relaciones jurídicas 

sobre las cuales no es posible pronunciarse por partes, fraccionándolas o 

calificándolas solo respecto de algunos de sus sujetos, porque, indispensablemente, 

la decisión comprende y obliga a todos, es evidente que quien tiene a cargo las 

prestaciones sociales de los docentes nacionalizados es el Fondo de Prestaciones 

Sociales del Magisterio.  

 

Por tanto, las exceptivas no está llamada a prosperar 

 

Así las cosas, se declarará no probadas las exceptivas propuestas por 

la Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio – FOMAG  – Fiduciaria la Previsora S.A, Distrito Capital – 

Secretaría de Educación del Bogotá., máxime cuando lo que se pretende en la 

declaración y posterior nulidad de un presunto acto ficto 

                                                           
50 1 Consejo de Estado, Sección Segunda- Subsección B. Auto de 11 de abril de 2019. Consejero Ponente: César Palomino Cortés. 



 

Del mismo modo, es claro que la parte actora solicita como pretensión 

la declaratoria nulidad de acto administrativo proferido por las entidades vinculadas, en 

razón a lo anterior, se declarará no probada la excepción previa de “falta de legitimación 

en la causa por pasiva” presentada por la Alcaldía de Bogota – Secretaría de Educación 

y se continuará con el trámite procesal correspondiente. 

 

Téngase en cuenta, que en el acto administrativo cuya nulidad se 

depreca vincula directamente a la Fiduciaria la Previsora S.A., quien actúa como 

administradora de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, por ello se declara no probada la excepción de falta de legitimación en la 

causa por pasiva de las dos entidades. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Once Administrativo de Oralidad 

del Circuito Judicial de Bogotá D.C.,  

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO: Declarar no probada las excepciones previas de “ineptitud 

sustancial de la demanda, falta de legitimación en la causa por pasiva y Falta de 

legitimación en la causa por pasiva de las entidades que represento, para asumir pagos 

de cesantías e interés de cesantías cuando las mismas son reportadas por la entidad 

territorial extemporáneamente”,, con respecto del Ministerio de Educación Nacional –

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, por las razones expuestas. 

 

SEGUNDO: Declarar no probada la excepción previa de “Falta de 

legitimación por pasiva y no comprender la demanda a todos los litisconsortes necesarios 

respecto de la Secretaría de Educación Distrital, por las razones expuestas. 

 

TERCERO: En cumplimiento a lo dispuesto al artículo 180 del Código 

de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, se dispone a fijar 

fecha para Audiencia Inicial de carácter virtual: el miércoles 31 de mayo de 2023 a 

las 10:30 a.m.  

 

CUARTO: Se reconoce personería adjetiva al abogado ANDRES 

DAVID MUÑOZ CRUZ como apoderado sustituto de la  SECRETARÍA DE 

EDUCACIÓN DEL DISTRITO en los términos y para los fines conferidos del poder 

otorgado por el Doctor PEDRO ANTONIO CHAUSTRE HERNÁNDEZ en calidad de 

Representante Legal de la Firma Representante Legal de la SOCIEDAD CHAUSTRE 

ABOGADOS S.A.S y conforme a poder otorgado por JULIAN FABRIZZIO HUERFANO 

ARDILA en calidad de Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la Secretaría de 

Educación del Distrito, según Resolución de Nombramiento No. 2719 del 30 de agosto 

de 2022, Acta de Posesión No. 934 del 01 de septiembre de 2022, y conforme al 

Decreto No. 089 de 24 de marzo de 2021 (documento 19 del expediente digital) 



 

QUINTO: Se reconoce personería adjetiva a la abogada LISETH 

VIVIANA GUERRA GONZALEZ como apoderadas sustituto de la NACIÓN - 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL en los términos y para los fines conferidos 

del poder otorgado por la Doctora CATALINA CELEMIN CARDOSO, calidad de 

apoderada general otorgado por el Doctor ALEJANDRO BOTERO VALENCIA, 

mediante Escritura Pública No. 129 de 19 de enero de 2023, protocolizada en la notaría 

27 del círculo de Bogotá, en calidad de Jefe de la Oficina Asesora Jurídica, conforme 

al poder allegado  (documento 10 del expediente) 

 

SEXTO: Se reconoce personería adjetiva a las abogadas EDID 

PAOLA ORDUZ TRUJILLO y ADRIANA PAOLA GÓMEZ PAYARES como apoderadas 

sustituto de la  FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A en los términos y para los fines 

conferidos del poder otorgado por el Doctor RONAL ALEXIS PRADA MANCILLA, 

obrando condición de Representante Legal para efectos judiciales y administrativos de 

FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A, sociedad que actúa única y exclusivamente en su 

calidad de Vocera y Administradora del Patrimonio Autónomo - Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales de Magisterio, constituida mediante Escritura Pública No. 25 del 

29 de marzo de 1985 de la Notaría 33 del Círculo Notarial de Bogotá, conforme al poder 

allegado (documento 11 del expediente) 

 

SEPTIMO: Las excepciones de fondo se resolverán en sentencia.  

 

OCTAVO: Se les solicita a las partes que los memoriales se radiquen 

a través del correo electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, canal 

habilitado para la recepción de correspondencia de los Juzgados Administrativos de 

Bogotá, indicándose el Despacho Judicial al que se dirige, número del expediente y las 

partes que conforman el mismo. 

 

 

Notifíquese y Cúmplase 

 

GIOVANNI HUMBERTO LEGRO MACHADO 

Juez 

 

ITB 

 

 

 

 

 

 

JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO 
CIRCUITO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 
No. 017 

Por anotación en ESTADO notifico a las partes l 
providencia anterior, hoy-19/05/2023 a las 8:00 a.m. 
 

 
_____________ 
Secretaria 



 

JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO 
 DE ORALIDAD DEL CIRCUITO  

DE BOGOTÁ D.C. 

Bogotá D.C., dieciocho (18) de mayo de dos mil veintitrés (2023). 
 

 
Expediente: 2022-00327.  

Demandante: Ana Gricelda Acosta Chavarro 

Demandado: Subred Integrada de Servicios de Salud Sur 

Occidente E.S.E. 

------------------------------------------------------------------------------------------------------------------- 

 
Revisado el expediente se observa que, el apoderado de la Subred 

Integrada de Servicios de Salud Sur Occidente E.S.E, presento contestación a la 

demanda en termino, no propuso excepciones previas para resolver en esta etapa 

procesal, el Despacho procede con la siguiente etapa dentro del proceso de la 

referencia. Cabe señalar, que las excepciones de fondo se resolverán en sentencia. 

 

En cumplimiento a lo dispuesto al artículo 180 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, se dispone a fijar 

fecha para Audiencia Inicial de carácter Virtual: el martes 06 de junio de 2023 a las 

09:00 a.m. 

 

Se advierte a los apoderados que el instructivo para diligencias 

virtuales y protocolo de las mismas, se encuentra a su disposición en la página web de 

la rama judicial o en la siguiente URL: 

 

“https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-11-administrativo-de-

bogota/310” 

 

La asistencia a esta audiencia será obligatoria, so pena de dar 

aplicación del numeral 4 del artículo 180 del C.P.A.C.A. 

 

Se reconoce personería al abogado Nicolás Ramiro Vargas Argüello 

como apoderado de la parte demandada en los términos y para los fines del poder 

conferido por la señora Martha Yolanda Ruiz Valdés, en calidad de Gerente y 

representante legal de la empresa social del estado y conforme al poder allegado. 

(documento 13 del expediente digital)  

 

Se solicita a los apoderados sí tienen ánimo conciliatorio aportar 

previamente al correo del juzgado, el acta del Comité de Conciliación de la entidad, que 

la autoriza. 

 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-11-administrativo-de-bogota/310
https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-11-administrativo-de-bogota/310


Finalmente, se les solicita a las partes que los memoriales se 

radiquen a través del correo electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, 

canal habilitado para la recepción de correspondencia de los Juzgados Administrativos 

de Bogotá, indicándose el Despacho Judicial al que se dirige, número del expediente y  

las partes que conforman el mismo. 

 

 

Notifíquese y Cúmplase 

 

GIOVANNI HUMBERTO LEGRO MACHADO 

Juez 

 

 

ITB 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO 
CIRCUITO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 
No. 017 

Por anotación en ESTADO notifico a las partes l 
providencia anterior, hoy-19/05/2023 a las 8:00 a.m. 
 

 
_____________ 
Secretaria 



 

JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO DE 
ORALIDAD DEL CIRCUITO  

DE BOGOTÁ D.C. 

Bogotá D.C., dieciocho (18) de mayo de dos mil veintitrés (2023) 

 

Expediente: 2022-00331.  

Demandante: María Rosana Valero Devia 

Demandado: Nación – Ministerio de Educación Nacional – 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio – FOMAG, Fiduciaria la Previsora 

S.A y Bogotá Distrito Capital-Secretaría de 

Educación de Bogotá. 

------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------ 

 

Visto el informe secretarial que antecede y dando cumplimiento a lo 

dispuesto en el artículo 38 de la Ley 2080 de 2021 que modificó el parágrafo 2º del 

artículo 175 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, este Despacho observa. 

 

1.- Tener por contestada la demanda por parte de la Fiduciaria la 

Previsora S.A, toda vez que fueron presentadas dentro del término de conformidad con 

el artículo 199 del C.P.A.C.A. (documento 26 del expediente digital). 

 

2.- Así mismo, tener por contestada la demanda por parte de la 

Secretaría Distrital de Educación, toda vez que fueron presentadas dentro del término 

de conformidad con el artículo 199 del C.P.A.C.A. (documento 30 del expediente 

digital). 

 

3.- Que, la Secretaría del Despacho procedió a fijar las excepciones 

presentadas por la rFiduprevisora S.A. y Secretaría Distrital de Educación, (documento 

32 del expediente digital). 

 

4.- La apoderada de la demandante no contestó las excepciones 

presentadas por las entidades demandadas 

 

5.- EXCEPCIONES PREVIAS. 

 

La abogada de la Fiduciaria la Previsora S.A, no propuso las 

excepciones de mérito para resolver en esta etapa.  

 



Así mismo, la abogada de la Secretaria de Educación Distrital, 

propuso las excepciones de “Falta de legitimación en la causa por pasiva (documento 

19 página 41 del expediente digital) 

 

5.1 Falta de legitimación en la causa por pasiva 

 

El apoderado de la secretaría de educación indica la secretaria de 

Educación Distrital no determina a quien o como debe pagarse las cesantías parciales 

o definitivas, ya que esta función le corresponde a Fiduciaria la Previsora S.A 

 

La legitimación material en la causa alude, por regla general, a la 

participación real de las personas en el hecho origen de la demanda, 

independientemente de que dichas personas hayan demandado o hayan sido 

demandadas 

 

La falta de legitimación material en la causa por activa o por pasiva, 

no enerva la pretensión procesal en su contenido, como sí lo hace una excepción de 

fondo. Sin más, si la legitimación en la causa es un presupuesto de la sentencia de 

fondo, porque otorga a las partes el derecho a que el juez se pronuncie sobre el mérito 

de las pretensiones del actor las razones de la oposición por el demandado, mediante 

sentencia favorable o desfavorable, al ser una calidad subjetiva de las partes en 

relación con el interés sustancial que se discute en el proceso, cuando una de las partes 

carece de dicha calidad o atributo no puede el juez adoptar una decisión de mérito y 

debe entonces simplemente declararse inhibido para fallar el caso de fondo. 

 

La Secretaria educación Distrital no cuenta con legitimación en la 

causa por pasiva, porque la ley no le da la función de administrar el fondo de 

prestaciones sociales del magisterio, por lo cual no es quien decide sobre el pago de 

las cesantías parciales o definitivas, por lo cual no puede entrar a variar los factores o 

conciliar efectos patrimoniales de los actos administrativos. 

 

La sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, copia de los actos 

administrativos de reconocimiento de prestaciones sociales a cargo de éste, junto con 

la constancia de ejecutoria para efecto de pago y dentro de los 3 días siguientes a que 

se encuentre en firme. 

 

6.- Consideraciones del despacho 

 

Referente a la excepción de falta delegitimación en la causa por pasiva 

en providencia del 26 de abril de 2018, LA SUBSECCION “A”, DE LA SECCIÓN 

SEGUNDA DEL H. CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO 

ADMINISTRATIVO. Consejero ponente: William Hernández Gómez. Radicación 



número: 68-001-23-33-000-2015-00739-01 (0743-2016),51 considero refiriéndose a la 

legitimación de por pasiva del FOMAG:  

 

“Así pues, el Despacho rectifica la posición asumida mediante 

providencia de 11 de diciembre de 2017,
52

 y reitera la 

interpretación pacífica de la Sección Segunda del Consejo de 

Estado
53

, consistente en que, en los procesos judiciales de nulidad y 

restablecimiento del derecho promovidos ante esta jurisdicción 

contra el Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, en los que 

se discuta el reconocimiento de prestaciones sociales, no es 

procedente la vinculación de las entidades territoriales.  

Esto, ya que las consecuencias económicas que se deriven de los 

actos administrativos proferidos en virtud de la desconcentración 

administrativa dada en la secretaría de educación territoriales de 

los entes certificados radican única y exclusivamente en la Nación –

Ministerio de Educación Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio” 

 

Ahora bien, en el escrito de la demanda, la parte actora solicitó en el 

acápite de pretensiones lo siguiente:  

 

“(…) 

 

Primero: Declarar la nulidad del ACTO FICTO configurado el día 16 

DE MAYO DEL 2022, frente a la petición presentada el día 15 DE 

FEBRERO DEL 2022, en cuento negó el derecho a pagar la SANCION 

MORA a mi mandante, establecida en la Ley 244 de 1995 

modificada y adicionada por la Ley 1071 de 2006, equivalente a (1) 

día de salario por cada día de retardo, contados desde los (70) días 

hábiles después de haber radicado la solicitud de la cesantía ante 

la entidad y hasta cuando se hizo efectivo el  

pago de esta. 

 

 

Segundo: Declarar que mi representado tiene derecho a que LA 

NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO (FOMAG); 

DISTRITO DE BOGOTÁ - SECRETARIA DE EDUCACION DISTRITAL DE 

BOGOTÁ– FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A (FIDUPREVISORA); le 

reconozca y pague la SANCION MORA, establecida en la Ley  

244 de 1995 modificada y adicionada por la Ley 1071 de 2006 

equivalente a (1) día de salario por cada día de retardo, contados 

desde los (70) días hábiles después de haber radicado la solicitud 

de la cesantía ante la entidad y hasta cuando se hizo efectivo el 

pago de esta. 

(…)” 

 

observa este despacho, que la parte actora demandó el acto ficto 

configurado el día 16 de mayo del 2022, frente a la petición presentada el día 15 de 

febrero del 2022, en cuento negó el derecho a pagar la sanción mora a mi mandante, 

establecida en la ley 244 de 1995 modificada y adicionada por la ley 1071 de 2006. 

 

                                                           
51 Actor: LUZ NIDIA OLARTE MATEUS. Demandado: FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. AUTORIDADES 

NACIONALES. 
52 Dentro del proceso con radicación 66-001-23-33-000-2014-00114-01, número interno: 2587-2015 
53 En las sentencias del Consejo de Estado – Sala de lo Contencioso Administrativo (i) de la Subsección “A”: Consejero ponente Dr.  LUIS 
RAFAEL VERGARA QUINTERO del 2 de julio de 2015, Expediente: 25000-23-25-000-2012-00262-01(0836-13) Actor: Abel Rodríguez 
Céspedes, Demandado: Ministerio de Educación Nacional, Fondo Nacional De Prestaciones Sociales del Magisterio. Consejero ponente Dr. 
WILLIAM HERNÁNDEZ GÓMEZ del 12 de julio de 2017 Expediente: 08001-23-33-000-2012-00400-01(1874-14) Actor: Víctor Manuel Solano 
Ospina Demandado: Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y Distrito Especial, Industrial 
y Portuario de Barranquilla. (ii) de la Subsección “B” con ponencia del Dr. GERARDO ARENAS MONSALVE del 5 de diciembre de 2013 
Expediente: 25000-23-25-000-2009-00467-01(2769-12) Actor: Hugo Guerrero Cáceres, Demandado: Ministerio de Educación Nacional. Otra 
del mismo Ponente del 10 de julio de 2014, Expediente: 05001233100020050421801 (2713-2013) Actor: Gustavo de Jesús García Rua.  
Adicionalmente y más recientes, dos con ponencia de la Dra. SANDRA LISSET IBARRA VÉLEZ,  del 8 de septiembre de 2016  Expediente: 
15001-23-33-000-2013-00082-01(1530-14) Actor: Julio Bonilla Briceño Demandado: Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio y del 15 de noviembre de 2017. Expediente: 41001-23-33-000-2015-00686-01(4155-16) Actor: Adriana 
Murcia Villaneda, Demandado: Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio - Municipio 

de Neiva - Departamento del Huila.   



De esta manera las consecuencias económicas que se deriven de los 

actos administrativos proferidos en virtud de la desconcentración administrativa dada 

en las secretarías de educación territoriales de los entes certificados radican única y 

exclusivamente en la Nación –Ministerio de Educación Nacional- Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, aun cuando la Fiduciaria es la encargada de 

administrar los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 

 

La indemnización moratoria ha sido caracterizada por su naturaleza 

mixta, puesto que cumple simultáneamente una función sancionatoria y reparatoria 

como una medida tendiente a prevenir y reprimir la conducta del empleador que [de 

mala fe a la terminación del contrato de trabajo no paga al trabajador los salarios y 

prestaciones sociales que le corresponden con el ánimo de reparar de alguna manera 

el daño que tal comportamiento le ha podido ocasionar a sus derechos y compensar 

la pérdida del poder adquisitivo del dinero del trabajador en manos del empleador. 

Sobre la naturaleza jurídica de la indemnización moratoria vale la pena transcribir in 

extenso apartes de la Sentencia C-892 de 2009 

 

“(…) 

De otro lado, para lo que interesa a la solución del asunto de la 

referencia, debe tenerse en cuenta que la protección del pago oportuno 

de las acreencias laborales no solo se restringe al ámbito de la 

ejecución de la relación laboral, sino que también se extiende a los 

actos posteriores a su finalización.  Sobre el particular, el artículo 12-

2 del Convenio 95 de la OIT, mencionado en el precedente antes citado, 

establece la obligación de los Estados que en el evento en que “ se 

termine el contrato de trabajo se deberá efectuar un ajuste final de 

todos los salarios debidos, de conformidad con la legislación nacional, 

un contrato colectivo o un laudo arbitral, o, en defecto de dicha 

legislación, contrato o laudo, dentro de un plazo razonable, habida 

cuenta de los términos del contrato.”   En ese sentido, finalizada la 

relación laboral, se entiende que el individuo queda en una situación 

de vulnerabilidad, derivada de la carencia de recursos económicos 

para garantizar su subsistencia futura. En tal sentido, el ordenamiento 

jurídico está llamado a ofrecer herramientas dirigidas a (i) lograr el 

pago pronto y efectivo de las acreencias; y (ii) desestimular que el 

empleador incurra en mora, para así evitar que el incumplimiento 

acarree la inminencia de un perjuicio irremediable contra el 

trabajador y su familia. 

(…)”
54

 

 

El artículo 65 del Código Sustantivo del Trabajo, sustituido por el 

artículo 29 de la Ley 789/02, esa sanción, equivalente al último salario diario por cada 

día de retardo, resulta aplicable cuando el empleador no paga al trabajador los 

salarios y prestaciones debidas, salvo en los casos de retención autorizados por la 

                                                           
54 Sentencia C-892 de 2009 



ley o convenidos por las partes.  Además, a manera de herramienta supletoria a la 

indemnización, la norma acusada igualmente dispone el reconocimiento de intereses 

moratorios respecto de salarios y prestaciones en dinero, en el caso que el trabajador 

no haya iniciado la reclamación judicial de sus acreencias dentro de los 24 meses 

siguientes a la fecha de terminación del contrato. 

 

En relación con la liquidación y el pago de cesantías parciales, la Ley 

50 estableció la posibilidad de financiar con estas los pagos por concepto de 

matrículas del trabajador, su cónyuge, compañera o compañero permanente y sus 

hijos, en entidades de educación superior reconocidas por el Estado 

 

El Consejo de Estado ha sentado un criterio solido respecto a la 

obligación por parte del FOMAG en el reconocimiento y pago de las prestaciones 

sociales y la incidencia que ello tiene sobre el deber de cancelar la sanción moratoria. 

En sus palabras señaló 

 

“(…) 

“Así pues, la Sala considera que en los procesos judiciales de nulidad y 

restablecimiento del derecho promovidos ante esta jurisdicción contra 

el Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, en los que se discuta 

el reconocimiento de prestaciones sociales, no es procedente la 

vinculación delas entidades territoriales; porque las consecuencias 

económicas que se deriven de los actos administrativos proferidos en 

virtud de la desconcentración administrativa dada en la secretarías de 

educación territoriales, radican únicamente en la Nación – Ministerio 

de Educación Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio
55

 

(…)” 

 

Los entes territoriales actúan como unos meros facilitadores para 

que los docentes nacionalizados tramiten el reconocimiento y pago de las cesantías, 

la cual está a cargo del Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, pues si bien, 

estos elaboran los proyectos de actos administrativos de reconocimiento de cesantías 

de los mencionados docentes y posteriormente con la aprobación de la Fiduciaria 

encargada de la administración de los recursos de FOMAG los suscriben, es en 

representación de dicho Fondo por mandato de la ley y en esa medida, no obligan al 

ente territorial, ni se comprometen sus recursos para el pago de tales prestaciones. 

 

En el entendido de que la legitimación en la causa por el lado pasivo, 

es la identidad del demandado con quien tiene el deber correlativo de satisfacer el 

derecho y la figura del litisconsorcio necesario se da cuando hay relaciones jurídicas 

sobre las cuales no es posible pronunciarse por partes, fraccionándolas o 

calificándolas solo respecto de algunos de sus sujetos, porque, indispensablemente, 

                                                           
55 1 Consejo de Estado, Sección Segunda- Subsección B. Auto de 11 de abril de 2019. Consejero Ponente: César Palomino Cortés. 



la decisión comprende y obliga a todos, es evidente que quien tiene a cargo las 

prestaciones sociales de los docentes nacionalizados es el Fondo de Prestaciones 

Sociales del Magisterio.  

 

Por tanto, las exceptivas no está llamada a prosperar 

 

Así las cosas, se declarará no probadas las exceptivas propuestas por 

la– Fiduciaria la Previsora S.A, Distrito Capital – Secretaría de Educación del Bogotá., 

máxime cuando lo que se pretende en la declaración y posterior nulidad de un presunto 

acto ficto 

 

Del mismo modo, es claro que la parte actora solicita como pretensión 

la declaratoria nulidad de acto administrativo proferido por las entidades vinculadas, en 

razón a lo anterior, se declarará no probada la excepción previa de “falta de legitimación 

en la causa por pasiva” presentada por la Alcaldía de Bogotá – Secretaría de Educación 

y se continuará con el trámite procesal correspondiente. 

 

Téngase en cuenta, que en el acto administrativo cuya nulidad se 

depreca vincula directamente a la Fiduciaria la Previsora S.A., quien actúa como 

administradora de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, por ello se declara no probada la excepción de falta de legitimación en la 

causa por pasiva de las dos entidades. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Once Administrativo de Oralidad 

del Circuito Judicial de Bogotá D.C.,  

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO: Declarar no probada la excepción previa de “Falta de 

legitimación por pasiva y no comprender la demanda a todos los litisconsortes necesarios 

respecto de la Secretaría de Educación Distrital, por las razones expuestas. 

 

SEGUNDO: En cumplimiento a lo dispuesto al artículo 180 del Código 

de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, se dispone a fijar 

fecha para Audiencia Inicial de carácter virtual: el martes 06 de junio de 2023 a las 

10:30 a.m.  

 

TERCERO: Se reconoce personería adjetiva al abogado ANDRES 

DAVID MUÑOZ CRUZ como apoderado sustituto de la  SECRETARÍA DE 

EDUCACIÓN DEL DISTRITO en los términos y para los fines conferidos del poder 

otorgado por el Doctor PEDRO ANTONIO CHAUSTRE HERNÁNDEZ en calidad de 

Representante Legal de la Firma Representante Legal de la SOCIEDAD CHAUSTRE 

ABOGADOS S.A.S y conforme a poder otorgado por JULIAN FABRIZZIO HUERFANO 

ARDILA en calidad de Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la Secretaría de 



Educación del Distrito, según Resolución de Nombramiento No. 2719 del 30 de agosto 

de 2022, Acta de Posesión No. 934 del 01 de septiembre de 2022, y conforme al 

Decreto No. 089 de 24 de marzo de 2021 (documento 30 del expediente digital). 

 

CUARTO: Se reconoce personería adjetiva a Los abogados  

TATIANA MARCELA VILLAMIL SANTANA. Y DIEGO ALBERTO MATEUS CUBILLOS 

como apoderadas sustituto de la FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A en los términos y 

para los fines conferidos del poder otorgado por el Doctor MERY JOHANA FORERO 

TORRES conforme poder otorgado por el señor SAÚL HERNANDO SUANCHA 

TALERO mediante escritura pública No. 0063 del 19 de enero de 2023 en la Notaría 

28 del Círculo de Bogotá, obrando en mi calidad de apoderada general para la defensa 

de asuntos judiciales y extrajudiciales de FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A. - 

FIDUPREVISORA S.A conforme al poder allegado (documento 28 del expediente) 

 

QUINTO: Las excepciones de fondo se resolverán en sentencia.  

 

SEXTO: Se les solicita a las partes que los memoriales se radiquen a 

través del correo electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, canal 

habilitado para la recepción de correspondencia de los Juzgados Administrativos de 

Bogotá, indicándose el Despacho Judicial al que se dirige, número del expediente y las 

partes que conforman el mismo. 

 

 

Notifíquese y Cúmplase 

 

GIOVANNI HUMBERTO LEGRO MACHADO 

Juez 

 

 

ITB 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO 
CIRCUITO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 
No. 017 

Por anotación en ESTADO notifico a las partes l 
providencia anterior, hoy-19/05/2023 a las 8:00 a.m. 
 

 
_____________ 
Secretaria 



 

JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO DE 
ORALIDAD DEL CIRCUITO  

DE BOGOTÁ D.C. 

Bogotá D.C., dieciocho (18) de mayo de dos mil veintitrés (2023) 

 

Expediente: 2022-00344.  

Demandante: José Javier Guarnizo Ramírez 

Demandado: Nación – Ministerio de Educación Nacional – 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio – FOMAG , Fiduciaria la Previsora 

S.A y Bogotá Distrito Capital-Secretaría de 

Educación de Bogotá. 

------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------ 

 

Visto el informe secretarial que antecede y dando cumplimiento a lo 

dispuesto en el artículo 38 de la Ley 2080 de 2021 que modificó el parágrafo 2º del 

artículo 175 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, este Despacho observa. 

 

1.- Tener por contestada la demanda por parte de la Nación Ministerio 

Educación Nacional de prestaciones sociales del magisterio-Fiduprevisora S.A, toda 

vez que fueron presentadas dentro del término de conformidad con el artículo 199 del 

C.P.A.C.A. (documento 08 del expediente digital). 

 

2.- Así mismo, tener por contestada la demanda por parte de la 

Secretaría Distrital de Educación, toda vez que fueron presentadas dentro del término 

de conformidad con el artículo 199 del C.P.A.C.A. (documento 18 del expediente 

digital). 

 

3.- Que, la Secretaría del Despacho procedió a fijar las excepciones 

presentadas por el Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio – Fomag - Fiduciaria – Fiduprevisora S.A. y 

Secretaría Distrital de Educación, (documento 22 del expediente digital). 

 

4.- La apoderada de la demandante no contestó las excepciones 

presentadas por las entidades demandadas. 

 

5.- EXCEPCIONES PREVIAS. 

 

La abogada de la Nación- Ministerio de Educación Nacional de 

prestaciones sociales del magisterio-Fiduprevisora S.A, propuso las excepciones 



de “ineptitud de la demanda por falta de requisitos formales y falta de legitimación en 

la causa por pasiva y falta de legitimación en la causa por pasiva de las entidades que 

represento, para asumir pagos de cesantías e interés de cesantías cuando las mismas 

son reportadas por la entidad territorial extemporamente” (documento 08 página 17 a 

19 del expediente digital). 

 

Así mismo, la abogada de la Secretaria de Educación Distrital, 

propuso las excepciones de “Falta de legitimación en la causa por pasiva (documento 

19 página 41 del expediente digital) 

 

5.1 ineptitud sustancial de la demanda  

 

El apoderado de Ministerio de Educación Nacional – Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales de Magisterio Fiduprevisora S.A, manifiesta 

que se configura la indebida acumulación de presentaciones, en razón a que se 

pretende en la sanción moratoria conforme a la Ley 50 de 1990, régimen aplicable a 

las sociedades administradoras de fondos de cesantías, calidad que no ostenta el 

FOMAG al tratarse de un patrimonio autónomo cuya finalidad es el pago de las 

prestaciones sociales de los docentes y su vez el pago de la sanción moratoria 

contemplada en la Ley 244 de 1995 cuya pretensión va encaminada al reconocimiento 

y pago de la sanción moratoria por el pago tardío de las cesantías parciales o 

definitivas, tal y como se evidencia en su literalidad en el fragmento que se pasa a 

relacionar. 

 

Se observa que en la demanda no se explicó el objeto de violación en 

la forma indicada en el numeral 4 del artículo 162 de la Ley 1437 y mucho menos se 

invocó causal alguna para sustentar la supuesta nulidad en los términos del artículo 

137 ejusdem, ausencia que no solo se constituye como un defecto de forma, sino que 

desconoce el principio de lealtad procesal que debe imperar en todas las actuaciones 

judiciales 

 

Tampoco se preocupó por determinar con claridad los actos 

administrativos demandados, ni indicó con exactitud ante quien radicó la petición, 

omisión que impide ejercer el derecho de defensa a cabalidad, puesto que se 

desconoce si la petición fue radiada ante el ente territorial, ante el Ministerio de 

Educación o ante el Fomag, y es que no puede olvidarse que el numeral 3 del artículo 

162 ya mencionado obliga que los hechos y omisiones que servirán de fundamento a 

las pretensiones, deberán estar “debidamente determinados, clasificados y 

numerados”, lo cual se echa de menos en la demanda que es objeto de 

pronunciamiento 

 

5.2 falta de legitimación en la causa por pasiva. 

 



El apoderado de Ministerio de Educación Nacional – Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales de Magisterio, manifiesta  

 

La calidad de “empleador de los docentes”, que la ostenta la entidad 

territorial que tiene la obligación de realizar la actividad operativa de liquidación de las 

cesantías no de consignación, esta actividad operativa debe examinarse a la luz de las 

normas sobre la administración del personal docente que inicia desde la Ley 29 de 

1989 que realiza la desconcentración administrativa territorial, entregando a las 

entidades territoriales las funciones de administración del personal docente. 

 

Las entidades territoriales la obligación operativa de liquidar las 

cesantías se encuentra el art. 57 de la Ley 1955 de 2019 que indica: “Las cesantías 

definitivas y parciales de los docentes de que trata la Ley 91 de 1989 serán reconocidas 

y liquidadaspor la Secretaría de Educación de la entidad territorial y pagadas por el 

Fondo Nacional de Prestaciones 

 

5.4 Falta de legitimación en la causa por pasiva de las entidades 

que represento, para asumir pagos de cesantías e interés de cesantías cuando 

las mismas son reportadas por la entidad territorial extemporamente 

 

La fecha de recibo de reportes de cesantías para todas las Secretarías 

de Educación a nivel nacional, es hasta el 05 de febrero de 2021. Esta fecha es 

improrrogable y, por tanto, el no reporte oportuno de la información a esta entidad, 

conllevará la no inclusión en nómina de los docentes, siendo el Ente Territorial el 

responsable de las contingencias que se deriven en el pago de los intereses y por la 

mora en el pago de las prestaciones a favor de los docentes 

 

La Fiduciaria como vocera y administradora de los recursos del fondo 

nacional de prestaciones sociales del magisterio -FOMAG, programa los pagos de 

intereses a las cesantías con base en los reportes de cesantías allegados por la 

Secretaría de Educación, que en calidad de nominadora liquida las Cesantías y notifica 

al Educador 

 

5.5 Falta de legitimación en la causa por pasiva 

 

La apoderada de la secretaría de educación indica la Secretaria de 

Educación Distrital no es quien gira los recursos para el pago de las cesantías 

causadas al 31 de diciembre de 2020 sino el Ministerio de Educación Nacional entidad 

que los gira directamente a la Fiduprevisora, es decir los recursos por este concepto 

no provienen del ente territorial que represento. Por otro lado, a quien corresponde a 

la Fiduprevisora calcular, liquidar y girar directamente a cada uno de los docentes los 

intereses a las cesantías. 

 



La legitimación de hecho en la causa se entiende como la relación 

procesal. La cual establece que se entre el demandante y el demandado por intermedio 

de la pretensión procesal; es decir es una relación jurídica nacida de la atribución de 

una conducta, en la demanda, y de la notificación de está al demandado. Quien cita a 

otro y endilga a otro la conducta causante de la demanda, está legitimado de hecho 

por activa. 

 

La Secretaría de Educación Distrital no se encuentra legitimada en la 

causa por pasiva, porque si la ley no le ha transferido la administración del Fondo de 

prestaciones Sociales del Magisterio, no puede entrar a variar los factores y mucho 

menos conciliar los efectos patrimoniales de los actos administrativos, y aquellos 

dineros no le pertenecen. 

 

a sociedad fiduciaria es la encargada del manejo de los recursos del 

Fondo y conforme con los formatos únicos por ésta adoptados, certificación de tiempo 

de servicios y régimen salarial y prestacional, del docente peticionario causahabiente, 

de acuerdo con la normatividad vigente. 

 

La sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, copia de los actos 

administrativos de reconocimiento de prestaciones sociales a cargo de éste, junto con 

la constancia de ejecutoria para efecto de pago y dentro delos 3 días siguientes a que 

se encuentre en firme. 

 

6.- Consideraciones del despacho 

 

Referente a la excepción de Ineptitud sustancial de la demanda por no 

cumplir con los requisitos formales se tiene que, en múltiple providencia judiciales de 

los Juzgados Administrativo, Tribunal y del H. Consejo de Estado, se ha hecho alusión 

a la figura de la “ineptitud sustantiva o sustancial de la demanda” como una excepción 

y/o causal de rechazo de demanda, incluso de fallos inhibitorios, lo cual constituye 

actualmente una imprecisión que debe ser superada. 

 

De lo anterior se advierte, que la denominación “ineptitud sustancial o 

sustantiva” ha tomado diferentes formas, sin embargo, técnicamente ha de señalarse 

que en la actualidad sólo es viable declarar próspera la que denomina la ley como 

“inepta demanda por falta de cualquiera de los requisitos formales o la indebida 

acumulación de pretensiones”, en las cuales encuadran parte de los supuestos en que 

se basaba la denominada “ineptitud sustancial o sustantiva”.  

 

En reciente pronunciamiento del H. Consejo de Estado, en providencia 

en sede de tutela del 15 de enero de 2018 dentro del proceso 2017-03032 (AC) 

proferida por la Subsección “A” – Sección Segunda del H. Consejo de Estado – 

Magistrado Ponente: Gabriel Valbuena Hernández, manifestó:  



 “(…) 

En efecto, el ordenamiento jurídico colombiano consagra de manera 

expresa la excepción previa denominada “ineptitud de la demanda”, 

encaminada fundamentalmente a que se adecúe la misma a los 

requisitos de forma que permitan su análisis en sede judicial, so 

pena de la terminación anticipada del proceso. Esta se configura 

por dos razones:  

 

g) Por falta de requisitos formales. En este caso prospera la 

excepción cuando no se reúne los requisitos relacionados con el 

contenido y anexos de la demanda regulados en los artículos 162, 

163, 166 y 167 del C.P.A.C.A., en cuanto indican qué debe contener 

el texto de la misma, cómo se individualizan las pretensiones y los 

anexos que se deben allegar con ella (salvo los previstos en los 

ordinales 3. Y 4. del artículo 166 ibídem, que tiene una excepción 

propia prevista en el ordinal 6. del artículo 100 del C.G.P. 

 

Pese a ello, hay que advertir que estos requisitos pueden ser 

subsanados al momento de la reforma (Art. 173 del C.P.A.C.A. en 

concordancia con el ordinal 3. del artículo 101 del C.G.P. o dentro 

del término de traslado de la excepción respectiva, al tenor de lo 

previsto en el parágrafo segundo del artículo 175 del C.P.A.C.A. y 

101 ordinal1. del C.G.P.  

 

h) Por indebida acumulación de pretensiones. Esta modalidad 

surge por la inobservancia de los presupuestos normativos 

contenidos en los artículos 138 y 165 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.  

(…)”.   

 

En consecuencia, de conformidad con los parámetros normativos de 

la Ley 1564 de 2012 y el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, la excepción previa presenta denominada “ineptitud sustantiva de la 

demanda” se configura solamente por (i) la falta de requisitos formales de la demanda 

o (ii) la indebida acumulación de pretensiones, lo que en el caso en concreto no se 

logró probar.  

 

7.1 Falta de Legitimación en la Causa por Pasiva 

 

Con respecto a la legitimación en la causa por pasiva en providencia 

del 26 de abril de 2018, LA SUBSECCION “A”, DE LA SECCIÓN SEGUNDA DEL H. 

CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. 

Consejero ponente: William Hernández Gómez. Radicación número: 68-001-23-33-

000-2015-00739-01 (0743-2016),56 considero refiriéndose a la legitimación de por 

pasiva del FOMAG:  

 

“Así pues, el Despacho rectifica la posición asumida mediante 

providencia de 11 de diciembre de 2017,
57

 y reitera la 

interpretación pacífica de la Sección Segunda del Consejo de 

Estado
58

, consistente en que, en los procesos judiciales de nulidad y 

                                                           
56 Actor: LUZ NIDIA OLARTE MATEUS. Demandado: FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. AUTORIDADES 

NACIONALES. 
57 Dentro del proceso con radicación 66-001-23-33-000-2014-00114-01, número interno: 2587-2015 
58 En las sentencias del Consejo de Estado – Sala de lo Contencioso Administrativo (i) de la Subsección “A”: Consejero ponente Dr.  LUIS 
RAFAEL VERGARA QUINTERO del 2 de julio de 2015, Expediente: 25000-23-25-000-2012-00262-01(0836-13) Actor: Abel Rodríguez 
Céspedes, Demandado: Ministerio de Educación Nacional, Fondo Nacional De Prestaciones Sociales del Magisterio. Consejero ponente Dr. 
WILLIAM HERNÁNDEZ GÓMEZ del 12 de julio de 2017 Expediente: 08001-23-33-000-2012-00400-01(1874-14) Actor: Víctor Manuel Solano 
Ospina Demandado: Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y Distrito Especial, Industrial 
y Portuario de Barranquilla. (ii) de la Subsección “B” con ponencia del Dr. GERARDO ARENAS MONSALVE del 5 de diciembre de 2013 
Expediente: 25000-23-25-000-2009-00467-01(2769-12) Actor: Hugo Guerrero Cáceres, Demandado: Ministerio de Educación Nacional. Otra 
del mismo Ponente del 10 de julio de 2014, Expediente: 05001233100020050421801 (2713-2013) Actor: Gustavo de Jesús García Rua.  
Adicionalmente y más recientes, dos con ponencia de la Dra. SANDRA LISSET IBARRA VÉLEZ,  del 8 de septiembre de 2016  Expediente: 
15001-23-33-000-2013-00082-01(1530-14) Actor: Julio Bonilla Briceño Demandado: Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio y del 15 de noviembre de 2017. Expediente: 41001-23-33-000-2015-00686-01(4155-16) Actor: Adriana 
Murcia Villaneda, Demandado: Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio - Municipio 

de Neiva - Departamento del Huila.   



restablecimiento del derecho promovidos ante esta jurisdicción 

contra el Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, en los que 

se discuta el reconocimiento de prestaciones sociales, no es 

procedente la vinculación de las entidades territoriales.  

Esto, ya que las consecuencias económicas que se deriven de los 

actos administrativos proferidos en virtud de la desconcentración 

administrativa dada en la secretaría de educación territoriales de 

los entes certificados radican única y exclusivamente en la Nación –

Ministerio de Educación Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio” 

 

Ahora bien, en el escrito de la demanda, la parte actora solicitó en el 

acápite de pretensiones lo siguiente:  

 

“(…) 

 

1- Declarar la nulidad del acto administrativo ficto configurado el 

día 9 DE DCIEMBRE DEL 2021, frente a la petición presentada ante 

DISTRITO CAPITAL –SECRETARIA DE EDUCACIÒN DE BOGOTÀ, el día 

9 DE SEPTIEMBRE DEL 2021, mediante la cual se niega el 

reconocimiento y pago de la SANCIÓN POR MORA por la no 

consignación oportuna de las cesantías establecida en la Ley 50 de  

1990, artículo 99, equivalente a un (1) día de su salario por cada 

día de retardo, contados desde el 15 de febrero de 2021 fecha en 

que debió efectuarse el pago de las cesantías del año 2020, en el 

respectivo Fondo Prestacional y hasta el momento en que se acredite 

el pago de los valores correspondientes en la cuenta individual del 

docente, así como también niegan el derecho a la INDEMNIZACIÓN, 

por el pago tardío de los intereses a las cesantías, que se encuentra 

establecida en el artículo 1 de  

la Ley 52 de 1975, la Ley 50 de 1990 y el Decreto Nacional 1176 de 

1991, indemnización que es equivalente al valor cancelado de los 

intereses causados durante el año 2020, los cuales fueron 

cancelados superado el término legal, esto es, después del 31 de 

enero de 2021 

 

Declarar que mi representado (a) tiene derecho a que la NACIÓN- 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL - FOMAG y la entidad 

territorial DISTRITO CAPITAL – SECRETARIA DE EDUCACIÒN DE 

BOGOTÀ, de manera solidaria, le reconozca y pague la SANCIÓN 

POR MORA establecida en la Ley 50 de 1990, artículo 99 y a la 

INDEMNIZACIÓN, por el pago tardío de los intereses a las cesantías, 

que se encuentra establecida en el artículo 1 de la Ley 52 de 1975, 

la Ley 50 de 1990 y el Decreto Nacional 1176 de 1991. 

(…)” 

 

Observa este despacho, que la parte actora demandó el acto 

administrativo ficto configurado el día 9 de diciembre del 2021, frente a la petición 

presentada ante distrito capital –secretaria de educación de Bogotá, el día 9 de 

septiembre del 2021, mediante la cual se niega el reconocimiento y pago de la sanción 

por mora. 

 

De esta manera las consecuencias económicas que se deriven de los 

actos administrativos proferidos en virtud de la desconcentración administrativa dada 

en las secretarías de educación territoriales de los entes certificados radican única y 

exclusivamente en la Nación –Ministerio de Educación Nacional- Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, aun cuando la Fiduciaria es la encargada de 

administrar los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 

 



7.2 Falta de legitimación en la causa por pasiva para asumir 

pagos de cesantías e interés de cesantías cuando las mismas son reportadas 

por la entidad territorial extemporáneamente” 

 

La indemnización moratoria ha sido caracterizada por su naturaleza 

mixta, puesto que cumple simultáneamente una función sancionatoria y reparatoria 

como una medida tendiente a prevenir y reprimir la conducta del empleador que [de 

mala fe a la terminación del contrato de trabajo no paga al trabajador los salarios y 

prestaciones sociales que le corresponden con el ánimo de reparar de alguna manera 

el daño que tal comportamiento le ha podido ocasionar a sus derechos y compensar 

la pérdida del poder adquisitivo del dinero del trabajador en manos del empleador. 

Sobre la naturaleza jurídica de la indemnización moratoria vale la pena transcribir in 

extenso apartes de la Sentencia C-892 de 2009 

 

“(…) 

De otro lado, para lo que interesa a la solución del asunto de la 

referencia, debe tenerse en cuenta que la protección del pago oportuno 

de las acreencias laborales no solo se restringe al ámbito de la 

ejecución de la relación laboral, sino que también se extiende a los 

actos posteriores a su finalización.  Sobre el particular, el artículo 12-

2 del Convenio 95 de la OIT, mencionado en el precedente antes citado, 

establece la obligación de los Estados que en el evento en que “ se 

termine el contrato de trabajo se deberá efectuar un ajuste final de 

todos los salarios debidos, de conformidad con la legislación nacional, 

un contrato colectivo o un laudo arbitral, o, en defecto de dicha 

legislación, contrato o laudo, dentro de un plazo razonable, habida 

cuenta de los términos del contrato.”   En ese sentido, finalizada la 

relación laboral, se entiende que el individuo queda en una situación 

de vulnerabilidad, derivada de la carencia de recursos económicos 

para garantizar su subsistencia futura. En tal sentido, el ordenamiento 

jurídico está llamado a ofrecer herramientas dirigidas a (i) lograr el 

pago pronto y efectivo de las acreencias; y (ii) desestimular que el 

empleador incurra en mora, para así evitar que el incumplimiento 

acarree la inminencia de un perjuicio irremediable contra el 

trabajador y su familia. 

(…)”
59

 

 

El artículo 65 del Código Sustantivo del Trabajo, sustituido por el 

artículo 29 de la Ley 789/02, esa sanción, equivalente al último salario diario por cada 

día de retardo, resulta aplicable cuando el empleador no paga al trabajador los 

salarios y prestaciones debidas, salvo en los casos de retención autorizados por la 

ley o convenidos por las partes.  Además, a manera de herramienta supletoria a la 

indemnización, la norma acusada igualmente dispone el reconocimiento de intereses 

moratorios respecto de salarios y prestaciones en dinero, en el caso que el trabajador 

no haya iniciado la reclamación judicial de sus acreencias dentro de los 24 meses 

siguientes a la fecha de terminación del contrato. 

 

En relación con la liquidación y el pago de cesantías parciales, la Ley 

50 estableció la posibilidad de financiar con estas los pagos por concepto de 

matrículas del trabajador, su cónyuge, compañera o compañero permanente y sus 

hijos, en entidades de educación superior reconocidas por el Estado 

                                                           
59 Sentencia C-892 de 2009 



 

El Consejo de Estado ha sentado un criterio solido respecto a la 

obligación por parte del FOMAG en el reconocimiento y pago de las prestaciones 

sociales y la incidencia que ello tiene sobre el deber de cancelar la sanción moratoria. 

En sus palabras señaló 

 
“(…) 

“Así pues, la Sala considera que en los procesos judiciales de nulidad y 

restablecimiento del derecho promovidos ante esta jurisdicción contra 

el Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, en los que se discuta 

el reconocimiento de prestaciones sociales, no es procedente la 

vinculación delas entidades territoriales; porque las consecuencias 

económicas que se deriven de los actos administrativos proferidos en 

virtud de la desconcentración administrativa dada en la secretarías de 

educación territoriales, radican únicamente en la Nación – Ministerio 

de Educación Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio
60

 

(…)” 

 
Los entes territoriales actúan como unos meros facilitadores para 

que los docentes nacionalizados tramiten el reconocimiento y pago de las cesantías, 

la cual está a cargo del Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, pues si bien, 

estos elaboran los proyectos de actos administrativos de reconocimiento de cesantías 

de los mencionados docentes y posteriormente con la aprobación de la Fiduciaria 

encargada de la administración de los recursos de FOMAG los suscriben, es en 

representación de dicho Fondo por mandato de la ley y en esa medida, no obligan al 

ente territorial, ni se comprometen sus recursos para el pago de tales prestaciones. 

 

En el entendido de que la legitimación en la causa por el lado pasivo, 

es la identidad del demandado con quien tiene el deber correlativo de satisfacer el 

derecho y la figura del litisconsorcio necesario se da cuando hay relaciones jurídicas 

sobre las cuales no es posible pronunciarse por partes, fraccionándolas o 

calificándolas solo respecto de algunos de sus sujetos, porque, indispensablemente, 

la decisión comprende y obliga a todos, es evidente que quien tiene a cargo las 

prestaciones sociales de los docentes nacionalizados es el Fondo de Prestaciones 

Sociales del Magisterio.  

 

Por tanto, las exceptivas no está llamada a prosperar 

 

Así las cosas, se declarará no probadas las exceptivas propuestas por 

la Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio – FOMAG  – Fiduciaria la Previsora S.A, Distrito Capital – 

Secretaría de Educación del Bogotá., máxime cuando lo que se pretende en la 

declaración y posterior nulidad de un presunto acto ficto 

 

Del mismo modo, es claro que la parte actora solicita como pretensión 

la declaratoria nulidad de acto administrativo proferido por las entidades vinculadas, en 

razón a lo anterior, se declarará no probada la excepción previa de “falta de legitimación 

                                                           
60 1 Consejo de Estado, Sección Segunda- Subsección B. Auto de 11 de abril de 2019. Consejero Ponente: César Palomino Cortés. 



en la causa por pasiva” presentada por la Alcaldía de Bogota – Secretaría de Educación 

y se continuará con el trámite procesal correspondiente. 

 

Téngase en cuenta, que en el acto administrativo cuya nulidad se 

depreca vincula directamente a la Fiduciaria la Previsora S.A., quien actúa como 

administradora de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, por ello se declara no probada la excepción de falta de legitimación en la 

causa por pasiva de las dos entidades. 

 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Once Administrativo de Oralidad 

del Circuito Judicial de Bogotá D.C.,  

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO: Declarar no probada las excepciones previas de “ineptitud 

sustancial de la demanda, falta de legitimación en la causa por pasiva y Falta de 

legitimación en la causa por pasiva de las entidades que represento, para asumir pagos 

de cesantías e interés de cesantías cuando las mismas son reportadas por la entidad 

territorial extemporáneamente”, con respecto del Ministerio de Educación Nacional –

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, por las razones expuestas. 

 

SEGUNDO: Declarar no probada la excepción previa de “Falta de 

legitimación por pasiva y no comprender la demanda a todos los litisconsortes necesarios 

respecto de la Secretaría de Educación Distrital, por las razones expuestas. 

 

TERCERO: En cumplimiento a lo dispuesto al artículo 180 del Código 

de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, se dispone a fijar 

fecha para Audiencia Inicial de carácter virtual: el miércoles 31 de mayo de 2023 a 

las 10:30 a.m.  

 

CUARTO: Se reconoce personería adjetiva al abogado PABLO 

ARTURO RODRÍGUEZ MARIÑO como apoderado sustituto de la  SECRETARÍA DE 

EDUCACIÓN DEL DISTRITO en los términos y para los fines conferidos del poder 

otorgado por el Doctor PEDRO ANTONIO CHAUSTRE HERNÁNDEZ en calidad de 

Representante Legal de la Firma Representante Legal de la SOCIEDAD CHAUSTRE 

ABOGADOS S.A.S y conforme a poder otorgado por JULIAN FABRIZZIO HUERFANO 

ARDILA en calidad de Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la Secretaría de 

Educación del Distrito, según Resolución de Nombramiento No. 2719 del 30 de agosto 

de 2022, Acta de Posesión No. 934 del 01 de septiembre de 2022, y conforme al 

Decreto No. 089 de 24 de marzo de 2021 (documento 19 del expediente digital) 

 

QUINTO: Se reconoce personería adjetiva a la abogada LISETH 

VIVIANA GUERRA GONZALEZ como apoderadas sustituto de la NACIÓN - 



MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL en los términos y para los fines conferidos 

del poder otorgado por la Doctora CATALINA CELEMIN CARDOSO, calidad de 

apoderada general otorgado por el Doctor ALEJANDRO BOTERO VALENCIA, 

mediante Escritura Pública No. 129 de 19 de enero de 2023, protocolizada en la notaría 

27 del círculo de Bogotá, en calidad de Jefe de la Oficina Asesora Jurídica, conforme 

al poder allegado (documento 08 del expediente) 

 

SEXTO: Se reconoce personería adjetiva a las abogadas ADRIANA 

PAOLA GÓMEZ PAYARES Y LISETH VIVIANA GUERRA GONZALEZ como 

apoderadas sustituto de la FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A en los términos y para 

los fines conferidos del poder otorgado por el Doctor RONAL ALEXIS PRADA 

MANCILLA, obrando condición de Representante Legal para efectos judiciales y 

administrativos de FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A, sociedad que actúa única y 

exclusivamente en su calidad de Vocera y Administradora del Patrimonio Autónomo - 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales de Magisterio, constituida mediante Escritura 

Pública No. 25 del 29 de marzo de 1985 de la Notaría 33 del Círculo Notarial de Bogotá, 

conforme al poder allegado (documento 11 del expediente) 

 

SEPTIMO: Las excepciones de fondo se resolverán en sentencia.  

 

OCTAVO: Se les solicita a las partes que los memoriales se radiquen 

a través del correo electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, canal 

habilitado para la recepción de correspondencia de los Juzgados Administrativos de 

Bogotá, indicándose el Despacho Judicial al que se dirige, número del expediente y las 

partes que conforman el mismo. 

 

 

Notifíquese y Cúmplase 

 

GIOVANNI HUMBERTO LEGRO MACHADO 

Juez 

 

 

ITB 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO 
CIRCUITO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 
No. 017 

Por anotación en ESTADO notifico a las partes l 

providencia anterior, hoy-19/05/2023 a las 8:00 a.m. 
 

 
_____________ 
Secretaria 



 

 

 

JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO DE 
ORALIDAD DEL  

CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C. 

 

Bogotá D.C., dos (02) de marzo de dos mil veintitrés (2023). 

 

Expediente: 2022-00310 

 

Analiza el Despacho la demanda presentada por el señor Ricardo Elías 

Lozano Quezada contra la Unidad Administrativa Especial Migración Colombia, se 

observa lo siguiente: 

  

1° Que las pretensiones están de conformidad con el poder conferido. 

(documento 01 páginas 01 a 02 del expediente digital). 

 

2° Que los fundamentos de derecho de las pretensiones y el concepto 

de violación se encuentran conforme al numeral 4 del artículo 162 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. (documento 01 

páginas 03 a 11 del expediente digital). 

 

3° Que los fundamentos fácticos de la demanda se encuentran 

debidamente determinados, clasificados y numerados. (documento 01 páginas 02 a 03 

del expediente digital). 

 

4° Que se encuentran designadas las partes. (documento 01 del 

expediente digital). 

 

5° Que la estimación razonada de la cuantía, efectuada por la parte 

actora, asciende a la suma de cuarenta y siete novecientos sesenta y ocho mil 

trescientos ochenta y tres pesos ($ 47.968.383.45), por lo mismo, el proceso debe 

tramitarse en primera instancia, de acuerdo con el numeral 2° del artículo 155 del 

C.P.A.C.A 

 

6° Que los actos administrativos demandado se encuentra allegado 

(documento 01 páginas 22 a 51 del expediente digital). 

 

 



De manera que por reunir los requisitos de ley se admite la demanda 

presentada por el señor Ricardo Elías Lozano Quezada contra la Unidad 

Administrativa Especial Migración Colombia, en consecuencia, dispone: 

 

1- Notificar personalmente de la admisión de la demanda al señor 

Procurador Judicial de conformidad con el numeral 2 del artículo 171, numeral 3º del 

artículo 198 y 199 del C.P.A.C.A. 

 

2.- Notificar personalmente de la admisión de la demanda a la 

Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado de conformidad con el inciso final del 

artículo 199 del C.P.A.C.A modificado por el artículo 612 del Código General del 

Proceso. 

 

3.- Teniendo en cuenta que el apoderado de la parte actora dio 

cumplimiento a lo ordenado en el numeral 8 del artículo 35 de la Ley 2080 de 2021 que 

adicionó el artículo 162 de la Ley 1437 de 2011, por Secretaría notifíquese 

personalmente de la admisión de la demanda, de conformidad con lo dispuesto en el 

artículo 199 del C.P.A.C.A., modificado por el artículo 612 del C.G.P., al director de la 

Unidad Administrativa Especial Migración Colombia, o quien haga sus veces, a 

través del buzón de notificaciones judiciales de la misma.  

 

4.- Una vez cumplido el término señalado en el inciso quinto del artículo 

199 del C.P.A.C.A. modificado por el artículo 612 del Código General del Proceso, 

córrase traslado de la demanda a las entidades demandas, al Ministerio público y a la 

Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado por el término de (30) días contados 

a partir de la notificación para que contesten la demanda, propongan excepciones de 

mérito y soliciten pruebas (artículo 172 del C.P.A.C.A). 

 

5.- La parte demandada deberá aportar con la contestación de la 

demanda todas las pruebas que tenga en su poder, el expediente y los antecedentes 

administrativos del acto demandado, así mismo deberá allegar constancia del traslado 

de las excepciones a la parte demandante, conforme a lo dispuesto en la Ley 2080 de 

2021 que reformó la Ley 1437 de 2011. 

 

6.- Se reconoce personería al abogado Gustavo Adolfo Uñate Fuentes, 

como apoderado de la parte actora en los términos y para los fines del poder conferido 

por el señor Ricardo Elías lozano Quezada, conforme al poder allegado.  

 

7.- Se requiere a las partes que los memoriales se radiquen a 

través del correo electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, canal 

habilitado para la recepción de correspondencia de los Juzgados Administrativos 

de Bogotá, indicándose el Despacho Judicial al que se dirige, número del 

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co


expediente y las partes que conforman el mismo. 

 

Notifíquese y Cúmplase 

 

GIOVANNI HUMBERTO LEGRO MACHADO 

Juez 

 

 

ITB 

 

 

 

 

 

 

 

 

JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO 
CIRCUITO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 
No. 017 

Por anotación en ESTADO notifico a las partes l 
providencia anterior, hoy-19/05/2023 a las 8:00 a.m. 
 

 
_____________ 
Secretaria 


